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Abstract 
 
Este trabajo analiza la posición de los países de América Latina respecto de la mitigación del 
cambio climático, sus determinantes principales y sus modificaciones en los últimos 20 años. El 
análisis presta especial atención a las implicancias de las decisiones sobre mitigación en relación a 
los objetivos y las políticas de desarrollo sostenible de los países. El trabajo incluye una revisión de 
la documentación sobre las negociaciones internacionales realizadas desde 1995 en el contexto de 
la Convención Marco de Naciones Unidas sobre Cambio Climático (CMNUCC), especialmente las 
declaraciones y la posición de los países de la región. En base a dicha información, se desarrolla y 
aplica una metodología de análisis sistemático de las declaraciones de los países y de los términos 
que han dominado las presentaciones en las negociaciones internacionales. Esto ayuda a 
identificar un quiebre de posición de los países de la región en relación a la mitigación a partir de 
la Cumbre climática de Durban (COP 17 - 2011). Adicionalmente, se analizan los mecanismos de 
gobernanza internacional en materia de cambio climático así como los incentivos a la participación 
en los esfuerzos globales de mitigación que han sido introducidos dentro o fuera de la CMNUCC: 
los mercados de carbono, la provisión de financiamiento e información y las amenazas de 
sanciones comerciales. Todos estos elementos parecen haber jugado un rol importante sobre las 
decisiones de los países de América Latina. El análisis identifica a las “NAMAs” (Acciones de 
Mitigación Apropiadas para cada País) como un instrumento facilitador que está permitiendo 
configurar un enfoque “desde abajo hacia arriba” (bottom-up) para la construcción de un régimen 
climático global basado en la presentación de Contribuciones Nacionales de mitigación (INDC), que 
posibilita el acceso al financiamiento internacional y que permite una inclusión de la mitigación en 
las estrategias de desarrollo de los países. 

 

                                                 
1 Este trabajo constituye una síntesis de la Tesis Doctoral “Economía y Cambio Climático: un análisis 
económico de las decisiones de mitigación en América Latina”, defendida en la Facultad de Ciencias 
Económicas de la Universidad de Buenos Aires el 4 de marzo de 2015 
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1. Introducción 
 
Este trabajo analiza la posición de los países de América Latina respecto de la mitigación 
del cambio climático en las negociaciones internacionales, sus determinantes principales y 
sus modificaciones en los últimos 20 años. 
   
Como es sabido, los grandes focos del debate internacional desde el comienzo de las 
negociaciones climáticas en los años noventa han versado sobre dos grandes temas. Por 
un lado, la disputa “mitigación vs adaptación”. Por el otro, cómo repartir 
responsabilidades y costos entre las distintas economías del planeta. Esto ha enfrentado 
históricamente a países desarrollados y en desarrollo.  
 
En las negociaciones climáticas internacionales no se ha logrado superar aún la discusión 
acerca de cuánto debería cada país reducir sus emisiones de gases de efecto invernadero 
(GEI) y quién debería pagar por ello. No se han logrado acordar compromisos de 
mitigación cuantitativos ambiciosos para los países desarrollados ni se han podido 
resolver cuestiones relacionadas con el financiamiento de acciones de mitigación y 
adaptación en los países en desarrollo, si bien han habido avances (lentos) en materia de 
movilización de recursos y construcción de una arquitectura climática internacional para 
canalizarlos.  
 
Durante las negociaciones que culminaron en 1997 en la firma del Protocolo de Kioto a  la 
Convención (CMNUCC, 1997) se acordó que sólo éstos asumirían compromisos 
cuantitativos de mitigación durante el primer período de compromiso, fijado para 2008-
2012. Para este primer período, los países en desarrollo sólo realizarían, de manera 
voluntaria, proyectos de mitigación de pequeña escala financiados por los países 
desarrollados bajo el Mecanismo para un Desarrollo Limpio (MDL). Mediante este 
esquema, los proyectos que demostraran que reducirían emisiones de GEI en relación a lo 
que hubiera ocurrido en ausencia de los mismos (escenario de línea de base) generarían 
créditos (CERs2 por sus siglas en inglés), los cuales podrían ser comprados por gobiernos y 
empresas de países incluidos en el Anexo B del Protocolo de Kioto para hacer frente al 
cumplimiento de sus compromisos asumidos en virtud de dicho Protocolo. 
 
Sin embargo, a medida que se intensificaron las negociaciones post-Kioto volvió a ponerse 
sobre la mesa de discusión la necesidad de que los países en desarrollo realicen mayores 
esfuerzos de mitigación.  
 
Con la excepción de Costa Rica y Argentina, quienes en los años 1997-1999 manifestaron 
su voluntad de asumir metas voluntarias de mitigación similares a aquéllas de los países 
desarrollados (IISD, 1997, 1999; República Argentina, 1999), la posición compartida de los 
países en desarrollo, nucleados históricamente en el G-77/China y otras alianzas, ha sido 
de una abierta reticencia a asumir compromisos de reducción de emisiones de GEI. El 

                                                 
2 Certified Emission Reductions 



principal argumento esgrimido ha sido que la responsabilidad histórica por la génesis del 
cambio climático es de los países desarrollados (debido a la quema de combustibles fósiles 
para la producción industrial y de energía que tuvo lugar en éstos desde la Revolución 
Industrial) y que la prioridad para los países en desarrollo debe ser aumentar sus niveles 
de vida sin restringir sus opciones de crecimiento. Como ilustra Chichilnisky (2006), los 
orígenes de los problemas ambientales, incluyendo el cambio climático, deben buscarse 
en el gran crecimiento industrial que han experimentado los países desarrollados 
fundamentalmente desde la Segunda Guerra Mundial. El proceso de industrialización, 
altamente intensivo en el uso de recursos naturales, ha sido alimentado por la 
disponibilidad de materias primas abundantes y de bajo precio, la mayor parte de ellas 
exportada por países pobres. En los últimos 50 años el crecimiento del comercio 
internacional para alimentar la industrialización de los países hoy más desarrollados 
generó una creciente demanda de energía derivada de combustibles fósiles así como de 
otros recursos naturales como la madera que fueron extraídos de bosques y suelos de 
países en desarrollo. 
 
La negativa de los países en desarrollo, incluida América Latina, a la posibilidad de avanzar 
en la mitigación muestra un primer punto de quiebre en la Cumbre climática realizada en 
Bali, Indonesia en diciembre de 2007 (Conferencia de las Partes N° 13 - COP 13). En esta 
Cumbre, los países en desarrollo accedieron finalmente a realizar acciones de mitigación 
bajo la forma de “NAMAs” (por sus siglas en inglés): Acciones Nacionales de Mitigación 
que cada país defina como Apropiadas en el contexto de sus propias circunstancias 
nacionales y objetivos de desarrollo. Estas acciones podrían incluir políticas y medidas, 
estrategias, programas o proyectos, acciones de capacitación y desarrollo de marcos 
regulatorios que los países ejecutarían de manera voluntaria financiándolas ya sea 
internamente (“NAMAs unilaterales”) o bien recibiendo apoyo financiero, tecnológico y de 
fortalecimiento institucional de carácter internacional (“NAMAs con soporte”). 
 
El acuerdo logrado en la COP 13 sobre la figura de las NAMAs preparó el terreno para que 
en la COP 17 realizada en Durban en el año 2011 los países acuerden finalmente explorar 
opciones que permitan lograr el mayor esfuerzo posible de mitigación por parte de todos 
los países, incluyendo a aquéllos en desarrollo. En el presente documento el acuerdo 
alcanzado en Durban se considera el punto formal de quiebre en la posición histórica de 
los países en desarrollo respecto de la mitigación.  
 
En la actualidad, si bien en diferentes grados y medidas, los países en desarrollo, incluidos 
los países de América Latina, aceptan su responsabilidad relativa frente al cambio 
climático, reconocen la necesidad de encarar sustantivos esfuerzos globales de mitigación 
que incluyan a todos los países sin excepción (si bien reconociendo diferencias 
internacionales en materia de capacidades y posibilidades) y están avanzando en la 
exploración de opciones de mitigación a nivel nacional con el fin de presentar propuestas 
de Contribuciones Nacionales de mitigación en la Cumbre climática que se realizará en 
diciembre de 2015 en París (COP 21). 
 



¿Qué es lo que ha generado este cambio de actitud en los países en desarrollo? Y en 
particular, ¿por qué varios países de América Latina están actualmente más proclives a 
realizar esfuerzos nacionales de mitigación cuando hasta hace algunos años su negativa 
era rotunda? Éste es el interrogante que se procurará responder a lo largo de este trabajo. 
 
La mayor predisposición para la mitigación observada en gran parte de los países de 
América Latina es llamativa no sólo por el viraje que marca frente a su posición histórica 
sino también debido a que dicho cambio se produce en un contexto internacional de 
pesimismo frente a las negociaciones climáticas internacionales, especialmente sobre la 
posibilidad de alcanzar un acuerdo global en 2015 que involucre compromisos de 
mitigación ambiciosos para todos los países del mundo, incluyendo los países en 
desarrollo. Una frase que ilustra y resume esta mirada negativa sobre las negociaciones es 
que éstas constituyen “las mil y una maneras de no tomar decisiones urgentes haciendo 
de cuenta que se toman decisiones importantes” (Honty, 2012, pág. 1)3.  
 
En este trabajo se sostiene que se ha logrado un mayor involucramiento de los países de 
América Latina en el esfuerzo mundial de mitigación porque se han introducido a nivel 
internacional incentivos adecuados tanto de tipo económico (implementación de 
instrumentos económicos de política climática - mercados de carbono) como de 
gobernanza global (generación y difusión de información, esquemas de financiamiento, 
amenazas creíbles de sanciones). 
 
De esta forma se busca mostrar que, a pesar de las enormes complejidades involucradas 
en las negociaciones internacionales y la evidente lentitud con la que se ha avanzado en el 
logro de acuerdos, se han dado los primeros pasos en la dirección correcta. En particular, 
se ha logrado introducir la idea de que el cambio climático constituye una limitante del 
desarrollo sostenible y se ha creado una estructura global de incentivos que está logrando 
introducir en el pensamiento de los tomadores de decisión tanto públicos como privados 
de todos los países del mundo la noción de que existen restricciones a las emisiones de 
GEI y señales de precios relacionadas, si bien lentamente y a distintas velocidades según el 
país. 
 
El análisis se focaliza sobre 9 países de la región: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa 
Rica, México, Perú, República Dominicana y Uruguay. Estos son los países de la región que, 
de acuerdo a la base de datos desarrollada por Ecofys (NAMA Database4), se encontraban 
en octubre de 2014 en proceso de elaboración de NAMAs. A los fines de este trabajo, se 
                                                 
3 Para un análisis de las negociaciones climáticas internacionales hasta la Cumbre de Bali de 2007 puede 
consultarse PNUD (2008). A su vez, en la Plataforma Climática Latinoamericana 
(http://intercambioclimatico.com) pueden consultarse documentos de análisis de las implicancias para 
América Latina de las sucesivas negociaciones, por ejemplo Garibaldi et al (2012) sobre las implicancias de 
los acuerdos de Durban de 2011. Por su parte, la Fundación Ambiente y Recursos Naturales (FARN) 
(http://farn.org.ar) publica periódicamente informes de análisis sobre las negociaciones climáticas, por 
ejemplo Aguilar (2014), Pangracio y Voloj (2013) y FARN (2011). 
4 http://www.nama-database.org 
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considera que la elaboración de NAMAs puede tomarse como un importante indicador del 
grado de “proactividad” en materia de mitigación que puede exhibir un país en desarrollo. 
Por lo tanto, de acuerdo a este criterio, los 9 países bajo estudio serían los más 
“proactivos” desde el punto de vista de la predisposición a mitigar a nivel regional. Se 
busca analizar entonces cuál ha sido su postura frente a la mitigación en los comienzos de 
las negociaciones climáticas en 1995, con el fin de documentar si efectivamente hubo un 
cambio en su posición o no.   
 
Para efectuar este análisis se estudian las declaraciones orales realizadas por sus 
delegados nacionales (y jefes de Estado en algunos casos) en las 19 COP realizadas entre 
1995 y 2013, de acuerdo a lo documentado en los boletines “Earth Negotiation Bulletin” 
(ENB) publicados por el Instituto Internacional para el Desarrollo Sostenible (IISD por sus 
siglas en inglés) (IISD 1995, 1996, 1997, 1998, 1999, 2000, 2001a, 2001b, 2002, 2003, 
2004, 2005, 2006, 2007, 2008, 2009, 2010, 2011, 2012, 2013)5. 
 
Durante las COP el IISD, una organización sin fines de lucro basada en Canadá con oficinas 
editoriales en Nueva York, publica boletines diarios así como un boletín-resumen de lo 
discutido durante las dos semanas que dura cada Cumbre. Estos boletines constituyen la 
fuente más completa disponible a nivel internacional que documenta los debates 
mantenidos y las intervenciones realizadas por los diferentes representantes de las 
delegaciones de cada país en las negociaciones climáticas. Tuvieron especial valor para el 
análisis conducido las secciones de estas relatorías dedicadas a las declaraciones 
realizadas por Jefes de Estado, ministros y cabezas de delegación en los “Segmentos de 
Alto Nivel”. 
 

El análisis de las intervenciones realizadas por los delegados de estos países permite 
confirmar la proposición de que ha habido efectivamente un cambio de posición en 7 de 
ellos: Brasil, Colombia, México, República Dominicana, Perú, Chile y Uruguay. Su oposición 
inicial a realizar esfuerzos de mitigación similares a aquéllos de los países desarrollados, 
en línea con la posición común del G-77/China, fue dando lugar a su actual postura 
proactiva frente a la realización de acciones nacionales de reducción de emisiones de GEI. 
 
En el caso de Costa Rica, el país ha estado desde los inicios de las negociaciones a favor de 
realizar esfuerzos domésticos de mitigación, mientras que en el caso de la Argentina, el 
país exhibió una posición altamente proactiva frente a la asunción de compromisos 
cuantitativos de mitigación a fines de los años noventa pero ésta se ha ido suavizando a lo 
largo del tiempo. 
 
En efecto, las primeras declaraciones de Costa Rica a favor de realizar esfuerzos 
nacionales de reducción de emisiones de GEI fueron efectuadas en 1997 (IISD, 1997, pág. 
5). Esta predisposición se vio reforzada en 2008, al declarar el país su voluntad de alcanzar 
la carbono-neutralidad (emisiones de GEI nacionales compensadas por absorciones 
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nacionales) hacia el año 2021 (IISD, 2008, pág. 17). Uno de los motivos por los cuales el 
país parece haber defendido desde los comienzos una posición favorable frente a la 
realización de esfuerzos nacionales de mitigación es que Costa Rica concibe a la reducción 
de emisiones de GEI como un elemento diferenciador clave que puede brindar ventajas 
competitivas y posibilitar una mejor inserción internacional de sus productos agrícolas. 
 
En cuanto al comportamiento de la Argentina, en 1998 y 1999, en gran medida debido a 
que la política de alineación estratégica con los Estados Unidos por aquellos años llevó al 
país a adoptar posiciones en materia climática en línea con lo propiciado por dicho país, 
Argentina se manifestó a favor de asumir metas cuantitativas de reducción de emisiones 
(IISD, 1998, 1999) e incluso intentó impulsar la discusión sobre compromisos para los 
países en desarrollo. Nuestro país intento incluir compulsivamente el tema en la agenda 
de la COP 4 desarrollada en Buenos Aires en 1998, lo que la enfrentó al G-77/China (IISD, 
1998). Al año siguiente, en la COP 5 realizada en Bonn, nuestro país anunció que adoptaría 
una meta voluntaria de reducción de emisiones de GEI de entre 2 y 10% respecto del 
escenario business-as-usual proyectado para el período 2008-2012. Esta declaración 
estaba basada en un cuidadoso estudio realizado a nivel nacional que proponía establecer 
una “meta dinámica” igual al producto de un índice (fijado en 151,5) por la raíz cuadrada 
del PBI promedio de los cinco años del período de compromiso (E = I *√PBI). Este valor 
implicaba una reducción efectiva en las emisiones respecto de los escenarios más 
probables resultantes de proyecciones que no incluyeran medidas de mitigación que se 
estimaba entre 2 y 10% (República Argentina, 1999; Barros y Conte Grand, 1999). Este 
compromiso no fue considerado finalmente por la Convención y la posición argentina se 
fue moderando en los años siguientes con los sucesivos cambios de gobierno.  
 
El cambio de posición observado en Brasil, Colombia, México, Perú, Chile, Uruguay y 
República Dominicana es documentado mediante la presentación de una selección de 
citas de las declaraciones efectuadas por sus delegados nacionales en cada COP durante 
las discusiones relativas a esfuerzos de mitigación en los países en desarrollo. Se 
presentan asimismo citas que documentan las antes mencionadas posiciones de Costa 
Rica y Argentina. 
 

Por otro lado, a efectos de analizar el rol que pudo haber jugado el surgimiento del 
concepto de “NAMA” en el giro de posición de varios de los países de la región, al ofrecer 
un vehículo o un enfoque de interés para encarar la mitigación, se realiza un análisis 
cuantitativo de palabras clave utilizadas en los boletines ENB del período 1995-2013. El fin 
de este análisis es mostrar cómo ciertos conceptos han dejado de ser utilizados con los 
años, dando lugar al surgimiento de nuevos. Tal es el caso del término “compromisos 
voluntarios” (de mitigación para los países en desarrollo), cuyo uso va decreciendo en las 
relatorías de las COP hasta virtualmente desaparecer a partir del año 2007. 
Paralelamente, en ese mismo año surge la noción de “acciones de mitigación apropiadas a 
cada país” (NAMAs), término que comienza a ser utilizado desde entonces. Este cambio 
conceptual y en la terminología es uno de los elementos que parece haber facilitado el 
cambio de posición de los países de la región. Finalmente, emerge en la COP realizada en 



Varsovia en 2013 el término “contribuciones previstas y determinadas a nivel nacional” 
(INDC por sus siglas en inglés). 
 
Los contenidos se encuentran organizados de la siguiente manera. En primer lugar, se 
presenta la selección de citas extraídas de las relatorías anuales de los boletines ENB en lo 
referente a las declaraciones realizadas por los delegados de los países de la región en las 
discusiones relacionadas sobre mitigación en los países en desarrollo. También se 
presenta el análisis cuantitativo de palabras clave que muestra cómo se han dejado de 
utilizar ciertos conceptos con el paso del tiempo y han surgido otros nuevos. En segundo 
lugar, se presenta sintéticamente un análisis de la literatura económica que estudia 
diferentes tipos de incentivos para la mitigación. Finalmente, se identifican, estilizan y 
analizan los incentivos para la mitigación que han estado efectivamente presentes en la 
arquitectura climática creada y desarrollada a nivel global desde los años noventa y que 
podrían explicar el cambio de posición observado en los países de la región frente a la 
mitigación en los últimos años. 
 
 
2. Intervenciones de los delegados de los países de América Latina en las COP en 
discusiones sobre esfuerzos de mitigación para los países en desarrollo  
 
Los países de América Latina han expresado históricamente sus posiciones en las 
negociaciones climáticas internacionales principalmente en el marco del G-77/China6, con 
países como República Dominicana y Cuba formando parte asimismo desde un comienzo 
de la Alianza de Pequeños Estados Insulares (AOSIS por sus siglas en inglés7).  
 
Con el paso del tiempo se han ido consolidando grupos de negociación adicionales como, 
entre otros, BASIC (Brasil, Sudáfrica, India y China), la Alianza Bolivariana para las Américas 
(ALBA) (Bolivia, Venezuela, Cuba, Ecuador, Nicaragua y algunas islas del Caribe8), la Alianza 
independiente de América Latina y el Caribe (AILAC por sus siglas en inglés) (Chile, 
Colombia, Costa Rica, Guatemala, Panamá y Perú) y los “países en desarrollo con ideas 
afines” (“like-minded developing countries”), un grupo compuesto por países árabes, 
asiáticos y latinoamericanos que incluye, entre otros, a Argentina, Venezuela, Bolivia, 
Nicaragua y Ecuador así como a India y China.  
 
Es decir que muchas de las posiciones de los países de la región han estado englobadas 
dentro de las declaraciones de los representantes de los grupos negociadores a los cuales 
han pertenecido. De todos modos, muchas declaraciones individuales de los delegados 

                                                 
6 El G-77 fue creado en 1964 por 77 países, como su nombre lo indica, con el fin de promover la cooperación 
Sur-Sur para el desarrollo. Desde entonces, realiza declaraciones conjuntas sobre temas específicos y 
coordina programas de cooperación en diferentes campos, entre otras cosas. Actualmente, el G-77 cuenta 
con 133 miembros, incluyendo a todos los países de América del Sur y Central e islas del Caribe 
(http://www.g77.org) 
7 http://aosis.org/members/ 
8 www.alianzabolivariana.org 
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han sido recogidas en las relatorías del IISD (1995, 1996, 1997, 1998, 1999, 2000, 2001a, 
2001b, 2002, 2003, 2004, 2005, 2006, 2007, 2008, 2009, 2010, 2011, 2012, 2013), las 
cuales se identifican y transcriben en la presente sección. 
 
Los grupos negociadores que han representado a los países en desarrollo en las 
discusiones relacionadas con esfuerzos de mitigación se han mostrado históricamente 
rechazando la noción de que países desarrollados y en desarrollo contribuyan de manera 
similar a la mitigación. 
 
Luego de la firma en 1992 de la Convención Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático (CMNUCC), se realizó la primera Conferencia de las Partes de la Convención 
(COP) en Berlín en 1995. Allí el G-77/China dejó en claro la postura que defendería en los 
años subsiguientes: la responsabilidad de la mitigación corresponde a las Partes Anexo I, 
por lo que sólo ellas deben asumir compromisos de reducción de emisiones de GEI. La no 
imposición de compromisos para los países en desarrollo fue apoyada desde los 
comienzos por Colombia y AOSIS. Este último grupo propuso un Protocolo borrador que 
fue apoyado inicialmente por Argentina. Por su parte, en esta primera COP Brasil fijó su 
postura de manera enfática destacando el principio del “derecho al desarrollo” de las 
partes no-Anexo I y criticando, junto con Chile, el eventual uso de instrumentos 
económicos (comercio de créditos de reducción de emisiones generados en los países en 
desarrollo), puesto que diluirían las responsabilidades de los países desarrollados por sus 
emisiones nacionales. Esta primera Cumbre fue objeto de cuestionamientos por parte de 
AOSIS respecto de la transparencia en la toma de decisiones y finalizó con 
manifestaciones por parte de representantes de la sociedad civil pidiendo un 
involucramiento más ambicioso por parte de los países desarrollados. Estos elementos se 
repetirían en las Cumbres subsiguientes (Box 1).   
 

Box 1 
COP 1 (1995) - Berlín, Alemania  
 
“Sólo las partes Anexo I deben asumir compromisos de mitigación”  
 
“El G-77/China expresó que [...] la responsabilidad [de la mitigación] no debía ser 
trasladada desde las Partes Anexo I hacia las Partes no-Anexo I [y] […] destacó la 
necesidad de un Protocolo que imponga compromisos sólo para las partes Anexo I” (IISD, 
1995; pág. 3).  
 
“AOSIS presentó un protocolo borrador para que fuera considerado como base para 
futuras negociaciones […]. Sus puntos principales incluían: […] la no imposición de 
compromisos adicionales para los países en desarrollo” (Ibid. pág. 2 y 3).  
 
“La Argentina apoyó el desarrollo de negociaciones sobre un protocolo borrador que 
utilizara el protocolo de AOSIS […] como punto de partida” (Ibid. pág. 4).  
 



“Brasil dijo que [...] el derecho de los países en desarrollo a desarrollarse no debe ser 
comprometido y que tratar de involucrar a los países en desarrollo de manera apresurada 
[…] no resolverá los problemas […].” Se dejó en claro que “la delegación [brasilera] no 
quiere intercambiar “humo por árboles” […] y que “el esquema de comercio de créditos 
de reducción de emisiones corre el riesgo de destruir el concepto de que los países son 
responsables de sus emisiones nacionales” (Ibid. pág. 4 y 5).  
 
“Chile dijo que se deben definir criterios claros para el porcentaje de reducción [de 
emisiones] que los países desarrollados podrían acreditarse mediante el desarrollo de 
proyectos en los países en desarrollo, incluyendo controles para prevenir que los países 
desarrollados escapen a sus compromisos” (Ibid. pág. 5).  
 
“Colombia dijo que los países en desarrollo no deben asumir las mismas obligaciones que 
los países desarrollados” (Ibid. pág. 5).  
 
“Un documento circulado por Alemania […] incluía una sección en la cual se asignaban 
diferentes compromisos a diferentes categorías de países en desarrollo. Algunos países de 
la OECD9 apoyaban la idea de que los países en desarrollo más industrializados debían 
aceptar responsabilidad adicional por sus emisiones de GEI. Los países en desarrollo 
consistentemente rechazaron esta idea” (Ibid. pág. 11).  
 
“AOSIS denunció falta de transparencia en la fase final de la negociación donde ningún 
delegado de AOSIS estuvo presente” (Ibid. pág. 11).  
 
“El Plenario final fue interrumpido por un grupo de manifestantes que […] irrumpieron 
gritando que los delegados no estaban haciendo lo suficiente. Otros manifestantes 
enarbolaron pancartas y arrojaron panfletos por el piso” (Ibid. pág. 9). 

 
En la segunda Cumbre (COP 2) realizada en Ginebra en 1996 los países en desarrollo 
volvieron a oponerse al traslado de la responsabilidad de la mitigación desde las partes 
Anexo I a las partes no-Anexo I, cuestionando especialmente el uso de mecanismos de 
mercado para reducir el peso de la mitigación en los países desarrollados. Fue 
especialmente visible la oposición de AOSIS (Box 2). 
 

Box 2 
COP 2 (1996) - Ginebra, Suiza 
 
“Cuestionamientos al uso de mecanismos de mercado para alivianar el peso de la 
mitigación en los países Anexo I”  
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“Varias delegaciones de países en desarrollo objetaron el lenguaje del texto borrador 
remitido por el Secretariado que sugería que los países no-Anexo I incluyeran información 
sobre sus medidas de mitigación en sus Comunicaciones Nacionales” (IISD, 1996; pág. 5).  
 
“Los delegados de los países en desarrollo expresaron insatisfacción con lo que 
consideraron un intento por parte de los países desarrollados de trasladar el peso de la 
implementación [de medidas de mitigación] desde las Partes Anexo I hacia las Partes no-
Anexo I […]. Estos delegados objetaron fuertemente el lenguaje propuesto que se refería 
explícitamente a que los proyectos de mitigación realizados en países no-Anexo I debían 
ser financiados por ellos mismos. Los delegados sospechaban que darle una alta prioridad 
a la financiación de proyectos en países no-Anexo I implicaría remover parte de la presión 
que recae sobre las Partes Anexo I para llevar a cabo acciones concretas, y posiblemente 
dolorosas, para reducir sus emisiones de GEI por debajo de los niveles de 1990” (Ibid. pág. 
12).  
 
“Ligar un protocolo a un esquema de permisos negociables llevó a algunos delegados a 
cuestionar elementos tanto teóricos como prácticos. Los miembros de AOSIS 
abiertamente notaron que esto dejaría al protocolo AOSIS, que proponía una reducción 
del 20% en las emisiones de las Partes Anexo I, “muerto en el agua” […]. Algunos países en 
desarrollo se manifestaron en contra de confiar excesivamente en los esquemas basados 
en el mercado, argumentando que los mercados favorecen a los más pudientes y 
generalmente solidifican, en lugar de resolver, las inequidades […]. Muchos delegados 
notaron que un esquema de permisos negociables plantearía una infinidad de cuestiones 
prácticas” (Ibid. pág. 13). 
 

 
En la COP 3 realizada en Kioto en 1997 se firmó finalmente el Protocolo de Kioto. Antes de 
y durante esta Cumbre, las presiones de Estados Unidos para que los países en desarrollo, 
excepto los países menos desarrollados, adoptaran metas de mitigación diferenciadas en 
función de sus respectivas responsabilidades y capacidades se hicieron sentir, al 
condicionar una vez más el nivel de ambición en la reducción de emisiones que el país 
estaba dispuesto a comprometer al involucramiento del G-77/ China. El G-77/China, por 
su parte, además de oponerse firmemente a la adopción de compromisos voluntarios, 
apoyado individualmente por Brasil, México, Venezuela, Colombia, Nicaragua, Honduras, 
Chile, Perú y Uruguay, destacó las entonces bajas emisiones per cápita de los países en 
desarrollo y sus prioridades de desarrollo económico y social. Sólo Costa Rica se mostró 
proclive a aceptar algún tipo de responsabilidad frente a la mitigación: su entonces 
Presidente José María Figueres Olsen declaró que el Protocolo que se firmara debía incluir 
una participación voluntaria activa por parte de los países en desarrollo. Brasil, por su 
parte, además de oponerse a la asunción de compromisos, presentó una propuesta para 
el reparto de responsabilidades que sugería relacionar las metas de emisión de las Partes 
con el aporte de sus emisiones históricas al aumento de temperatura global y no con sus 
emisiones corrientes (la llamada “Propuesta brasileña”) 
(FCCC/AGBM/1997/MISC.1/Add.3) y negoció la creación de un Fondo de Desarrollo Limpio 



que se transformó luego en el Mecanismo para un Desarrollo Limpio. En cuanto a la 
Argentina, el protagonismo del país en esta cumbre fue especialmente visible debido al 
papel que jugó la entonces cabeza de delegación negociadora Emb. Raúl Estrada Oyuela. 
Estrada ha sido “conocido por su capacidad para forjar acuerdos y producir resultados” 
(IISD, 2001; pág. 14) y a él se le atribuye en gran medida el haber logrado el acuerdo 
necesario para gestar la firma del Protocolo de Kioto (“Raúl Estrada, uno de los principales 
arquitectos del Protocolo de Kioto” (IISD, 2001; pág 15), “[...] el hombre que fue en gran 
medida responsable de persuadir a las partes Anexo I para llegar tan lejos como llegaron” 
(IISD, 1997, pág. 16)). La inclusión del comercio de permisos en el Protocolo de Kioto 
también se le atribuye en gran medida a sus gestiones, puesto que, a pesar de la oposición 
y argumentos esgrimidos por el G-77/China, Estrada logró ver que los países Anexo I 
requerían mecanismos de flexibilidad para aceptar compromisos legalmente vinculantes 
significativos y, con el apoyo de Costa Rica, urgió a los delegados a considerarlos (Box 3).  
 

Box 3  
COP 3 (1997) - Kioto, Japón 
 
“Se firma el Protocolo de Kioto bajo la fuerte presión de Estados Unidos para que el G-
77/China asuma compromisos de mitigación. Sólo Costa Rica acepta una participación 
voluntaria activa” 
 
“En las reuniones preparatorias que tuvieron lugar durante los meses anteriores a la COP 
3 […] el presidente norteamericano Bill Clinton lanzó desde Washington un llamado a que 
los países en desarrollo tuvieran una “participación significativa” en el esfuerzo global de 
mitigación. Con estas palabras resurgía el debate que tanto había complejizado el logro de 
un acuerdo en 1995, pues el nivel de ambición en la reducción de emisiones que Estados 
Unidos estaba dispuesto a comprometer volvía a depender del involucramiento del G-77 
más China” (IISD, 1997, pág. 2).  
 
“El G-77/China aprovechó cada oportunidad para distanciarse de cualquier intento por 
atraer a los países en desarrollo hacia la aceptación de cualquier elemento que pudiera 
ser interpretada como nuevos compromisos” (Ibid. pág. 2).  

 
“El G-77/China se refirió a la provisión de recursos financieros y a la transferencia de 
tecnologías como fundamental para la implementación de la Convención por parte de los 
países no-Anexo I. Destacó que ambas son obligaciones de los países desarrollados bajo la 
Convención y que no deben ser usadas para empujar a los países en desarrollo a aceptar 
nuevos compromisos o a aceptar un enfoque basado en mercados bajo el Protocolo” (Ibid. 
pág. 4).  
 
“José María Figueres Olsen, Presidente de Costa Rica, dijo que el acuerdo de Kioto debía 
incluir […] una participación voluntaria activa por parte de las naciones en desarrollo. Notó 
que Costa Rica había desarrollado un instrumento comercializable para valuar las 



reducciones de emisiones [y] llamó a los países en desarrollo a que hagan su parte” (Ibid, 
pág. 5).  
 
“Los países en desarrollo rechazaron el concepto de `compromisos voluntarios´ dado que 
asocian el producto de las emisiones con el desarrollo y el progreso, los cuales, afirman, es 
su máxima prioridad. Destacaron que el Mandato de Berlín no contempla que los países 
en desarrollo tomen responsabilidad por lo que es, esencialmente, el resultado de la 
acción de los países industrializados” (Ibid. pág. 6).  
 
“El G-77/China […] reiteró su objeción al concepto de `comercio de emisiones´, alegando 
que no es pertinente para el Mandato de Berlín y no resultará en una limitación ni 
reducción de emisiones” (Ibid. pág. 11).  
 
“Sin embargo, Estrada, notando que algunos países Anexo I requieren mecanismos de 
flexibilidad para aceptar compromisos legalmente vinculantes significativos, urgió a los 
delegados a adoptar una decisión que permitiera a la COP 4 determinar modalidades y 
guías para el comercio de emisiones, en particular para la verificación, el reporte y la 
contabilidad. Esto fue apoyado por […] Costa Rica” (Ibid. pág. 12).  
 
“El G-77/China -o más bien los jugadores clave que hábilmente balancean el bloque- jugó 
un rol efectivo en frustrar un artículo sobre compromisos voluntarios para los países en 
desarrollo” (Ibid. pág. 15). 
 
“México reportó que eran necesarias consultas adicionales sobre compromisos 
voluntarios para Partes no-Anexo I […]. Venezuela, […] y Brasil solicitaron borrar este 
artículo […]. Argentina, apoyada por el Reino Unido, propuso un texto adicional que 
prohibiera medidas arbitrarias o discriminación contra las Partes no-Anexo I que no 
asumieran compromisos voluntarios” (Ibid. pág. 13).  
 
“El G-77/China, apoyado por […] Colombia, Nicaragua, Honduras, Chile, Perú, Uruguay, 
Venezuela, Costa Rica […] y Argentina, dijo que la equidad y las responsabilidades 
comunes pero diferenciadas eran la clave para el éxito. Destacó las bajas emisiones per 
cápita de los países en desarrollo y sus prioridades de desarrollo económico y social. Éste 
no es el momento para abordar los compromisos de los países en desarrollo sino de 
fortalecer los compromisos de los países desarrollados. Concluyó con una palabra: “no” 
[…]. Brasil dijo que una declaración de un país desarrollado había implicado `si ustedes no 
cumplen, nosotros no cumplimos´, a lo cual él respondía `hasta que ustedes no cumplan, 
nosotros no discutimos´” (Ibid, pág. 13).  
 
“Estados Unidos quería que los países en desarrollo, excepto los países menos 
desarrollados, adoptaran metas de emisión […] diferenciadas en función de sus 
respectivas responsabilidades y capacidades […]. Japón señaló la necesidad de mayor 
participación en el futuro. Propuso iniciar un proceso post-Kioto a tal efecto. Dijo que la 
participación de los países en desarrollo no implicaría reducción sino limitación de 



emisiones […]. El G-77/China dijo que la propuesta […] debía ser desechada y que el grupo 
no participará en un grupo de contacto por una cuestión de principios […]. Brasil describió 
[su propuesta] como la asignación de responsabilidades entre los diferentes emisores 
basada en sus acciones medidas a través del aumento en las temperaturas globales, en 
lugar de tomar como base sus emisiones corrientes” […] (Ibid. pág. 14).  
 
“El complejo, ambiguo y virtual mundo de intereses del G-77/China quedó demostrado 
con el rol de Brasil en la negociación de un Fondo de Desarrollo Limpio. Con el apoyo de 
Estados Unidos, esta idea se transformó en el Mecanismo para un Desarrollo Limpio, una 
institución híbrida que une la implementación conjunta con el comercio de emisiones 
sobre la base de una participación voluntaria “certificada” de los países en desarrollo. Los 
negociadores norteamericanos lograron el apoyo de otros países latinoamericanos 
convenciéndolos de que esto redundaba en su propio beneficio” (Ibid. pág. 14). 
 
“A pesar de que la Cumbre logró la firma del Protocolo de Kioto, quedó en claro que los 
negocios y los mercados serán la clave para su implementación” (Ibid. pág. 16) [y que] 
“mientras que la cuestión de la equidad lucha por encontrar un lugar en los cálculos de los 
negociadores, la ambición por universalizar el imperativo de reducir las emisiones globales 
de GEI mediante la participación expandida a los países en desarrollo queda varios pasos 
atrás. Mientras tanto, la cuestión ética queda condenada a la caricatura en los 
intercambios con el G-77 y China” (Ibid. pág. 15).  
 

 
Al año siguiente, en 1998, se realizó la COP 4 en Buenos Aires. En esta Cumbre nuestro 
país rompió filas con la mayoría de sus socios del G-77/China y el propio Presidente Carlos 
Menem declaró la intención de la Argentina de asumir compromisos de mitigación en la 
COP 5. Además, y a pesar de la gran oposición manifestada en las reuniones previas así 
como en las reuniones de los órganos subsidiarios, la Argentina incluyó la discusión sobre 
compromisos voluntarios para los países en desarrollo en la agenda previsional y fomentó 
la realización de consultas informales, apoyadas por Estados Unidos. Esto enfrentó la total 
oposición del G-77/China así como de AOSIS, Brasil, Colombia, Chile, Cuba y Bolivia, 
quienes continuaban considerando inadecuado asumir compromisos dada la pobre 
performance de las Partes Anexo I (Box 4).  
 

Box 4 
COP 4 (1998) - Buenos Aires, Argentina  
 
“Argentina intenta impulsar la asunción de compromisos por parte de los países en 
desarrollo, a pesar de la total oposición del G-77/China” 
 
“Maria Julia Alsogaray, Secretaria de Recursos Naturales y Desarrollo Sustentable de 
Argentina, fue elegida Presidenta de la COP 4. Declaró que si bien Argentina no es uno de 
los países con `responsabilidad histórica´ por el problema del cambio climático sin 
embargo desea pertenecer al grupo [de países] que tendrá futuras responsabilidades para 



asumir compromisos que lleven a una solución. Dijo que quería que la COP 4 representara 
un nuevo momento en el proceso y que un plan de acción para el trabajo futuro debía ser 
establecido. Declaró que los países en desarrollo comparten cierta responsabilidad por el 
cambio climático y que tienen una obligación ética de asegurar el desarrollo sostenible” 
(IISD, 1998; pág. 2).  
 
“Brasil alertó sobre el hecho de que asignar compromisos de mitigación a los países en 
desarrollo […] no buscaba promover los principios de la Convención sino ayudar a algunos 
países a evitar sus compromisos existentes […]. China dijo que […] la asunción de 
compromisos voluntarios podría destruir la unidad del G-77/China [y que] la Presidencia 
de la COP debía permanecer neutral […]. Colombia sugirió discutir la vulnerabilidad de las 
naciones en desarrollo en lugar de sus compromisos. Chile dijo que varios países en 
desarrollo estaban realizando serios esfuerzos por limitar sus emisiones de GEI y favoreció 
el intercambio de visiones sobre cooperación voluntaria, sin implicar obligaciones 
vinculantes ni ignorar el principio de responsabilidades comunes pero diferenciadas […]. 
Argentina dijo que ningún aspecto de la Convención ni del Protocolo limitaba su habilidad 
para plantear la cuestión de compromisos voluntarios. Dijo que la manera en que los 
delegados deberían abordar la cuestión requería discusión […]. La Presidenta notó que 
como varias Partes habían expresado su interés en continuar la discusión, ella facilitaría un 
espacio de consultas informales. China alertó que esta propuesta sobre consultas 
informales podía amenazar la neutralidad de la presidencia. India y Arabia Saudita 
observaron que el ítem [sobre compromisos voluntarios] había sido borrado [de la agenda 
previsional] porque no había consenso para continuar con la discusión. Los compromisos 
voluntarios no debían ser considerados y la Presidenta no debía participar en consultas” 
(Ibid. pág. 3).  
 
“Carlos Menem, Presidente de la Argentina, dijo que el Protocolo había sido aprobado por 
el Senado de la Nación y que estaba bajo consideración en la Cámara baja. Enfatizó una 
estrategia de crecimiento limpio. En la COP 5, Argentina declararía un compromiso de 
reducción de emisiones para el período 2008-2012” (Ibid. pág. 10).  
 
“AOSIS […] dijo que no debía permitirse que los compromisos voluntarios de la Argentina 
desviaran la atención de los compromisos de las Partes en el Protocolo. Cuba […] se opuso 
a cualquier intento de obligar a los países en desarrollo a asumir compromisos voluntarios 
[…]. Bolivia destacó que la participación sustantiva de las Partes no-Anexo I debía estar 
basada en el principio de la soberanía y el derecho para la auto-determinación y que los 
límites [de la Argentina] a sus emisiones no podían constituir un precedente ni 
comprometer a otros países a asumir metas de limitación de emisiones […]. Argentina dijo 
que el comercio de emisiones constituía una solución innovadora a las fallas de mercado” 
(Ibid. pág. 11).  
 
“Dos eventos distantes, pero íntimamente relacionados, que tuvieron lugar durante la 
Cuarta Conferencia de las Partes en Buenos Aires […] quedarán en la memoria de la mayor 
parte de los participantes y observadores. El primero fue la ya anticipada decisión del país 



anfitrión de romper filas con la mayoría de sus socios del G-77/China y señalar su 
predisposición a asumir compromisos vinculantes de mitigación en la COP 5. El segundo 
evento tuvo lugar menos de 24 horas más tarde en Nueva York, con la firma del Protocolo 
de Kioto por parte de Estados Unidos […]. Estados Unidos y Argentina fueron 
protagonistas de una Conferencia marcada por una aparente falta de ambición desde un 
comienzo […]. A pesar de la abrumadora oposición en las reuniones previas a la COP así 
como en las reuniones de los órganos subsidiarios, Argentina colocó un ítem sobre 
compromisos voluntarios para países en desarrollo en la agenda previsional. La Presidenta 
de la COP María Julia Alsogaray respondió a la oposición del G-77/China sacando el ítem 
de la agenda y sugiriendo realizar consultas informales entre países interesados. Luego se 
reportó que estas discusiones entre países Anexo I y no-Anexo I habían tenido lugar. 
Estados Unidos había encabezado el apoyo a estas consultas […]. Con el anuncio del 
Presidente de la Argentina Carlos Menem […] de que la Argentina asumirá un compromiso 
voluntario de mitigación en la COP 5, el país anfitrión da un paso adelante en cumplir con 
los requerimientos de Washington […]. Puede decirse que el Presidente Bill Clinton cree 
que la postura de Argentina ha comenzado a desmantelar el argumento de sus opositores 
de que los países en desarrollo deben ser excluidos de la asunción de compromisos 
legalmente vinculantes […]. Un observador de una ONG sugirió que la decisión de la 
Argentina ha marcado un cambio de posición altamente significativo sobre compromisos 
voluntarios porque abrió la perspectiva de un nuevo proceso de negociación para permitir 
a los países en desarrollo aceptar compromisos vinculantes. Se entiende que nadie, ni 
siquiera el gobierno argentino, ha trabajado sobre las modalidades exactas o incluso el 
marco general para que este procedimiento pionero pueda implementarse […]. Algunos 
sugirieron que la Presidenta de la COP […], al no pedir ni aceptar asesoramiento sobre 
ciertas cuestiones, no estaba preparada para lidiar con algunas de las complejas dinámicas 
de las negociaciones dentro del sistema de Naciones Unidas. La determinación de la 
Presidenta de facilitar consultas informales sobre compromisos voluntarios frente a la 
rígida oposición de su grupo negociador [G-77/China] demostró un nivel de decisión y 
enfoque que recibió muchas críticas […]. La ambición de la Argentina está ligada, en parte, 
a su candidatura para ser miembro de la OECD y a las relaciones cercanas entre los 
presidentes Menem y Clinton. En las negociaciones bilaterales pre-Kioto, los dos hombres 
trataron temas relacionados con la implementación conjunta y la generación de créditos. 
Como país anfitrión y aliado cercano de Estados Unidos, la Argentina estaba 
perfectamente posicionada para romper filas con el G-77/China y facilitar y acelerar una 
evolución en el proceso de la Convención, la cual ha avanzado en paralelo con el creciente 
interés en el mundo en desarrollo por el MDL” (Ibid. pág. 13).  
 
“El intento de la Argentina de incluir la discusión sobre compromisos voluntarios para 
países en desarrollo en la agenda de la COP 4 desde el día uno disparó un tono de 
desconfianza desde el comienzo de la Cumbre. Los países en desarrollo levantaron la 
guardia contra cualquier indicio de nuevas obligaciones o condicionalidades asociadas […]. 
El G-77/China continúa considerando inadecuado asumir compromisos dada la pobre 
performance de las Partes Anexo I, mientras que los países desarrollados insisten en que 



el problema es la falta de participación global, particularmente por parte de países en 
desarrollo clave como China y Brasil” (Ibid., pág. 14). 
 

 
En la COP 5 realizada en 1999 en Bonn la Argentina presentó efectivamente su 
compromiso unilateral de reducir sus emisiones de GEI en 2-10% respecto de la línea de 
base proyectada para el período 2008-2012 y cuestionó la idoneidad de los grupos 
negociadores existentes hasta ese entonces (Box 5).  
 

Box 5  
COP 5 (1999) - Bonn, Alemania  
 
“Argentina anuncia su meta voluntaria de mitigación” 
 
“Argentina anunció la adopción de una meta voluntaria de reducción de emisiones y 
declaró que no pretendía abandonar su status de Parte no-Anexo I. Dijo que su meta 
apuntaba a lograr una reducción del 2-10% respecto de su escenario de base para el 
período 2008-2012 […]. China dijo que los intentos de algunas Partes de lograr una 
`participación significativa´ de los países en desarrollo estaban destruyendo los esfuerzos 
de construcción de confianza entre países en desarrollo y desarrollados […]. Argentina […] 
dijo que se necesitaban enfoques innovadores y llamó al establecimiento de pequeños 
grupos de trabajo en el camino hacia la COP 6. Dijo que las agrupaciones tradicionales 
entre países para acordar posiciones comunes podían ya no ser apropiados” (IISD, 1999; 
pág. 13). 
 

 
La COP 6 tuvo que ser desdoblada en dos debido a la falta de acuerdo sobre ciertas 
cuestiones relacionadas esencialmente con los cambios en el uso de la tierra, el 
financiamiento y la energía nuclear en el marco del MDL. Se decidió entonces suspender la 
COP 6 que se estaba realizando en La Haya en diciembre de 2000 y retomar las 
discusiones en julio de 2001 en Bonn. Con el G-77/China aún rechazando la asunción de 
cualquier forma de compromiso de mitigación por parte de los países en desarrollo, el 
hecho más relevante de esta Cumbre fue que gran parte de los países del mundo se 
unieron para alcanzar un acuerdo político que facilitara la ratificación del Protocolo de 
Kioto, frente a la oposición declarada unos meses antes por Estados Unidos, que ponía en 
riesgo su entrada en vigencia (Box 6).   
 

Box 6 
COP 6 (2000-2001) - La Haya, Países Bajos; Bonn, Alemania 
 
“Estados Unidos declara su oposición al Protocolo de Kioto, a pesar de lo cual se logra 
firmar un compromiso político que facilitaría su entrada en vigencia” 
 



“El G-77/China rechazó la propuesta de un `país Anexo I clave´ de condicionar la provisión 
de asistencia financiera a alguna forma de nuevos compromisos de reducción de 
emisiones por parte de los países en desarrollo” (IISD, 2000; pág. 3).  
 
“El G-77/China dijo que las acciones de los países en desarrollo dependerán de la 
implementación de los compromisos de los países Anexo I” (Ibid. pág. 7). 
 
“En marzo de 2001 la administración de los Estados Unidos declaró su oposición al 
Protocolo de Kioto, afirmando que creía que el mismo exhibía `fallas fatales´ porque 
dañaría su economía y porque eximía a los países en desarrollo de participar 
completamente. Siguiendo el anuncio de los Estados Unidos, la Unión Europea envió 
misiones diplomáticas a varias Partes, incluyendo Japón, Australia, Canadá, la Federación 
Rusa e Irán, en un esfuerzo por mantener el apoyo al Protocolo a fin de que éste entre en 
vigencia en 2002” (IISD, 2001a; pág. 2).  
 
“La COP 6 será recordada fundamentalmente por haber producido los “Acuerdos de 
Bonn”, un compromiso político sobre un paquete de cuestiones que han facilitado la 
ratificación del Protocolo de Kioto” (Ibid. pág 13).  
 
“Para muchos observadores, un objetivo predominante de la reunión de Bonn fue desafiar 
a los Estados Unidos demostrándole que el Protocolo podría sobrevivir sin su 
participación. Este sentimiento fue particularmente evidente en el plenario de alto nivel 
[…] cuando el vocero actual del G-77/China declaró que el acuerdo político representaba 
un `triunfo del multilateralismo sobre el unilateralismo´” (Ibid. pág 14). 
 

 
En diciembre de 2001 se realizó en Marrakech la COP 7. Aquí, una vez más, el G-77/China 
se negó a discutir la asunción de compromisos para los países en desarrollo, mientras que 
Brasil manifestó su deseo de que las negociaciones sobre el reparto del peso de la 
mitigación para el segundo período de compromiso del Protocolo de Kioto (luego de 2012) 
tomaran en consideración la propuesta presentada por él en 1997, la cual sugiere basarse 
en la responsabilidad relativa de cada país sobre la génesis del cambio climático (Box 7).   
 

Box 7 
COP 7 (2001) - Marrakech, Marruecos  
 
“El G-77/China continúa con su negativa a asumir compromisos, mientras que Brasil 
busca impulsar su propuesta de reparto del peso de la mitigación en base a las 
responsabilidades históricas de cada país” 
 
“El G-77/China declaró que la COP 7 [...] no constituía el foro apropiado para tratar el 
tema de nuevos compromisos para los países en desarrollo […]. Brasil dijo que esperaba 
que las negociaciones sobre el segundo período de compromiso tomaran en cuenta la 



`Propuesta Brasileña´ basada en la responsabilidad de haber causado el cambio climático” 
(IISD, 2001b; pág. 13).  
 
“Resta ver si la COP de Marrakech será recordada por su sensatez y moderación para 
proveer los primeros pasos de una respuesta multilateral al cambio climático o por las 
tácticas negociadoras beligerantes que muchos creen han socavado excesivamente la 
integridad ambiental del Protocolo de Kioto” (Ibid. pág. 16). 
 

 
En la COP 8 realizada en Nueva Delhi en 2002, el G-77/China, apoyado por AOSIS, México, 
Cuba y Venezuela, se opuso una vez más a la asunción de compromisos de mitigación, 
declarando que el foco de las necesidades de los países en desarrollo estaba en la 
adaptación y el desarrollo. Sin embargo, se planteó por primera vez la noción de que 
puede existir un doble enfoque que aborde simultáneamente la adaptación y la mitigación 
en el contexto de las estrategias nacionales de desarrollo sostenible, idea que fue apoyada 
por Chile (Box 8). 
 

Box 8 
COP 8 (2002) - Nueva Delhi, India  
 
“Se plantea la dicotomía `mitigación-adaptación’ y se acoge el concepto de `desarrollo 
sostenible’, si bien no se logra una interpretación unívoca. El G-77/China establece la 
adaptación y el desarrollo como prioridades políticas”   
 
“La usual división entre las posiciones de los países desarrollados y en desarrollo sobre 
muchas cuestiones se puso en evidencia en la COP 8. Muchos países habían esperado que 
la dicotomía `países desarrollados/en desarrollo´ se quebraría, exponiendo la variedad de 
intereses dentro del grupo de países no-Anexo I. Esto habría facilitado la adopción de una 
Declaración de Delhi que iniciara un diálogo sobre ampliación de compromisos, de 
acuerdo con las posiciones declaradas de los países Anexo I. En cambio, la voz de los 
países no-Anexo I a favor de tal declaración fue ahogada por el llamado de los países en 
desarrollo más poderosos a favor de una declaración que se focalizara en la adaptación 
[…]. La Declaración de Delhi reafirma al desarrollo y a la erradicación de la pobreza como 
prioridades principales en los países en desarrollo y a la implementación de los 
compromisos de la Convención de acuerdo a las responsabilidades comunes pero 
diferenciadas de las Partes, las prioridades de desarrollo y las circunstancias. No hace un 
llamado a un diálogo para ampliar compromisos” (IISD, 2002; pág. 1). 
 
“El G-77/China subrayó la importancia de vincular el desarrollo sustentable con el cambio 
climático” (Ibid., pág. 3).  
 
“AOSIS […] y México notaron que los países Anexo I no estaban cumpliendo con sus 
compromisos y que sus emisiones estaban aumentando. Considerando esto, […] 
cuestionaron cómo algunos países Anexo I podían proponer que los países en desarrollo 



asumieran compromisos de reducción de emisiones. […] Venezuela […] se opuso a abrir 
una discusión sobre compromisos de reducción para los países en desarrollo […]. El G-
77/China se opuso a cualquier texto que pudiera inferir nuevos compromisos para los 
países no-Anexo I […]. Reclamando su derecho a desarrollarse, Cuba se opuso a la 
asunción de nuevos compromisos para los países en desarrollo” (Ibid. pág. 12).  
 
“Chile enfatizó que las estrategias nacionales de desarrollo sostenible debían abordar 
políticas de adaptación y mitigación […]. Muchos apoyaron un enfoque doble que 
abordara simultáneamente mitigación y adaptación […]. Enfatizando el principio de 
responsabilidades comunes pero diferenciadas, un número de representantes de países 
en desarrollo dijo que las Partes Anexo I debían tomar el liderazgo y se opusieron a 
cualquier proceso que resultara en compromisos para los países en desarrollo” (Ibid. pág. 
13).  
 
“La COP 8 estuvo […] caracterizada por las demandas y contra-demandas acerca de la 
naturaleza de la adaptación y la mitigación. Algunas Partes las veían como `las dos caras 
de una misma moneda´, mientras que otras reclamaban que la mitigación y la adaptación 
fueran consideradas como temas separados: la mitigación aplicando a los países 
desarrollados y la adaptación aplicando a los países en desarrollo. Los intentos por 
alcanzar un balance entre adaptación y mitigación en la Declaración de Delhi fallaron y las 
dificultades presentadas por esta dicotomía afectaron las negociaciones sobre otros temas 
también” (Ibid. pág. 14).  
 
“La información de buena calidad sobre las emisiones y capacidades de los países en 
desarrollo abrirían la puerta a una ampliación de compromisos. En este sentido, el G-
77/China obstruyó con éxito una propuesta de la Unión Europea que sugería la revisión 
voluntaria de las Comunicaciones Nacionales […]. El argumento de la mayor parte de los 
países Anexo I y de algunos países en desarrollo particularmente amenazados por el 
cambio climático de que la adaptación será inútil en última instancia a menos que se 
enfrente el cambio climático mediante un esfuerzo global, no parece haber tenido ningún 
impacto sobre los líderes del G-77/China” (Ibid. pág. 14).  
 
“Otra dicotomía que marcó la COP 8 fue la de `ambiente/desarrollo’. En la Cumbre 
Mundial sobre Desarrollo Sustentable, realizada en Johannesburgo, Sudáfrica del 26 de 
agosto al 4 de septiembre [de 2002], los Estados acordaron la falsedad de esta dicotomía y 
acogieron el concepto de `desarrollo sostenible´” (Ibid. pág. 15). ]  
 
“Durante el segmento de alto nivel, sin embargo, quedó claro que las Partes no 
comparten el mismo entendimiento acerca de qué es el `desarrollo sostenible´. Muchos 
estados africanos asociaron la pobreza con la vulnerabilidad climática y reclamaron que el 
desarrollo depende de un manejo ambiental sensato. Por su parte, otros países en 
desarrollo, apoyados por Estados Unidos, utilizaron la erradicación de la pobreza como un 
argumento en contra de la adopción de nuevos compromisos, reclamando que el 



desarrollo es necesario para un manejo ambiental sensato porque el crecimiento 
económico provee recursos financieros y tecnológicos” (Ibid. pág. 15).  
 
“Se rumoreaba que, a pesar de su posición histórica a favor de la ampliación de 
compromisos, para Estados Unidos era más conveniente una declaración débil que una 
fuerte, dado el repudio de este país al Protocolo de Kioto y la necesidad de contar con 
aliados entre los países en desarrollo en la guerra contra el terrorismo [luego de los 
atentados perpetrados en su territorio el 11 de septiembre de 2001]” (Ibid. pág. 14). 
 

 
La cumbre siguiente realizada en Milán en 2003 (COP 9) no mostró cambios significativos 
respecto de la posición común del G-77/China sobre la asunción de compromisos de 
mitigación (Box 9). 
 

Box 9  
COP 9 (2003) - Milán, Italia  
 
“El G-77/China continúa firme en su postura de no negociar compromisos de mitigación 
para los países en desarrollo” 
 
“Había una clara determinación del G-77/China de no permitir que las negociaciones se 
aproximaran a nada relacionado con la adopción de futuros compromisos por parte de los 
países en desarrollo […]. Con el fracaso de los países Anexo I en cumplir sus compromisos, 
la limitada transferencia de tecnologías y el insuficiente apoyo financiero, los países en 
desarrollo se mantenían firmes en prevenir que las negociaciones se dirigieran hacia la 
discusión de actividades de mitigación en los países en desarrollo en el futuro […]. El G-
77/China repetía como un `mantra´ su negación a discutir compromisos futuros para los 
países en desarrollo” (IISD, 2003; pág. 17). 
 

 
Dado que el Artículo 3 del Protocolo de Kioto establecía la obligatoriedad de comenzar a 
discutir cuestiones relacionadas con el período post-2012 en el año 2005, en la Cumbre 
realizada en 2004 en Buenos Aires comenzaron a discutirse temas procesales relacionados 
con el futuro de la negociación, incorporando a la adaptación como un pilar básico de 
importancia similar a la mitigación. Ésta era una pretensión histórica de los países en 
desarrollo, altamente preocupados por los impactos del cambio climático sobre sus 
poblaciones. Argentina impulsó la inclusión de un texto que previniera discutir la adopción 
de compromisos para los países en desarrollo en seminarios futuros (Box 10).  
 

Box 10  
COP 10 (2004) - Buenos Aires, Argentina  
 
“Comienza a prepararse el terreno para la negociación post-2012” 



 
“Por primera vez, la adaptación recibió igual atención que la mitigación en la COP 10 […]. 
Largas negociaciones se mantuvieron sobre el complejo y sensible tema de cómo las 
partes se involucrarían en la asunción de compromisos para combatir el cambio climático 
en el período post-2012. El Protocolo de Kioto, de acuerdo a su Artículo 3.9, requiere que 
las partes comiencen a considerar el período post-2012 hacia el año 2005. Los delegados 
acordaron realizar un Seminario de Expertos Gubernamentales […] sobre adaptación y 
mitigación […]. Argentina propuso, y las Partes accedieron, a incorporar un texto 
estableciendo que […] el Seminario no abriría ninguna negociación que lleve a nuevos 
compromisos” (IISD, 2004; pág. 14). 
 

 
Al año siguiente, en la COP 11 realizada en Montreal se acordó que no se incluirían nuevos 
compromisos de mitigación para los países en desarrollo luego de 2012, si bien las 
presiones de los países desarrollados continuaban (Box 11). 
 

Box 11 
COP 11 (2005) - Montreal, Canadá  
 
“No se incluirán compromisos para las Partes no-Anexo I bajo el Protocolo” 
 
“Luego de largas negociaciones, la COP logró acuerdo sobre el proceso para considerar 
acciones futuras más allá del 2012 en el marco de la Convención […]. Reafirmando que no 
se introduciría bajo el Protocolo ningún nuevo compromiso para las Partes no-Anexo I, la 
propuesta del G-77/China llamó a crear un grupo de trabajo ad hoc para considerar 
futuros compromisos para los países Anexo I” (IISD, 2005; pág. 13). “El intento de último 
momento de la Federación Rusa de incluir una referencia a los compromisos voluntarios 
[de los países en desarrollo] en la decisión sobre el Artículo 3.9 sugiere que se ha unido al 
grupo de los países que pueden no estar dispuestos a asumir mayores compromisos a 
menos que los principales países en desarrollo sean parte de un futuro acuerdo” (Ibid. 
pág. 20).  
 

 
En la COP 12 realizada en Kenia en 2006 el G-77/China continuó oponiéndose a mantener 
discusiones sobre compromisos voluntarios para los países en desarrollo. Sin embargo, 
México expresó que estaría dispuesto a considerar una participación en el régimen 
climático bajo ciertas condiciones (Box 12).  
 

Box 12  
COP 12 (2006) - Nairobi, Kenya  
 



“Continúa la oposición del G-77/China a la asunción de compromisos. México declara 
estar dispuesto a participar en el régimen climático, en el marco de un contexto flexible 
y enfoques programáticos y sectoriales” 
 
“Sobre las consultas […] relacionadas con la propuesta de Rusia sobre los procedimientos 
para la aprobación de compromisos voluntarios para las Partes no- Anexo I […] el G-
77/China se opuso firmemente a que se desarrollen más discusiones” (IISD, 2006; pág. 11; 
FCCC/KP/CMP/2006/MISC.4). “[Durante el segmento de Alto Nivel] muchas Partes 
destacaron la urgencia de lograr acuerdo respecto de un régimen post-2012. Algunos 
acentuaron que se debe involucrar a los principales emisores y otros destacaron el 
principio de las responsabilidades comunes pero diferenciadas […]. El G-77/China dijo que 
los países desarrollados deben ponerle un tope a sus emisiones primero, mientras que los 
países en vías de desarrollo primero deben ser fortalecidos”  (IISD, 2006; pág. 17).  
 
“México expresó su voluntad de considerar su participación en el régimen de cambio 
climático en un contexto de flexibilidad y acentuando los enfoques programáticos y 
sectoriales” (Ibid. pág. 17).  
 
“Con respecto a la participación de los principales países en desarrollo, las opiniones 
variaron ampliamente. Algunos declararon que estos países se están comportando de un 
modo `criminalmente irresponsable´ mientras que otros sostuvieron que el problema del 
cambio climático ha sido generado por los países desarrollados y que por lo tanto son 
ellos quienes deben asumir el liderazgo para resolverlo […]. Al parecer no estarían aún 
dadas las condiciones para la participación de los principales países en desarrollo. De 
acuerdo a la mayor parte de los observadores, dos cuestiones deben ser resueltas antes: 
las emisiones históricas y la `justa´ (o aceptable) distribución de las emisiones futuras. En 
este contexto, el significado de `justo” dependerá finalmente del acuerdo político. Y, en 
todo caso, el único consenso a esta altura parece ser que no habrá compromisos posibles 
hasta que los países desarrollados demuestren que asumen con seriedad la idea de 
combatir el cambio climático en el contexto de las responsabilidades comunes pero 
diferenciadas” (Ibid. pág. 20). 
 

 
En el año 2007, en la COP 13 realizada en Bali, se acuerda, luego de duras discusiones, la 
Hoja de Ruta de Bali, la cual por primera vez establecía una agenda de negociaciones que 
incluía discusiones sobre la mitigación tanto para los países desarrollados como en 
desarrollo. El acuerdo no parecía posible, con Estados Unidos, Canadá y otros países 
Anexo I buscando incluir compromisos para los países en desarrollo y el G-77/China 
oponiéndose, hasta que finalmente las Partes acordaron una propuesta de la India y otro 
país en desarrollo sobre un texto que hacía referencia a acciones de mitigación adecuadas 
a nivel nacional de los países en desarrollo en el contexto del desarrollo sostenible, 
apoyadas por la tecnología y posibles gracias al financiamiento y la creación de 
capacidades (Box 13). 
  



Box 13  
COP 13 (2007) - Bali, Indonesia  
 
“Se acuerda la Hoja de Ruta de Bali. El consenso no parecía posible hasta que se logra 
acuerdo en torno al concepto de `NAMA’” 
 
“Durante las negociaciones, varias cuestiones demostraron ser difíciles de resolver, 
especialmente durante las conversaciones sobre la acción cooperativa a largo plazo en el 
marco de la Convención. El texto sobre la mitigación de los países desarrollados y en 
desarrollo fue especialmente controversial y los ministros y otros funcionarios de alto 
rango debieron continuar la reunión hasta mucho más allá de su programado cierre […]. 
Mientras que Estados Unidos, Canadá y otros buscaban un lenguaje más fuerte para 
referirse a los compromisos de los países en desarrollo, el G-77/China se oponía y, en 
cambio, intentaba poner el foco sobre el lenguaje que se refería a los compromisos de las 
Partes Anexo I […]. El Presidente […] presentó una propuesta […] (FCCC/CP/2007/L.7) en 
un esfuerzo por diseñar un compromiso. […] Hasta la tarde del sábado el acuerdo no 
parecía posible, pero entonces las Partes finalmente acordaron una propuesta de la India 
y otro país en desarrollo sobre el texto que hace referencia a acciones de mitigación 
adecuadas a nivel nacional de los países Parte en desarrollo en el contexto del desarrollo 
sostenible, apoyadas por la tecnología y posibles gracias al financiamiento y la creación de 
capacidades de un modo mensurable, que se puede informar y verificar. Luego de que la 
Unión Europea y las demás Partes aceptaron este texto, Estados Unidos acordó sumarse al 
consenso y se adoptó la decisión acerca de la acción a largo plazo en el marco de la 
Convención” (IISD, 2007; pág. 15).  
 
“La pieza central [de la Hoja de ruta de Bali] era la decisión sobre el Grupo Especial de 
Trabajo sobre la Acción Cooperativa a Largo Plazo, que por primera vez establecía una 
agenda de negociaciones que incluía discusiones sobre la mitigación tanto para los países 
desarrollados como en desarrollo […]. Debido a que las negociaciones se realizarían en el 
marco de la Convención, éstas incluirían a todas las Partes, incluyendo a los países en 
desarrollo y a Estados Unidos. Sin embargo, la naturaleza del mandato de esta vía, más 
que su referencia al objetivo último de la Convención, generó algunas dudas […]. `Tal vez 
debamos pedir a la COP que aclare y fortalezca el mandato; por el momento hacemos este 
acto de fe´, sostuvo un observador, deseando que el trabajo produjera un acuerdo 
vinculante […]. Ya se sabe que en la futura arquitectura del régimen climático habrá 
nuevos enfoques para la diferenciación entre las contribuciones, ligados a la capacidad 
económica de los países” (Ibid. pág. 19).  
 
“Impulsada por la sospecha de que los países desarrollados habían definido futuras 
negociaciones que podrían relajar sus propios compromisos, colocando muchas más 
responsabilidades sobre las contribuciones de los países en desarrollo, India [apoyada por 
el G-77/China] aprovechó el impulso del cierre de un trato sobre la Hoja de ruta -a la vista 
de los medios de comunicación de todo el mundo- para realizar una nueva exigencia sobre 
el cumplimiento de los compromisos de los países desarrollados en relación con la 



creación de capacidades […]. Finalmente, tras varias llamadas de teléfono a Washington, 
la delegación de Estados Unidos retiró su oposición a la propuesta de la India, impulsado 
por […] el largo aplauso de los delegados y observadores que apoyaban la propuesta” 
(Ibid. pág. 20). 
 

 
A diferencia de la Cumbre de Bali, donde los debates estuvieron enmarcados en los 
resultados recientemente publicados del Cuarto Informe de Evaluación del IPCC (2007a, 
2007b, 2007c), la Cumbre de Poznan de 2008 (COP 14) estuvo contextualizada en una 
situación económico-financiera mundial en deterioro, por lo que muchos temieron que “el 
espíritu de Bali” se desvaneciera. Los países desarrollados intentaron avanzar en la 
diferenciación de los países no-Anexo I por grados de desarrollo, a lo cual el G-77/China y 
Brasil se opusieron con firmeza. En esta Cumbre se propuso la idea de establecer un 
registro de acciones de mitigación llevadas a cabo en los países en desarrollo que, por 
sugerencia de Brasil, debería unir acciones con recursos. Por su parte, Costa Rica declaró 
su intención de alcanzar la carbono-neutralidad para el año 2021. 
 

Box 14  
COP 14 (2008) - Poznan, Polonia  
 
“Temor de que la crisis mundial impacte sobre la acción climática global. Costa Rica 
declara su intención de ser carbono-neutral hacia el año 2021”  
 
“El contexto político de la Conferencia de Poznan fue de algún modo diferente al de las 
negociaciones de Bali de 2007. En Bali, la atmósfera estuvo caracterizada por una fuerte 
reacción internacional al Cuarto Informe de Evaluación del IPCC (IPCC, 2007a, 2007b) y un 
sentido de urgencia sobre el cambio climático. En Poznan, en cambio, las negociaciones 
tuvieron como telón de fondo una situación financiera global en rápido deterioro. Ante 
esta situación, muchos se mostraron preocupados ante la posibilidad de que la política 
climática cayera víctima de la crisis y aún los más optimistas sostuvieron que esperaban 
que la crisis financiera tuviera algún impacto sobre el proceso” (IISD, 2008; pág. 17).  
 
“La diferenciación entre los países en desarrollo fue una de las áreas en las que las Partes 
mostraron posiciones divergentes. Japón sugirió que se amplíe el alcance de los países 
desarrollados y que se diferencie entre los países en desarrollo con la posibilidad de 
establecer grados. Brasil, por el G-77/China, rechazó con firmeza toda propuesta de 
diferenciación entre las Partes no incluidas en el Anexo I […]. Además, las Partes trataron 
la idea de establecer un registro de acciones de mitigación adecuadas a nivel nacional en 
los países en desarrollo. Brasil estuvo de acuerdo en que el registro debería unir acciones 
y recursos […]. La Unión Europea sugirió que también se registren los resultados de las 
acciones e India hizo hincapié en que no debería haber una revisión de cuán adecuadas 
son las acciones de los países en desarrollo” (Ibid. pág. 13). “Costa Rica discutió las 
acciones adecuadas de mitigación realizadas a nivel nacional y declaró su intención de 
lograr la neutralidad en términos de carbono para el 2021” (Ibid. pág. 17).  



 
“Camino a Copenhague, se espera que sean centrales las negociaciones sobre un objetivo 
global a largo plazo, la necesidad de que los esfuerzos de mitigación de los países en 
desarrollo sean comparables y el MRV [Medición, Reporte y Verificación] de las acciones 
adecuadas de mitigación a nivel nacional de los países en desarrollo […]. Algunos de los 
participantes se fueron de Poznan un poco preocupados, sintiendo que aunque cada vez 
es más fuerte la evidencia científica sobre el cambio climático, el `espíritu de Bali´ se está 
debilitando junto con la determinación de los países de luchar contra el cambio climático, 
en vista de la seria crisis económica que se vive a nivel mundial. Otros, en tanto, todavía 
no abandonan el optimismo. Destacan los discursos de Estados Unidos y la Unión Europea 
sobre las medidas para superar la crisis económica que también contribuirán a la 
mitigación del cambio climático y a una transición hacia economías de bajo consumo de 
carbono. Algunos veteranos de estas negociaciones, acostumbrados a los altos y bajos de 
las reuniones internacionales, también sugirieron que los modestos resultados de Poznan 
pueden ser positivos si son vistos dentro de un horizonte más amplio” (Ibid. pág. 19). 
 

 
La COP 15 de Copenhague realizada en el año 2009 suscitó grandes expectativas respecto 
de lograr un acuerdo superador del Protocolo de Kioto. Si bien no logró los resultados 
esperados (los países desarrollados no se comprometieron a alcanzar reducciones de 
emisiones jurídicamente vinculantes) y fue objeto de fuertes críticas relacionadas con falta 
de transparencia en el proceso de toma de decisión, de todas formas constituyó un hito 
importante en la historia de las negociaciones climáticas internacionales. Se acordó que 
los países en desarrollo implementarían acciones de mitigación, algunas de las cuales 
serían presentadas al Secretariado de la Convención hasta el 31 de enero de 2010 en el 
formato establecido por el Apéndice II del Acuerdo. En esta Cumbre la participación de 
Bolivia y, en menor medida, de Cuba, Nicaragua, Venezuela y Ecuador fue notoria, con el 
ALBA consolidado como grupo negociador, oponiéndose al Acuerdo de Copenhague y 
denunciando el intento de los países desarrollados de trasladar la responsabilidad de la 
mitigación a los países en desarrollo (Box 15). 
 

Box 15  
COP 15 (2009) - Copenhague, Dinamarca  
 
“Se firma el Acuerdo de Copenhague, con la oposición del ALBA. Se acuerda que los 
países en desarrollo implementarán NAMAs”   
 
“La Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático de Copenhague fue, de 
muchas formas, un evento histórico […]. Millones de personas en todo el mundo 
deseaban que éste fuera un momento decisivo en la lucha contra el cambio climático. El 
segmento de alto nivel reunió a 155 Jefes de Estado y de Gobierno y fue ampliamente 
reconocido como uno de los mayores encuentros de alto nivel que se haya realizado fuera 
de Nueva York […]. Grandes, y por momentos violentas, manifestaciones tuvieron lugar en 
Copenhague durante la Conferencia, para pedir a los líderes del mundo que lleguen a un 



acuerdo significativo. Sin dudas, la Conferencia de Copenhague dejó su marca en la 
historia: nunca antes el cambio climático había ocupado un lugar tan prominente en la 
agenda internacional. Sin embargo, los sentimientos acerca de sus resultados son -en el 
mejor de los casos- encontrados y algunos hasta consideran que la Conferencia fue un 
fracaso” (IISD, 2009, pág. 27).  
 
“Muchos reconocieron la significancia histórica de la Cumbre de Copenhague, resaltando 
su éxito sin precedentes en lograr que la mayoría de los líderes mundiales tanto de países 
desarrollados como en desarrollo consideraran la realización de acciones de mitigación” 
(Ibid. pág. 2)  
 
“Se acordó que las partes no-Anexo I implementarán acciones de mitigación, incluyendo 
aquéllas que serán presentadas al Secretariado hasta el 31 de enero de 2010 en el 
formato dado por el Apéndice II” (Ibid. pág. 10) 
 
“La Conferencia de Copenhague estuvo caracterizada por muchos momentos dramáticos 
[…]. Hubo rumores sobre un `texto danés´ que, según se informó, habría sido mostrado a 
un grupo selecto de países que participaron en la `Pre-COP 15´ en noviembre, con la 
intención de presentarlo en Copenhague […]. La cuestión de la transparencia también 
dominó las discusiones sobre la participación de observadores y representantes de la 
sociedad civil […]. Sólo un muy limitado número de delegados de la sociedad civil pudo 
acceder a la sede de la conferencia durante los últimos días clave […]. `¿Cómo podemos 
mantener la presión cuando no sabemos qué está ocurriendo y ni siquiera podemos estar 
cerca del lugar donde estas negociaciones cruciales se están llevando a cabo?´, preguntó 
el representante de una ONG […]. Al final de la jornada del viernes […], las consultas […] 
en el nivel político más alto produjeron un acuerdo, que fue anunciado de inmediato por 
el Presidente de Estados Unidos, Barack Obama, antes de su pronta partida de regreso a 
Washington y fue ampliamente cubierto por los medios. De hecho, muchos delegados 
supieron por primera vez del Acuerdo de Copenhague por Internet y los borradores del 
texto fueron también filtrados a la prensa bastante antes de que se produjera el 
documento oficial de la Convención. La mayor parte de los informes de los medios 
hicieron alusión a un acuerdo armado por un pequeño número de países” (Ibid. pág. 28).  
 
“El Presidente de la COP  […] envió el `Acuerdo de Copenhague´ para su aprobación formal 
[…]. Solicitó a las Partes que leyeran el texto, hicieran consultas sobre el mismo por el 
lapso de una hora y luego volvieran con la decisión tomada de aceptar o no la propuesta” 
(Ibid; pág. 2).  
 
“La propuesta suscitó lo que muchos consideraron un debate sin precedente y 
profundamente divisorio. Un pequeño número de países en desarrollo, con Venezuela, 
Bolivia, Cuba y Nicaragua al frente, expresó fuertes objeciones a lo que calificaron como 
un proceso de negociación `no transparente ni democrático´ y renunciaron al Acuerdo de 
Copenhague” (Ibid. pág. 29).  
 



“[…] Guatemala dijo que aún debía ser contactado por la Presidencia de la COP para 
hacerle consultas y señaló que éstas deberían ser inclusivas, transparentes e incluir a 
todos los grupos principales. Ecuador expresó su preocupación por el resultado final y 
expresó su temor de que los `estándares básicos del multilateralismo´ pudieran ser 
violados. También Bolivia, […], Argentina y Venezuela […] pidieron apertura, transparencia 
e inclusión en las consultas, lamentando la falta de transparencia que había hasta ese 
momento. Argentina dijo que las consultas deberían ser hechas con todos los países” 
(Ibid. pág. 4). “Venezuela expresó su indignación por la falta de respeto a las naciones 
soberanas. Bolivia, con el apoyo de Cuba, se ofendió porque se le hubieran otorgado 
sesenta minutos para decidir sobre `las vidas de millones de personas´ y por el proceso no 
democrático y la imposición del Acuerdo. Costa Rica señaló que en ausencia de un 
consenso sobre el Acuerdo, como máximo podría ser emitido como un documento de 
información. Nicaragua solicitó que el `Acuerdo de Copenhague´ fuera tratado como una 
presentación de las Partes que lo negociaron […], que se suspenda la COP […] y que se 
tome una decisión `ordenando consultas inclusivas y transparentes, según corresponda´ 
por parte del país sede del próximo período de sesiones […]. AOSIS dijo que […] el proceso 
de desarrollo de este documento había sido `sincero y legítimo´ y que `respaldaba el 
documento y el proceso´ […]. Bolivia reiteró los defectos del documento, incluyendo entre 
ellos la falta de compromisos efectivos y pidió un límite en el aumento de la temperatura 
de 1ºC, contribuciones del 6% del PBI de los países desarrollados al Fondo para la 
Adaptación y una reducción del 49% en los gases de efecto invernadero para el 2020 […]. 
También expresó que estaba listo para trabajar en base a estos textos, pero dijo que no 
quería que se le impusiera nada […]. Venezuela hizo hincapié en que sólo 25 de 192 países 
participaron en la preparación del Acuerdo y que entre ellos sólo hubo 14 países en 
desarrollo […]. Cuba dijo que la sugerencia de aceptar `dinero por la adopción del 
Acuerdo´ era una forma de `chantaje´” (Ibid. pág. 8).  
 
“Bolivia presentó una propuesta de enmienda al Protocolo, haciendo énfasis en que los 
países desarrollados han `expropiado más de la parte que les toca del espacio ambiental 
de la Tierra´. Exigió esfuerzos enérgicos por parte de los países desarrollados para reducir 
su sobre-contaminación y sobre-consumo” (Ibid. pág. 12).  
 
“El G-77/China pidió a las Partes que […] rechacen todo intento de pasar las 
responsabilidades a los países en vías de desarrollo” (Ibid. pág. 15).  
 
“Cuba habló por la Alianza Bolivariana para los Pueblos de nuestra América (ALBA), 
conformada por Antigua y Barbuda, Bolivia, Cuba, Dominica, Ecuador, Nicaragua, San 
Vicente y las Granadinas y Venezuela. Pidió a los países desarrollados que honren su 
deuda climática y rechazó los intentos de transferir las responsabilidades a los países en 
desarrollo” (Ibid. pág. 16).  
 
“Costa Rica habló por los países que pertenecen al Sistema de Integración de América 
Central, conformado por Belice, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, 
Panamá y República Dominicana. Pidió un resultado que sea coherente con la Convención 



y el Protocolo e instó a los países desarrollados a que muestren liderazgo. El G-77/China 
subrayó la responsabilidad histórica y Bolivia hizo hincapié en la deuda climática y la 
relación del cambio climático con los derechos humanos […]. El G-77/China hizo hincapié 
en la importancia de que en el texto se exija que los países desarrollados eviten las 
medidas comerciales unilaterales proteccionistas, lo que contó con la oposición de 
algunos países desarrollados” (Ibid. pág. 16).  
 
“El G-77/China hizo énfasis en que las Partes habían acordado un proceso de negociación 
en dos vías, conducido por las Partes y transparente, y no estaba listo para `poner un sello 
en un texto surgido de la nada´. Ecuador llamó la atención sobre los `serios problemas de 
procedimiento´, destacando la falta de transparencia y de inclusión […]. Bolivia dijo que el 
problema era de sustancia, no sólo de procedimiento, destacando que los textos daneses 
no reflejaban los resultados de un proceso democrático ni participativo” (Ibid. pág. 26).  
 
“[…] el Vicepresidente de la COP […] propuso que la COP adoptara una decisión que `tome 
nota´ del Acuerdo de Copenhague […]” (ibid. pág. 9). 
 
“Al final todos los países desarrollados, la mayoría de los países en desarrollo y los voceros 
de AOSIS […] y el Grupo Africano reconocieron que el proceso de negociación había sido 
legítimo y pidieron a la COP 15 que adopte el Acuerdo de Copenhague. Aunque dispuestos 
a admitir que el resultado estaba lejos de ser perfecto, la mayoría de los países 
reconocieron que el Acuerdo era un importante paso hacia delante […]. Muchos vieron 
esto como un resultado insatisfactorio. Algunos también sintieron que lo que muchos 
medios parecieron olvidar en sus informes fue que, a pesar de que es cierto que muchos 
países -tanto desarrollados como en desarrollo- tuvieron serio recelo sobre la sustancia 
del Acuerdo, la amplia mayoría consideró que el proceso de negociación había sido 
adecuadamente representativo y apoyó la adopción formal del Acuerdo de Copenhague 
(Ibid. pág. 28).  
 
Aún así, sus disposiciones sobre la mitigación de los países desarrollados fueron 
consideradas en general como `claramente débiles´ y `un paso atrás en relación con el 
Protocolo de Kioto´. Los países desarrollados no se comprometen a reducciones de 
emisiones jurídicamente vinculantes. Del mismo modo, no existe una cuantificación de un 
objetivo global a largo plazo para las reducciones de emisiones, o un plazo específico para 
que las emisiones globales lleguen a su pico. En cambio, el acuerdo sugiere que haya un 
enfoque de abajo hacia arriba por el cual los países desarrollados y en desarrollo envíen 
sus compromisos a la Convención con fines meramente informativos, un método 
defendido fuertemente por los Estados Unidos” (Ibid. pág. 29).  
 
“Parecieran no quedar dudas de que las profundas divisiones y las malas intenciones que 
caracterizaron las negociaciones, y el resultante Acuerdo de Copenhague, fueron 
decepcionantes tanto para los negociadores como para los observadores. Sin embargo, 
cuando miramos hacia atrás a través de la historia de la Convención, puede verse que 
hubo importantes avances en los últimos cinco años. Las discusiones a largo plazo han 



evolucionado desde la realización de un seminario informal de un día para expertos 
gubernamentales en mayo de 2005, han atravesado el Diálogo de la Convención y la Hoja 
de Ruta de Bali hasta llegar a la Conferencia de Copenhague donde -por primera vez- la 
mayoría de los líderes del mundo se reunieron para discutir de manera franca y seria 
sobre el cambio climático, ahora reconocido comúnmente como una seria amenaza para 
la humanidad. Sus discusiones también cubrieron un amplio rango de cuestiones antes `no 
discutibles´, como la adaptación y la mitigación por parte de los países en desarrollo. Se 
llegó a un acuerdo sobre las acciones de mitigación de los países desarrollados y los 
principales países en desarrollo y se prometieron miles de millones de dólares 
estadounidenses para el financiamiento a corto y largo plazo” (Ibid. pág. 29). 
 

 
En 2010, en la COP 16 realizada en Cancún, se adoptaron los “Acuerdos de Cancún”, a 
pesar de la oposición de Bolivia. Esto sentó un precedente en materia procesal, pues se 
estableció que “consenso no implica unanimidad”. México, en su calidad de anfitrión, 
declaró que esta COP constituía el comienzo de una nueva fase de cooperación global 
basada en la convicción de que existe una responsabilidad compartida por el ambiente y la 
humanidad. Se ratificó que los países en desarrollo implementarán NAMAs y se tomó nota 
de aquéllas comunicadas por algunos de éstos a la Convención (en la región, como ya se 
mencionó, presentaron declaraciones Brasil, Colombia, México, Perú, Chile, Costa Rica y 
Argentina). Los países en desarrollo resaltaron la importancia de garantizar que no se 
apliquen barreras comerciales proteccionistas sobre bases climáticas (Box 16).  
 

Box 16  
COP 16 (2010) - Cancún, México  
 
“Se adoptan los Acuerdos de Cancún, a pesar de la oposición de Bolivia. Se toma nota de 
las NAMAs comunicadas por países no-Anexo I” 
 
“Las Partes concluyeron los `Acuerdos de Cancún´ […]. Aunque el resultado sustancial fue 
visto por muchos como algo lejos de ser perfecto y Bolivia llegó a oponerse a la adopción 
de los Acuerdos, la mayoría de los participantes se mostró satisfecha con el resultado que 
restauró la confianza en el proceso de la Convención. Sin embargo, a pesar del alivio que 
muchos sintieron por asegurar un resultado, la mayor parte de los participantes reconoció 
que se había dado un paso relativamente pequeño en la lucha contra el cambio climático” 
(IISD, 2010; pág. 1).  
 
“Una serie de países desarrollados se opuso a la inclusión de nuevos conceptos como 
`acceso equitativo al espacio atmosférico global´ […]. También se solicitó que se incluya un 
texto solicitando a las Partes del Anexo I que […] aporten el 1% de su PBI al apoyo de 
actividades relacionadas con los bosques como `pago de su deuda climática´” (Ibid. pág. 
9).  
 



“Muchos países desarrollados se opusieron a que haya una referencia al comercio dentro 
del texto y varios países en desarrollo hicieron hincapié en la `importancia crítica´ de 
garantizar que no se adopten medidas comerciales unilaterales o proteccionismo 
comercial sobre la base del cambio climático” (Ibid. pág. 11).  
 
“Bolivia se opuso, sosteniendo que el texto no era reflejo de opiniones convergentes. En 
cuanto a la visión compartida, Bolivia rechazó el objetivo de 2ºC como `totalmente 
inadecuado´. También dijo que no podía acordar una decisión sin conocer cuáles serán los 
compromisos de los países del Anexo I, destacando la presunción de que la lista surgirá de 
los Acuerdos de Copenhague y entonces no cumplirá con el objetivo de 2ºC. En cuanto al 
financiamiento, cuestionó la fuente de financiamiento de 100.000 millones de dólares 
para 2020 y sostuvo que no podía aceptar que el Banco Mundial fuera el fideicomisario. 
Con respecto a la tecnología, cuestionó la falta de referencias a los derechos de la 
propiedad intelectual […]. También hizo hincapié sobre el hecho de que, aunque Bolivia 
apoyara un mecanismo de REDD+, éste no debería involucrar un mercado de carbono. 
Finalmente, reiteró la falta de consenso sobre el proyecto de decisión y el rechazo de 
Bolivia al mismo […]. Guatemala hizo hincapié en la necesidad de `dejar de hablar y 
comenzar a tomar decisiones´. Colombia preguntó cómo puede ser que no llegar a ningún 
acuerdo sea beneficioso para el medio ambiente y […] destacó que el consenso no 
significa que un país pueda bloquear las decisiones” (Ibid. pág. 12).  
 
“Bolivia se opuso a las decisiones, sosteniendo que representan un paso hacia atrás 
porque posponen `indefinidamente´ una decisión sobre un segundo período de 
compromiso en el marco del Protocolo de Kioto y `abren la puerta a un régimen más 
flexible y voluntario, basado en un sistema de promesa y revisión´ […]. La Presidenta de la 
COP […] dijo que las decisiones serían designadas como decisiones 1/CMP.6 y 2/CMP.6 y 
que formarán parte de los `Acuerdos de Cancún´ […]. Bolivia reiteró su oposición, 
haciendo hincapié en la falta de consenso y en el requisito de consenso de las reglas de 
procedimiento. Asimismo, expresó su preocupación porque, a pesar de la oposición de su 
país, las decisiones fueron adoptadas y destacó que ese era `un triste final para la COP de 
Cancún´. La Presidenta de la COP, Espinosa, respondió que las decisiones habían sido 
adoptadas y que la posición de Bolivia y su interpretación de los eventos quedarían 
reflejados de manera adecuada en el informe de la conferencia. También subrayó que el 
consenso no implica unanimidad o el derecho de una delegación a imponer su derecho a 
veto sobre las demás, haciendo hincapié en que ella `no podía ignorar la posición y 
solicitud de 193 Partes´ (Ibid. pág. 5).  
 
“La Presidenta de la COP […] hizo hincapié en que la Conferencia de Cancún no es el final 
sino el comienzo de una nueva fase de cooperación basada en la convicción de que todos 
son responsables por el ambiente y el resto de la humanidad” (Ibid. pág. 16).  
 
“En cuanto a las acciones nacionales adecuadas de mitigación de los países Parte en 
desarrollo, la COP acordó que los países Parte en desarrollo realizarán NAMAs con el fin 
de lograr una desviación en las trayectorias esperadas de emisiones para 2020. También 



decidió que los países desarrollados proveerán apoyo para la preparación e 
implementación de NAMAs de países en desarrollo. Se establecerá un registro para 
combinar el apoyo financiero, tecnológico y de creación de capacidades con las NAMAs 
que busquen ayuda internacional” (Ibid. pág. 18).  
 
“Más allá de la ampliamente compartida percepción de que la presidencia mexicana 
condujo hábilmente las negociaciones, las cuestiones procesales jugaron un papel visible 
durante los cuatro plenarios de cierre. Aunque la `abrumadora´ sensación en la sala era 
que las Partes y observadores deseaban aceptar los Acuerdos de Cancún, Bolivia listó una 
serie de preocupaciones sustanciales y argumentó que la falta de consenso impedía que 
las decisiones propuestas para la COP […] fueran adoptadas. Sin embargo, estos 
argumentos no obtuvieron un apoyo significativo de las Partes y los observadores y la 
Presidenta Espinosa fue inflexible en cuanto a que los Acuerdos de Cancún se convertirían 
oficialmente en parte del régimen de la Convención” (Ibid. pág. 28).  
 
“Finalmente, la integridad del proceso fue lo que importó. Aunque un pequeño número 
de observadores se mostró visiblemente molesto porque las decisiones fueron adoptadas 
a pesar de la oposición de Bolivia, la vasta mayoría se mostró convencida de que el 
enfoque de Espinosa era el correcto” (Ibid. pág. 29). 
 

 
En la COP 17 celebrada en Durban en 2011 se acordó establecer un Grupo de Trabajo ad 
hoc sobre la Plataforma de Durban para la Acción Reforzada (Durban Platform for 
Enhanced Action). En esta Cumbre, la Conferencia de las Partes “decide lanzar un plan de 
trabajo sobre la ambición reforzada en materia de mitigación orientado a identificar y 
explorar opciones para desarrollar un rango de acciones que puedan cerrar la brecha de 
ambición con el fin de asegurar que todas las Partes realicen los mayores esfuerzos 
posibles de mitigación” (Decisión -/CP.17, punto 710). Argentina, en nombre del G-
77/China, declaró que los países no-Anexo I tienen que unirse a los esfuerzos de 
mitigación del Protocolo de Kioto con iniciativas comparables. El texto enfrentó la firme 
oposición de Bolivia y, en menor medida, de Venezuela, Nicaragua, Ecuador y El Salvador, 
quienes expresaron su preocupación sobre la similitud entre los requisitos que se están 
imponiendo a los países desarrollados y en desarrollo (Box 17).  
 

Box 17  
COP 17 (2011) - Durban, Sudáfrica  
 
“Todos los países realizarán esfuerzos de mitigación” 
 
“Venezuela, por el ALBA, condenó el `egoísmo´ de las economías predatorias que están 
destruyendo el régimen climático existente para reemplazarlo con un enfoque voluntario 

                                                 
10 Disponible en el siguiente link: 
https://unfccc.int/files/meetings/durban_nov_2011/decisions/application/pdf/cop17_durbanplatform.pdf 



que será letal para el planeta” (IISD, 2011; pág. 5). “Bolivia expresó su preocupación 
porque los requisitos que están imponiendo a los países desarrollados y en desarrollo son 
muy similares” (Ibid. pág. 16).  
 
“En cuanto a la ambición, muchas Partes en desarrollo hicieron hincapié en la necesidad 
de respetar la diversidad de las promesas de los países en desarrollo y que el aumento del 
nivel de ambición de los países en desarrollo esté estrechamente vinculado con el apoyo. 
El tema de la ambición de los países en desarrollo fue ampliamente debatido durante 
consultas de alto nivel” (Ibid.  pág. 17).  
 
“Argentina, en nombre del G-77/China, describió la continuación del Protocolo de Kioto 
como una piedra angular de los esfuerzos para abordar el cambio climático y agregó que 
las Partes que no pertenecen al Anexo I también tienen que unirse con esfuerzos 
comparables” (Ibid. pág. 25).  
 
“Nicaragua […] recordó […] que el principio de responsabilidades comunes pero 
diferenciadas no se refleja adecuadamente cuando se hace referencia a `una respuesta 
global al problema del cambio climático´ […]. Bolivia […] y Ecuador expresaron su 
preocupación por el desequilibrio del texto, especialmente en lo que se refería a la 
mitigación de los países desarrollados y en desarrollo, y Bolivia sostuvo que el texto, entre 
otras cosas, carecía de un sistema de cumplimiento para monitorear los compromisos de 
los países desarrollados, lo cual era particularmente relevante para aquéllos que no 
suscribirán un segundo período de compromiso del Protocolo de Kioto; que establecía 
requisitos excesivos sobre la mitigación de los países en desarrollo; que no reflejaba las 
responsabilidades comunes pero diferenciadas y que favorecía la creación y uso de los 
mercados. También dijo que el documento no debía ser adoptado como estaba […]. 
Paraguay advirtió sobre el debilitamiento de las responsabilidades comunes pero 
diferenciadas y la equidad […]. Venezuela informó que había recibido amenazas que 
señalaban que si su país no acordaba la adopción del texto […] no habría un segundo 
período de compromiso y no habría Fondo Verde del Clima. También describió el texto […] 
como una visión mercantilista que pretende `salvarnos´, pero pone un precio sobre el 
futuro, señalando que el destino del mundo vale más que USD 100 mil millones” (Ibid. 
pág. 26).  
 
“Colombia dijo que no podía aceptar un `resultado legal´ o la aplicación en 2020 y que por 
lo tanto no podía aceptar el paquete de Durban tal como estaba […]. Bolivia hizo hincapié 
en cómo el `derecho al desarrollo´ estaba vinculado con las emisiones y en cómo un 
régimen climático debía abordar esta relación […]. El Salvador destacó la `nueva e 
imperfecta democracia´ creada bajo la Convención y la necesidad de avanzar hacia un 
acuerdo jurídicamente vinculante que se ocupe de la financiación, la mitigación y la 
brecha de la equidad” (Ibid. pág. 27).  
 
Ecuador, por el ALBA, hizo hincapié en la necesidad de avanzar con la certeza de que [la 
próxima COP] se ocupará de las cuestiones de justicia y la equidad” (Ibid. pág. 28).  



 
“El plazo de 2020 para implementar cualquier futuro instrumento de la Convención de 
algún modo generó cierta tranquilidad entre los países de BASIC (Brasil, Sudáfrica, India y 
China) en cuanto a que sus promesas de Cancún y sus plazos serían aceptables  […]. La 
equidad saldrá a la palestra en la negociación de un nuevo instrumento, ya que la 
distribución y el ritmo de las responsabilidades de mitigación reflejan cada vez más un 
debate sobre el acceso al espacio ecológico, impulsado por una demanda ética de los 
países menos adelantados y más vulnerables en cuanto a que el mundo debe superar una 
especie de `apartheid atmosférico´, donde los premios de desarrollo han estado -hasta 
ahora- fuertemente concentrados en unos pocos. Se trata de una demanda que también 
encuentra eco en las manifestaciones populares de los últimos tiempos que surgieron en 
respuesta a la crisis del sistema financiero mundial […]. La concesión de la Unión Europea 
a los países de BASIC de permitir que cualquier nuevo instrumento de la Convención se 
aplique a partir de 2020 provocó fuertes reacciones en sus aliados de AOSIS y las ONG 
ambientales […], [a quienes] les preocupa que esto sea demasiado poco y demasiado 
tarde […]. En plenario, BASIC habló por primera vez como grupo de negociación unificado” 
(Ibid. pág. 30).  
 
“El efecto de la popularización de las cuestiones políticas del cambio climático es una de 
las grandes transformaciones ocurridas desde Kioto y este cambio se hizo muy evidente, 
una vez más, cuando las declaraciones de los ministros fueron instantáneamente 
reiteradas vía Twitter desde el interior de las salas […]. Las COP se han convertido en un 
foro […] de las últimas tendencias en torno el cambio climático, donde una vertiginosa 
serie de eventos compiten por la atención y un lugar en las mentes de los participantes, 
desde los eventos paralelos, las demostraciones de tecnologías `verdes´ y las marchas y 
protestas hasta los comentarios en tiempo real a través de Internet, Twitter, Facebook y 
miles de blogs […]. Éste es un futuro de interdependencia en red que muestra un fuerte 
contraste con la geopolítica de la dependencia que marcó la mayor parte de del siglo XX y 
la época que dio origen al Mandato de Berlín y el Protocolo de Kioto” (Ibid. pág. 31). 

 
En la Cumbre de Doha de 2012 (COP 18), el grupo BASIC, incluyendo a Brasil, se declaró 
comprometido a asumir en el futuro un liderazgo proactivo en materia de cambio 
climático (Box 18).  
 

Box 18  
COP 18 (2012) - Doha, Qatar  
 
“Brasil, en el marco de BASIC, promete enfoque proactivo” 
 
“BASIC (Brasil, Sudáfrica, India y China) dijo que […] los miembros del grupo prometían un 
`enfoque proactivo´ para lidiar con el cambio climático en el futuro (IISD, 2012; pág. 5). 
“Colombia expresó que los principios de la Convención deberían ser considerados en un  
`contexto evolutivo´, notando la necesidad de discutir en mayor profundidad el principio 
de `equidad´ en términos de justicia y reflejando realidades cambiantes. Muchos países en 



desarrollo se opusieron a cualquier `reformulación o re-negociación de los principios de la 
Convención´ (Ibid. pág. 16). 
 

 
Finalmente, en la Cumbre climática realizada en Varsovia en 2013 (COP 19), se acordó 
iniciar y/o intensificar la preparación de “contribuciones previstas y determinadas a nivel 
nacional” (INDC por sus siglas en inglés), las cuales deben ser comunicadas a la 
Convención antes de la COP de París a realizarse en diciembre de 2015. Colombia, en 
representación del grupo AILAC, realizó un llamado a la acción en el marco de las 
capacidades y prioridades de todas las partes y México resaltó su disposición a realizar 
esfuerzos nacionales de mitigación independientemente de que se alcance o no un 
acuerdo internacional. Brasil, por su parte, apoyado por el G-77/China, Venezuela, 
Argentina, Cuba y Bolivia, reanudó el impulso a su propuesta de basar las contribuciones a 
declarar en el 2015 sobre las responsabilidades históricas en la génesis del problema del 
cambio climático (Box 19).   
 

Box 19  
COP 19 (2013) - Varsovia, Polonia  
 
“Las partes presentarán ‘contribuciones previstas y determinadas a nivel nacional’” 
 
“Colombia, por AILAC, llamó a trabajar dentro del marco de capacidades respectivas y 
tomando en consideración las prioridades de todas las partes […]. Bolivia destacó que [...] 
el texto que se refiere a las acciones de mitigación para los países en desarrollo hacia 2015 
implica un desafío que sólo puede ser alcanzado mediante el cumplimiento del Artículo 4 
de la Convención [que establece responsabilidades diferenciados para países 
desarrollados y en desarrollo, estableciendo que para estos últimos la erradicación de la 
pobreza y el desarrollo económico y social son las prioridades primarias], incluyendo 
claridad sobre la provisión de financiamiento […]” (IISD, 2013; pág. 14).  
 
“Durante la […] consideración de la Propuesta brasileña de que el IPCC desarrolle una 
metodología de referencia sobre responsabilidades históricas para guiar las consultas 
domésticas para el acuerdo de 2015 […], Venezuela [...] Cuba y Bolivia la apoyaron [...]. El 
G-77/China, apoyado por Venezuela, Bolivia [...] y Argentina, se lamentó de que no 
enviaran mayores señales sobre información objetiva y científica sobre responsabilidades 
históricas. Brasil se lamentó de que no se le haya requerido al IPCC que provea esta 
información” (Ibid. pág. 26).  
 
“Lamentando falta de ambición, México enfatizó sus esfuerzos nacionales 
independientemente de un acuerdo internacional y la necesidad de encarar acciones `sin 
negociar el futuro del planeta´ (Ibid. pág. 27). 
 
“Pareciera que el acuerdo de 2015 está derivando en un arreglo puramente “bottom-up” 
donde cada estado delinea el alcance y naturaleza de sus contribuciones […] La 



controversial referencia a las “contribuciones previstas y determinadas a nivel nacional” 
que no prejuzgarían su naturaleza legal fue introducida como una enmienda oral en los 
minutos finales del plenario de cierre. El término “contribución”, en contraposición a 
“compromisos”, representa una división entre los países desarrollados y en desarrollo […]. 
Esto deja sin resolver cuestiones fundamentales, como la naturaleza legal que tendrá el 
acuerdo de 2015 y los medios para diferenciar compromisos en un acuerdo “aplicable a 
todos” (Ibid. pág. 29). 
 

 
A continuación se presenta un cuadro resumiendo los principales hitos de cada 
negociación en relación a la posición declarada de los países de América Latina frente a la 
asunción de responsabilidades respecto de la mitigación. 

 



Cuadro 1: Principales hitos en materia de declaración de posiciones frente a la mitigación por parte de los 
países de América Latina 

Año COP  Sede Hitos principales 

1995 1 Berlín 
El G-77/China, AOSIS y Brasil fijan su posición, que mantendrán firme por años: sólo las partes 
Anexo I deben asumir compromisos de mitigación. Colombia declara que los países en 
desarrollo no deben asumir las mismas obligaciones que los países desarrollados 

1996 2 Ginebra Se cuestiona el uso de mecanismos de mercado 

1997 3 Kioto 
Se firma el Protocolo de Kioto. Fuertes presiones de Estados Unidos para que los países en 
desarrollo asuman compromisos. Costa Rica declara aceptar participación voluntaria activa. 
Brasil presenta "Propuesta Brasileña" y negocia creación del MDL. 

1998 4 Buenos Aires 
Argentina rompe filas con el G-77/China, declara que presentará un compromiso voluntario 
en la siguiente COP e intenta impulsar la discusión sobre compromisos para países en 
desarrollo, enfrentando la oposición del resto de su bloque negociador 

1999 5 Bonn Argentina presenta compromiso voluntario de mitigación 

2000-2001 6 La Haya - Bonn 
Estados Unidos se opone al Protocolo de Kioto. Se logra acuerdo político que logra mostrar 
que el multilateralismo puede triunfar sobre el unilateralismo 

2001 7 Marrakech El G-77/China continúa negándose a discutir la asunción de compromisos  

2002 8 Nueva Delhi  
El G-77/China, AOSIS, México, Cuba y Venezuela declaran que el foco de sus necesidades está 
en la adaptación y el desarrollo. Se plantea la noción, con apoyo de Chile, de que puede existir 
un doble enfoque adaptación-mitigación en el contexto del desarrollo sostenible  

2003 9 Milán El G-77/China continúa firme en su posición común 

2004 10 Buenos Aires 
Comienza a discutirse negociación post-2012. Argentina impulsa texto evitando incluir 
discusiones sobre compromisos de países en desarrollo en Seminario de Expertos 
Gubernamentales  

2005 11 Montreal 
Se acuerda no incluir nuevos compromisos para los países en desarrollo luego de 2012, si bien 
se acentúan las presiones de los países Anexo I 

2006 12 Kenia 
El G-77/China continúa oponiéndose a mantener discusiones sobre compromisos voluntarios. 
México declara predisposición a considerar una participación en el régimen climático bajo 
ciertas condiciones 

2007 13 Bali 
Se acuerda Hoja de Ruta de Bali, que establece por primera vez una agenda de negociaciones 
que incluía discusiones sobre mitigación para países en desarrollo. Se logra consenso sobre 
NAMAs sobre la base de una propuesta de India  

2008 14 Poznan 
Se teme que crisis mundial impacte sobre acción climática. Costa Rica declara su intención de 
ser carbono-neutral hacia 2021 

2009 15 Copenhague 
Se acuerda que los países en desarrollo implementarán NAMAs. Oposición firme del ALBA, 
encabezada por Bolivia 

2010 16 Cancún 

Se reconocen NAMAs presentadas por países en desarrollo. En la región, presentan 
declaraciones Brasil, Colombia, México, Perú, Chile, Costa Rica y Argentina. Se firman los 
"Acuerdos de Cancún" a pesar de la oposición de Bolivia. México declara que comienza una 
nueva fase de cooperación global basada en la convicción de que existe una responsabilidad 
compartida por el ambiente  

2011 17 Durban 

Se acuerda que todas las partes realizarán esfuerzos de mitigación sobre la base de la 
Plataforma de Durban para la Acción Reforzada. Argentina declara por el G-77/China que los 
países no-Anexo I deben unirse a los esfuerzos de mitigación del Protocolo de Kioto. Oposición 
de países del ALBA 

2012 18 Doha BASIC promete un `enfoque proactivo´ para lidiar con el cambio climático en el futuro  

2013 19 Varsovia 

Colombia, en representación de AILAC, realiza llamado a la acción. México resalta su 
disposición a realizar esfuerzos nacionales de mitigación independientemente de que se 
alcance un acuerdo internacional. Brasil, apoyado por el G-77/China, Venezuela, Argentina, 
Cuba y Bolivia, reanuda impulso a "Propuesta Brasileña" para fijar contribuciones al 2015 

Fuente: Elaboración propia en base a IISD (1995, 1996, 1997, 1998, 1999, 2000, 2001a, 2001b, 2002, 2003, 2004, 2005, 2006, 2007, 
2008, 2009, 2010, 2011, 2012, 2013) 



2.1 Términos referidos al tipo de participación de los países en desarrollo en el esfuerzo 
global de mitigación 
 
Al analizar los términos más utilizados en los sucesivos boletines ENB para referirse al tipo 
de participación que los países en desarrollo tendrían en el esfuerzo global de mitigación, 
puede observarse lo siguiente (Figura 1): 
 
- El uso del término “compromisos voluntarios” (para los países en desarrollo) exhibe un 

pico de apariciones en las negociaciones que condujeron a la firma del Protocolo en 
1997 y un año después, cae fuertemente desde 1999 y tiene un resurgimiento en las 
negociaciones sobre el período post-2012 que comenzaron en 2005, antes de que se 
acuerde en Bali en 2007 que los países en desarrollo participarían en el esfuerzo global 
de mitigación mediante la realización de “acciones voluntarias” y no a través de la 
asunción de compromisos.  
 

- El concepto de “acciones nacionales de mitigación apropiadas a cada país” (NAMA) 
aparece por primera vez en el boletín correspondiente a la COP de Bali de 2007, 
figurando desde entonces en todos los boletines ENB. 
 

- En el boletín de la COP 19 del año 2013 aparece por primera vez el uso del término 
“contribuciones previstas y determinadas a nivel nacional”, como resultado de una 
“transacción” entre los términos “compromisos” y “acciones nacionales apropiadas de 
mitigación”. 

 
 
2.2 Declaraciones individuales de los países de la región en discusiones sobre esfuerzos de 
mitigación 
 
En cuanto a las participaciones y declaraciones individuales de los países de la región en 
discusiones relacionadas con la realización de esfuerzos de mitigación resaltan, por un 
lado, las de Brasil, Chile, Colombia, México, Perú, Uruguay y República Dominicana, todos 
manifestando oposición al inicio de las negociaciones a la realización de esfuerzos de 
mitigación comparables a aquéllos de los países desarrollados pero declarando en 2010 su 
predisposición a realizar NAMAs y mostrando proactividad desde entonces.  
 
Por otro lado, resalta Costa Rica, quien mantuvo desde siempre una postura proclive a la 
realización de esfuerzos voluntarios de mitigación activos.  
 
En el otro extremo, destaca Bolivia junto con el resto del ALBA y especialmente Venezuela 
y Cuba, países que se han opuesto a la realización de esfuerzos de mitigación desde el 
inicio de las negociaciones y que han mantenido su postura a lo largo del tiempo. 
 
Finalmente, se encuentra la Argentina, quien si bien moderó su discurso a favor de la 
realización de esfuerzos de mitigación a partir de 1999 presentó una declaración al 



Apéndice II del Acuerdo de Copenhague en 2010 declarando su intención de desarrollar 
NAMAs. 
 
A continuación se presentan recuadros conteniendo una síntesis de las intervenciones 
salientes de cada uno de estos países en materia de posiciones frente a la mitigación a lo 
largo del tiempo (Boxes 20-29). 
 

Box 20 
Brasil: Intervenciones salientes en discusiones sobre esfuerzos de mitigación en países 
en desarrollo (1995-2013) 
 

 1995 (COP 1, Berlín): Fija su oposición a asumir compromisos de mitigación en línea 
con el G-77/China y AOSIS, destacando su “derecho al desarrollo” y criticando el uso 
de instrumentos económicos (comercio de emisiones) 

 1997 (COP 3, Kioto): Apoya la oposición del G-77/China a asumir compromisos, 
presenta la “Propuesta brasileña” y negocia la creación del MDL 

 1998 (COP 4, Buenos Aires): Se opone a la intención de la Argentina de impulsar la 
discusión sobre compromisos 

 2001 (COP 7, Marrakesh): Declara su deseo de que se considere la “Propuesta 
brasileña” para el período post-2012  

 2008 (COP 14, Poznan): Se opone a la propuesta de los países desarrollados de 
diferenciar a los países no-Anexo I por grados de desarrollo y propone que el registro 
de NAMAs que se cree en el marco de la Convención una acciones con recursos.  

 2010: Presenta al Apéndice II del Acuerdo de Copenhague una declaración sobre los 
esfuerzos de mitigación que se propone realizar  

 2012 (COP 18, Doha): Promete un `enfoque proactivo´ para lidiar con el cambio 
climático en el futuro en el marco de BASIC. 

 

Box 21 
Chile: Intervenciones salientes en discusiones sobre esfuerzos de mitigación en países en 
desarrollo (1995-2013) 
 

 1995 (COP 1, Berlín): Critica el uso de instrumentos económicos (comercio de 
emisiones) 

 1997 (COP 3, Kioto): Apoya la oposición del G-77/China frente a la asunción de 
compromisos  

 1998 (COP 4, Buenos Aires): Se opone a la intención de la Argentina de impulsar 
discusión sobre compromisos  

 2002 (COP 8, Nueva Delhi): Apoya la noción de que puede existir un doble enfoque 
adaptación-mitigación en el contexto del desarrollo sostenible  

 2010: Presenta declaración sobre los esfuerzos de mitigación que se propone realizar 
al Apéndice II del Acuerdo de Copenhague  

 



Box 22 
Colombia: Intervenciones salientes en discusiones sobre esfuerzos de mitigación en 
países en desarrollo (1995-2013) 
 

 1995 (COP 1, Berlín): Declara que los países en desarrollo no deben asumir las mismas 
obligaciones que los países desarrollados  

 1997 (COP 3, Kioto): Apoya al G-77/China en su oposición a asumir compromisos 
voluntarios de mitigación 

 1998 (COP 4, Buenos Aires): Se opone a la intención de la Argentina de impulsar la 
discusión sobre compromisos  

 2010: Presenta declaración sobre esfuerzos de mitigación que se propone realizar al 
Apéndice II del Acuerdo de Copenhague  

 2013 (COP 19, Varsovia): Realiza llamado a la acción en representación de AILAC 
  

 

Box 23 
México: Intervenciones salientes en discusiones sobre esfuerzos de mitigación en países 
en desarrollo (1995-2013) 
  

 1997 (COP 3, Kioto): Apoya la oposición del G-77/China a asumir compromisos 

 1998 (COP 4, Buenos Aires): Se opone a la intención de la Argentina de impulsar la 
discusión sobre compromisos 

 2002 (COP 8, Nueva Delhi): Apoya al G-77/China en su oposición a asumir 
compromisos y declara que el foco de sus necesidades está en la adaptación y el 
desarrollo  

 2006 (COP 12, Kenia): Declara su predisposición a considerar una participación en el 
régimen climático bajo ciertas condiciones  

 2010: Presenta una declaración al Apéndice II del Acuerdo de Copenhague sobre los 
esfuerzos de mitigación que se propone realizar. En la COP 16 (Cancún) declara que 
existe una responsabilidad compartida por el ambiente  

 2013 (COP 19, Varsovia): Resalta su disposición a realizar esfuerzos nacionales de 
mitigación independientemente de que se alcance un acuerdo internacional  

 
 
 
 

Box 24 
Perú: Intervenciones salientes en discusiones sobre esfuerzos de mitigación en países en 
desarrollo (1995-2013) 
 

 1997 (COP 3, Kioto): Apoya la oposición del G-77/China a asumir compromisos 

 2010: Presenta declaración sobre esfuerzos de mitigación que se propone realizar al 
Apéndice II del Acuerdo de Copenhague  



 

Box 25  
República Dominicana: Intervenciones salientes en discusiones sobre esfuerzos de 
mitigación en países en desarrollo (1995-2013) 
  

 1995 (COP 1, Berlín): Como parte de AOSIS, fija su oposición a asumir compromisos de 
mitigación en línea con el G-77/China  

 1997 (COP 3, Kioto): Apoya oposición del G-77/China a asumir compromisos 

 1998 (COP 4, Buenos Aires): Se opone a la intención de la Argentina de impulsar la 
discusión sobre compromisos 

 2002 (COP 8, Nueva Delhi): Apoya al G-77/China en su oposición a asumir 
compromisos y declara que el foco de sus necesidades está en la adaptación y el 
desarrollo  

 
 

Box 26 
Uruguay: Intervenciones salientes en discusiones sobre esfuerzos de mitigación en 
países en desarrollo (1995-2013) 
 

 1997 (COP 3, Kioto): Apoya la oposición del G-77/China a asumir compromisos 

 2010: Presenta declaración sobre esfuerzos de mitigación que se propone realizar al 
Apéndice II del Acuerdo de Copenhague  

 

Box 27 
Costa Rica: Intervenciones salientes en discusiones sobre esfuerzos de mitigación en 
países en desarrollo (1995-2013) 
 

 1997 (COP 3, Kioto): Declara aceptar participación voluntaria activa  

 2008 (COP 14, Poznan): Declara su intención de ser carbono-neutral hacia 2021  

 2010: Presenta declaración sobre esfuerzo de mitigación que se propone realizar al 
Apéndice II del Acuerdo de Copenhague  

 

Box 28  
Bolivia: Intervenciones salientes en discusiones sobre esfuerzos de mitigación en países 
en desarrollo (1995-2013) 
 

 1998 (COP 4, Buenos Aires): Se opone a la intención de la Argentina de impulsar la 
discusión sobre compromisos 

 2009 (COP 15): Se opone al acuerdo de Copenhague, apoyada por el ALBA, 
denunciando el intento de los países desarrollados de trasladar la responsabilidad de 
la mitigación a los países en desarrollo así como falta de transparencia en el proceso 
de toma de decisión 

 2010 (COP 16, Cancún): Es el único país en oponerse a los “Acuerdos de Cancún” 



 2011 (COP 17): Se opone al texto acordado, apoyada por el ALBA, expresando su 
preocupación sobre el hecho de que los requisitos que se están imponiendo a los 
países desarrollados y en desarrollo son muy similares 

 

Box 29 
Argentina: Intervenciones salientes en discusiones sobre esfuerzos de mitigación en 
países en desarrollo (1995-2013) 
 

 1998 (COP 4, Buenos Aires): Rompe filas con el G-77/China e intenta impulsar 
discusión sobre compromisos  

 1999 (COP 5, Bonn): Presenta compromiso voluntario de mitigación  

 2004 (COP 10, Buenos Aires): Impulsa texto evitando incluir discusiones sobre 
compromisos en Seminario de expertos gubernamentales  

 2010: Presenta declaración sobre esfuerzos de mitigación que se propone realizar al 
Apéndice II del Acuerdo de Copenhague  

 
Para sintetizar lo presentado hasta aquí la Figura 1 ilustra cómo han ido evolucionando las 
posturas de los países de la región en materia de predisposición a mitigar a lo largo del 
tiempo. En el gráfico se muestra, por un lado, la cantidad de veces que los términos 
“compromisos”, “NAMAs” y “contribuciones” son mencionados en los boletines ENB 
correspondientes a las sucesivas COP. Puede observarse que el término “compromisos” 
(línea verde) registra un pico de usos en las COP 3 (Kioto) de 1997 y COP 4 de 1998 
(Buenos Aires), vuelve a repuntar hacia 2006 y prácticamente desaparece a partir de 2007. 
Es justamente en este año cuando surge el concepto de “NAMA”, término que figura 
desde entonces en todos los boletines ENB en las discusiones sobre esfuerzos de 
mitigación para los países en desarrollo (línea naranja). Por último, se observa que el 
término “contribuciones” ha sido utilizado sólo en la COP 19 de Varsovia (así como en la 
COP 20 de Lima, pero esta última no se considera en el presente documento), por lo que 
se ilustra con un punto violeta. 
 
Por otro lado, en la misma Figura se muestran los hitos principales mencionados en el 
Cuadro 1 referidos a la evolución de la posición de los países de la región respecto de la 
mitigación. Puede observarse cómo la oposición de la mayor parte de los países en 
desarrollo a mitigar coincide en el tiempo con la discusión basada en compromisos. Luego 
del surgimiento del concepto de “NAMA” en la COP de Bali de 2007, y fundamentalmente 
luego de acordar en Copenhague (2009) que los países en desarrollo implementarían 
NAMAs, varios de los países de la región comenzaron a mostrar una mayor predisposición 
a realizar acciones de reducción de emisiones de GEI, hasta acordar finalmente en 2011 
(COP de Durban) que todas las Partes participarán del esfuerzo mundial de mitigación.  
 

Figura 1 
Evolución de la posición de los países de la región frente a la mitigación  

(1995-2013) 



 
        Fuente: Elaboración propia 
 
 
3. ¿Qué dice la teoría económica sobre incentivos para la mitigación? 
 
Pueden identificarse en la literatura dos grandes categorías de incentivos para la 
mitigación:  
 
i) Incentivos provistos por los diferentes instrumentos de política climática; 

 
ii) Incentivos provistos por los mecanismos de gobernanza y la arquitectura de los 

acuerdos internacionales. 
 

En cuanto a los instrumentos de política climática, son los impuestos y los esquemas de 
comercio de permisos otorgados mediante subasta las herramientas que brindan mayores 
incentivos para alcanzar la eficiencia tanto estática como dinámica, pues permiten a los 
emisores decidir acerca de su nivel de emisiones en función de su ecuación de beneficios 
privada, a la vez que impulsan la innovación tecnológica baja en emisiones. Sin embargo, 
son los estándares y los esquemas de comercio de permisos de emisión entregados 
gratuitamente los instrumentos con mayor aceptabilidad política, debido a que imponen 
una carga financiera total menor (Weitzman, 1974; Tietenberg, 1998; Azqueta, 2002; 
Duval, 2008; Nordhaus, 1982; Milliman y Prince, 1989; Keohane et al, 1998; Goulder y 
Parry, 2008; Pizer, 2002; Newell y Pizer, 2008; Webster et al, 2010; Aldy y Stavins, 2008; 
OECD, 1997; Laffont y Tirole, 1994). 
 
En cuanto a los incentivos provistos por los mecanismos de gobernanza y la arquitectura 
de los acuerdos internacionales, la literatura destaca que para que existan incentivos a la 
participación en esfuerzos internacionales de mitigación deben existir instituciones con 
capacidad de actuar en diferentes niveles y que logren crear políticas que generen 
beneficios a largo plazo para los participantes (en relación a la opción de no participar) y/o 
incluir sanciones sobre los comportamientos no-cooperativos. Los acuerdos 
internacionales, además, deben ser percibidos como “justos” (es decir, que logren una 
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distribución relativamente simétrica de los beneficios netos o, en su defecto, que 
consideren una política internacional de compensaciones y subsidios cruzados) (Barrett, 
2009; Andonova et al, 2009; Nemet, 2010; Ostrom, 2012, 2009; Abbott, 2012; Corfee-
Morlot et al, 2009; Knieling y Filho, 2013; Meadowcroft, 2009; Baland y Platteau, 1996; 
Dasgupta, 2010).  

 
Es decir que existe una fuerte interdependencia entre eficiencia y equidad para el logro de 
resultados ambientalmente eficaces, lo que brinda argumentos teóricos a favor de 
efectuar transferencias de fondos desde los países desarrollados hacia los países en 
desarrollo en conjunto con políticas de mitigación costo-efectivas (Chichilnisky y Heal, 
1994; Padilla y Serrano, 2006; Carraro, 2000; Meunier y Ponssard, 2012).  

 
Además, algunos actores pueden elegir una acción cooperativa porque la consideran la 
posición “éticamente correcta”. La provisión de información puede jugar un rol 
importante para contribuir a la participación y la mitigación desde este punto de vista 
(Ostrom, 1994, 1997).  

 
Por otra parte, el desarrollo constituye la motivación prioritaria y el foco de la política 
doméstica en los países en desarrollo. En este sentido, hay trabajos que destacan que 
algunos países como Brasil han utilizado las negociaciones climáticas como una 
plataforma para promover sus preocupaciones e intereses económicos y sociales 
nacionales, fundamentalmente, fomentar el crecimiento y desarrollo económico, facilitar 
la transferencia de tecnologías y recursos desde los países desarrollados y velar por la 
seguridad nacional (Johnson, 2001). 

 
Las políticas climáticas en los países en desarrollo se definen en función de factores tanto 
domésticos como internacionales. A nivel doméstico influyen, en diferentes medidas, la 
“vulnerabilidad ecológica” (la probabilidad de sufrir impactos climáticos) así como la 
“capacidad de mitigación” (determinada por variables como el ingreso per cápita, la 
dotación y acceso a recursos energéticos convencionales y renovables y la estructura 
económica). A nivel internacional, influyen las transferencias tanto financieras como 
tecnológicas realizadas por los países desarrollados a los países en desarrollo, los 
compromisos y esfuerzos de mitigación que encaren los países desarrollados y las 
presiones internacionales relacionadas con las emisiones corrientes y proyectadas 
(Barrett, 1990, 1994, 2003; Ostrom, 1997; Finus, 2001; Caparros et al, 2004; Tulkens, 
1998; Carraro y Siniscalco, 1993; Chander y Tulkens, 1997; Egteren y Tang, 1997; Funaki y 
Yamato, 1999; Helm, 2001; Courtois et al; 2001; Brekke y Johansson-Stenman, 2008; Tian 
et al, 2009; Buys et al, 2007; Rong, 2010).  

 
Por otra parte, se está comprendiendo de manera creciente que existen sinergias entre los 
objetivos ambientales (climáticos) y de desarrollo económico y social. La mitigación 
emerge entonces como una estrategia para abordar objetivos nacionales prioritarios 
relacionados, entre otras cosas, con la adaptación a los efectos esperados del cambio 
climático, la seguridad alimentaria y la reducción de la pobreza (Huq y Chambwera, 2009; 



Urge-Vorsatz y Tirado Herrero, 2012; Yadoo y Cruickshank, 2012;  Austin et al, 2000; De la 
Torre et al, 2009; Giacomo et al, 2011; Niggli et al, 2009; Féres, 2010; Pincén et al, 2010; 
Vergara et al, 2013). 

 
En suma, pueden identificarse un número de factores que parecen resultar clave en la 
provisión de incentivos a los países en desarrollo para la participación en acuerdos 
climáticos internacionales: 

  
- Metas cuidadosamente evaluadas a nivel individual y global (ambiciosas pero no 

excesivas para lograr beneficios netos esperados tanto a nivel agregado como a nivel 
individual) 
 

- Distribución equitativa -o percibida como justa- de la carga de la mitigación (lo que 
puede mejorarse a través de un esquema de transferencias) 

 
- Introducción de sanciones formales o informales para quienes no participen o no 

cumplan con el acuerdo 
 

- Provisión de información o apoyo para generar información a fin de evaluar la posición 
relativa de los países y fomentar la toma de conciencia acerca de los riesgos del 
cambio climático sobre el sistema socio-económico, las implicancias para el desarrollo, 
los costos esperados de los daños y los costos y el potencial de mitigación de 
diferentes cursos de acción. 

 

 

4. Incentivos para la mitigación presentes en la arquitectura climática internacional  
 

Para empezar, es necesario resaltar que desde los años noventa ha cambiado 
considerablemente el contexto internacional en materia de participación relativa de los 
distintos países en las emisiones globales de GEI. En la actualidad las emisiones per cápita 
y la participación en las emisiones corrientes globales de varios países en desarrollo, 
incluyendo países de la región como Brasil, México y Argentina, son considerablemente 
mayores que en los años noventa y superan en varios casos a aquéllas de algunos países 
desarrollados. Este cambio de contexto ha debilitado en gran medida el argumento 
esgrimido en los comienzos de las negociaciones climáticas de que los países en desarrollo 
poseen una baja participación en las emisiones corrientes de GEI y bajas emisiones por 
habitante, por lo que su responsabilidad respecto de la mitigación debería ser pequeña en 
comparación con la de los países desarrollados. La necesidad de que los países en 
desarrollo realicen también esfuerzos de mitigación con el fin de no sobrepasar los 2 °C de 
aumento de temperatura se ha vuelto más evidente con el paso del tiempo. 
 
Luego de esta contextualización, se analiza cómo la arquitectura climática global creada 
en el marco del Protocolo de Kioto ha contemplado la implementación de instrumentos 
económicos con el fin de incentivar la reducción de emisiones de GEI al menor costo 



posible (con una distribución eficiente), en línea con algunas recomendaciones teóricas:  
el comercio de permisos de emisión (para países Anexo I) y el MDL (para países en 
desarrollo). Si bien los mercados de carbono creados a partir de la inclusión de estos 
mecanismos en el Protocolo no han tenido el desempeño esperado, de todos modos han 
sentado un precedente importante en cuanto a la introducción de un precio a las 
emisiones de GEI tanto en los países desarrollados como en desarrollo. 
 
Seguidamente, se analiza cómo la arquitectura climática internacional ha incluido también 
incentivos de gobernanza global vinculados con tres elementos fundamentales: provisión 
de información, transferencias monetarias hacia países en desarrollo y amenazas de 
sanciones.  
 
En primer lugar, se observa que varios organismos internacionales están realizando 
esfuerzos de generación y difusión de información relacionada con la existencia de 
sinergias entre la mitigación y la adaptación y entre la mitigación y el desarrollo. Estos 
vínculos se relacionan principalmente con la seguridad alimentaria, la adaptación, la 
reducción de la pobreza y el aumento de la competitividad.  
 
En segundo lugar, se analiza la compleja arquitectura financiera internacional que ha sido 
creada para canalizar financiamiento para la mitigación y la adaptación hacia los países en 
desarrollo, la cual, si bien no logra aún cubrir las grandes necesidades de fondos de estos 
últimos, al menos ha mejorado el monto total de financiamiento disponible para dichas 
actividades. 
 
En tercer lugar, se analiza un rasgo distintivo de la arquitectura internacional. Si bien ni la 
Convención ni su Protocolo de Kioto han incorporado explícitamente mecanismos de 
castigo para aquellos países que no participen de un acuerdo global, el contexto 
internacional está evolucionado hacia la incorporación de eventuales sanciones 
comerciales basadas en el contenido de carbono de los productos exportados (por 
ejemplo, la introducción de la Directiva Europea 2009/28/CE11 para la importación de 
biocombustibles, que requiere una evaluación de la performance de los productos 
importados en relación al balance de emisiones de GEI), a pesar de que no se observa aún 
una imposición sistemática de barreras al comercio basada en requisitos ambientales. Esta 
amenaza resulta de particular interés para los países de América Latina, dado su perfil de 
especialización productiva y exportadora relativamente intensiva en recursos naturales y 
emisiones. 
 
Finalmente, se analiza cómo estos diferentes tipos de incentivos para la participación en 
esfuerzos internacionales de mitigación han sido aglutinados dentro del concepto de 
“NAMA”, volviendo a este instrumento no sólo un vehículo internacional para canalizar los 
esfuerzos de mitigación de los países en desarrollo sino también, desde una perspectiva 
nacional, una herramienta para la planificación del desarrollo. Esta herramienta involucra 

                                                 
11 Disponible en http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=OJ:L:2009:140:0016:0062:es:PDF 

http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=OJ:L:2009:140:0016:0062:es:PDF


la generación de información sobre costos y beneficios asociados a las acciones de 
mitigación, la búsqueda de financiamiento y la documentación de las mejoras (las 
reducciones de GEI). A la vez, requiere identificar los co-beneficios de desarrollo de las 
iniciativas, incorporando firmemente la idea de que existe una restricción a las emisiones 
de GEI. 
 
4.1 Principales emisores globales de GEI: cambios en el contexto mundial desde los años 
noventa 
 
La responsabilidad histórica de los países Anexo I en la génesis del problema del cambio 
climático es clara: estos países, de acuerdo a la base CAIT 2.0 del World Resources 
Institute, explican el 71% de las emisiones de CO2 acumuladas desde 1850 hasta el 
presente, correspondiendo a los países no-Anexo I el restante 29% (Figura 2). Los países 
de América Latina y el Caribe explican en conjunto sólo el 4% de las emisiones totales 
acumuladas en este período (50.587 MtCO2). 
 

             Figura 2 
Contribución de países Anexo I y no-Anexo I a las emisiones globales acumuladas de CO2 

(1850-2011) 

               
Fuente: Elaboración propia en base a WRI CAIT 2.0 (http://cait2.wri.org/) 

 
Como se observa en el Cuadro 2, Estados Unidos y la Unión Europea encabezan la lista de 
países emisores históricos, explicando el 27,9% y 25,1% de las emisiones globales 
acumuladas desde 1850. Ambos más que duplican las emisiones acumuladas de China, 
quien se ubica en el 3° lugar explicando el 10,9%. Con la única excepción de la India, quien 
se ubica en el puesto 8° explicando el 2,7% de las emisiones acumuladas, las siguientes 10 
posiciones corresponden a países Anexo I. México y Sudáfrica su ubican recién en los 
puestos 15° y 16°, respectivamente, mientras que Brasil ocupa el puesto 22° y la 
Argentina, el puesto 29°. Excepto China, todos los países en desarrollo explican cada uno 
menos del 3% de las emisiones globales acumuladas desde 1850. Brasil y la Argentina 
explican incluso menos del 1%.  

 



Cuadro 2 
Emisiones acumuladas de CO2  

(1850-2011) 

País 

Emisiones de GEI 
incluyendo CUSS            

(acumulado 1850-2011)             
(MtnCO₂e) 

% sobre 
emisiones 

acumuladas 

1 Estados Unidos 361.299 27,9 

2 UE (28) 325.545 25,1 

3 China 140.860 10,9 

4 Rusia 101.116 7,8 

5 Alemania 84.123 6,5 

6 Reino Unido 70.042 5,4 

7 Japón 49.858 3,9 

8 India 35.581 2,7 

9 Francia 34.119 2,6 

10 Canadá 27.776 2,1 

11 Ucrania 26.594 2,1 

12 Polonia 24.009 1,9 

13 Italia 21.061 1,6 

14 Australia 14.589 1,1 

15 México 14.523 1,1 

16 Sudáfrica 14.479 1,1 

17 España 14.184 1,1 

18 Corea del Sur 12.606 1,0 

19 Irán 11.777 0,9 

20 Kazakhstan 11.407 0,9 

21 Bélgica 11.389 0,9 

22 Brasil 11.297 0,9 

23 Rep. Checa 10.866 0,8 

24 Países bajos 10.354 0,8 

25 Indonesia 9.135 0,7 

26 Arabia Saudita 8.588 0,7 

27 Rumania 7.529 0,6 

28 Turquía 6.956 0,5 

29 Argentina 6.632 0,5 

30 Taiwán 6.574 0,5 

Emisiones acumuladas globales: 1.294.416 MtCO2 

Fuente: Elaboración propia en base a WRI CAIT 2.0 (http://cait2.wri.org/) 
 
Sin embargo, si se consideran las emisiones corrientes de GEI, la participación de los 
países no-Anexo I en las emisiones globales aumenta considerablemente. 



 
Una publicación relativamente reciente del Programa de Naciones Unidas para el Medio 
Ambiente (PNUMA, 2013) destaca que en 2010, en términos absolutos, los países en 
desarrollo explicaron aproximadamente el 60% de las emisiones globales anuales de GEI. 
Las emisiones de los países en desarrollo crecieron 10,9 puntos porcentuales respecto de 
2000 (de 48,2% a 59,1% en diez años), mientras que la proporción correspondiente a los 
países desarrollados decreció de 51,8% a 40,9%. De acuerdo a este estudio, fueron los 
países en desarrollo pertenecientes al G20 pero no a la OECD (fundamentalmente, China, 
Brasil, India, Indonesia, Arabia Saudita, Sudáfrica y Argentina) quienes más incrementaron 
su participación en las emisiones globales en este período, mostrando las emisiones del 
resto de los países en desarrollo sólo cambios menores. 
 
Un cálculo propio efectuado a partir de la base WRI CAIT 2.0 arroja un resultado similar 
para el año 2010 pero menor para el año 2000. De acuerdo a esta base, en el año 2010 las 
emisiones corrientes conjuntas de los países no-Anexo I explicaron el 61,2% de las 
emisiones globales (unas 27.400 MtCO2e), mientras que en el año 2000 éstas explicaron el 
39,2% (unas 14.300 MtCO2e). Si se toma la base del World Resources Institute como 
referencia, las emisiones de los países en desarrollo habrían aumentado 22 puntos 
porcentuales en 10 años. 
 
En lo que respecta a las emisiones futuras, algunas proyecciones (ej. Harris y Roach, 2009) 
estiman que tres cuartas partes del aumento de emisiones de GEI durante los próximos 15 
años provendrá de los países en desarrollo, dos quintos sólo de China (Figura 3). 

 
Figura 3 

Emisiones de CO2 proyectadas a 2030 por región 
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Fuente: Harris y Roach (2009), en base a estimaciones del Departamento de Energía de 
Estados Unidos  
 
De acuerdo a los datos disponibles en la base WRI CAIT 2.0, en el año 2011 (último dato 
disponible) el principal país emisor de GEI a nivel mundial era China, quien explicaba el 
22% de las emisiones corrientes de GEI globales. Este país ha desplazado a los Estados 



Unidos como principal emisor, quien se ubica en el presente en el segundo lugar, 
explicando el 13% de las emisiones totales. Les siguen luego la Unión Europea considerada 
como bloque (UE-2812), India, Rusia, Indonesia y Brasil. Cabe destacar que las emisiones 
de Brasil en el año 2011 habrían superado en términos absolutos a aquéllas 
correspondientes a países como Japón, Alemania, Canadá, Reino Unido, Francia e Italia. En 
conjunto, China, Estados Unidos, la Unión Europea (UE-28), India, Rusia, Indonesia y Brasil 
explican el 62,5% de las emisiones mundiales corrientes. México se ubica en la posición N° 
11 (considerando a la UE-28 como bloque además de a los países individuales que la 
conforman) y la Argentina, si bien explica menos del 1% de las emisiones globales, habría 
ingresado dentro del grupo de los 22 países más emisores de GEI a nivel mundial (Cuadro 
3).  
  

Cuadro 3 
 Principales países emisores de GEI a nivel global - Emisiones absolutas corrientes 

(año 2011) 

País 
Total de emisiones de 
GEI incluyendo CUSS* 

(MtCO₂e) 

% sobre emisiones 
globales corrientes 

1 China 10.260,32 22,3 

2 Estados Unidos 6.135,03 13,4 

3 Unión Europea (UE-28) 4.263,15 9,3 

4 India 2.358,04 5,1 

5 Rusia 2.216,59 4,8 

6 Indonesia 2.052,91 4,5 

7 Brasil 1.419,10 3,1 

8 Japón 1.170,28 2,5 

9 Canadá 847,08 1,8 

10 Alemania 805,97 1,8 

11 México 723,19 1,6 

12 Irán 712,45 1,6 

13 Corea del Sur 655,61 1,4 

14 Australia 595,30 1,3 

15 Reino Unido 540,83 1,2 

16 Arabia Saudita 532,89 1,2 

17 Nigeria 496,13 1,1 

18 Francia 462,59 1,0 

19 Italia 457,97 1,0 

                                                 
12 Los 28 países que actualmente forman parte de la Unión Europea son: Alemania, Austria, Bélgica, Bulgaria, 
Chipre, Croacia, Dinamarca, Eslovaquia, Eslovenia, España, Estonia, Finlandia, Francia, Grecia, Hungría, 
Irlanda, Italia, Letonia, Lituania, Luxemburgo, Malta, Países Bajos, Polonia, Portugal, Reino Unido, República 
Checa, Rumania, Suecia (http://europa.eu/) 

 



20 Sudáfrica 457,33 1,0 

21 Malasia 441,29 1,0 

22 Argentina 434,69 0,9 

Emisiones mundiales 45.913,50   

Fuente: Elaboración propia en base a WRI CAIT 2.0 (http://cait2.wri.org/)   
                           *CUSS = Cambios en el Uso del Suelo y Silvicultura 
 
Si se analizan las emisiones corrientes de GEI de estos países en relación al tamaño 
relativo de sus economías (emisiones por dólar de PBI) el orden del Cuadro anterior 
cambia: son ahora Indonesia, Irán, China, Sudáfrica, Malasia, Rusia y Argentina quienes 
encabezan la lista, siendo los países europeos, Japón, Arabia Saudita, Estados Unidos y 
México quienes exhiben los valores más bajos de kg CO2e por dólar de PBI (Cuadro 4).  

 
Cuadro 4: Emisiones de CO2e por dólar de PBI 

País 

Emisiones de GEI 
incluyendo CUSS            

(2011)             
(MtnCO₂e) 

PBI PPA              
(2011)                   

(en millones) 

kgCO₂e por 
dólar de PBI 

PPA 

1 Indonesia 2.052,91 1.996.995 1,03 

2 Irán 712,45 900.000 0,79 

3 China 10.260,32 13.366.355 0,77 

4 Sudáfrica 457,33 600.376 0,76 

5 Malasia 441,29 591.151 0,75 

6 Rusia 2.216,59 3.124.399 0,71 

7 Argentina 434,69 644.000 0,67 

8 Australia 595,30 895.251 0,66 

9 Nigeria 496,13 812.566 0,61 

10 Canadá 847,08 1.393.341 0,61 

11 Brasil 1.419,10 2.763.208 0,51 

12 Corea del Sur 655,61 1.568.631 0,42 

13 India 2.358,04 5.912.129 0,40 

14 México 723,19 1.868.047 0,39 

15 Estados Unidos 6.135,03 15.848.300 0,39 

16 Arabia Saudita 532,89 1.386.473 0,38 

17 Japón 1.170,28 4.522.723 0,26 

18 
Unión Europea (UE-
28) 4.263,15 16.872.463 0,25 

19 Reino Unido 540,83 2.230.857 0,24 

20 Alemania 805,97 3.427.903 0,24 

21 Italia 457,97 2.043.851 0,22 

22 Francia 462,59 2.420.021 0,19 
Fuente: Elaboración propia en base a WRI CAIT 2.0 (http://cait2.wri.org/) y Banco Mundial (http://datos.bancomundial.org/) 
*El dato de PBI PPA de Argentina corresponde a estadísticas del Fondo Monetario Internacional (http://www.imf.org) 

http://datos.bancomundial.org/


  
Si se consideran ahora las emisiones corrientes per cápita el ranking cambia una vez más. 
Como se observa en el Cuadro 5, la lista la encabezan Australia, Canadá, Estados Unidos, 
Arabia Saudita, Rusia, Malasia, Corea del Sur y Argentina, donde cada habitante emite, en 
promedio, más de 10 tn de CO2e. En el otro extremo se sitúan India y Nigeria, donde cada 
habitante emite menos de 4 tn de CO2e. Cabe mencionar que las emisiones per cápita de 
la Argentina (10,7 tn CO2e) eran en 2011 superiores a las de Alemania, Japón, Reino 
Unido, el promedio de la Unión Europea (UE-28), China, Brasil y México, entre otros.  
 

Cuadro 5 
Emisiones de CO2e per cápita 

(año 2011) 

País 

Emisiones de GEI 
incluyendo CUSS          

(2011)                     
(MtCO₂e) 

Población 
2011                   
(en 

miles) 

Emisiones per 
cápita 

(tn CO2e) 

1 Australia 595,3 22.741 26,2 

2 Canadá 847,08 34.487 24,6 

3 Estados Unidos 6.135,03 318.719 19,2 

4 Arabia Saudita 532,89 27.762 19,2 

5 Rusia 2.216,59 143.438 15,5 

6 Malasia 441,29 28.759 15,3 

7 Corea del Sur 655,61 48.733 13,5 

8 Argentina 434,69 40.729 10,7 

9 Alemania 805,97 82.893 9,7 

10 Irán 712,45 75.424 9,4 

11 Japón 1.170,28 127.319 9,2 

12 Sudáfrica 457,33 51.949 8,8 

13 Reino Unido 540,83 62.672 8,6 

14 
Unión Europea (UE-
28) 4.263,15 505.011 8,4 

15 Indonesia 2.052,91 243.802 8,4 

16 Italia 457,97 60.729 7,5 

17 China 10.260,32 1.368.440 7,5 

18 Brasil 1.419,10 196.935 7,2 

19 Francia 462,59 65.784 7,0 

20 México 723,19 119.361 6,1 

21 Nigeria 496,13 164.193 3,0 

22 India 2.358,04 1.221.156 1,9 

Fuente: Elaboración propia en base a WRI CAIT 2.0 (http://cait2.wri.org/) y UNCTAD 
(http://unctadstat.unctad.org/) 

 



Se observa entonces, por un lado, que la participación de los principales países Anexo I 
emisores en las emisiones acumuladas globales desde 1850 es mayor que su participación 
en las emisiones corrientes (año 2011), excepto para Australia, cuya participación en las 
emisiones corrientes (1,3%) es levemente superior a su participación en las emisiones 
acumuladas (1,1%). Exactamente lo opuesto se verifica para los países en desarrollo 
excepto para Sudáfrica, cuya participación es prácticamente la misma en las emisiones 
acumuladas y corrientes (1,1% y 1% respectivamente) (Figura 4).  
 

Figura 4 
Participación por país en las emisiones acumuladas de CO2 (1850-2011) y corrientes de 

CO2e (2011) 
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Fuente: Elaboración propia en base a WRI CAIT 2.0 (http://cait2.wri.org/) 
 

Por otro lado, en materia de emisiones corrientes por dólar de PBI se observa que los 6 
países con menores coeficientes (inferiores a 0,3 kgCO2e/dólar PBI) son países Anexo I 
(Francia, Italia, Reino Unido, Alemania, la Unión Europea considerada como bloque y 
Japón), mientras que los 5 países con mayores coeficientes (superiores a 0,75 
kgCO2e/dólar PBI) son países no Anexo I (Irán, Indonesia, China, Sudáfrica y Malasia). En 
los puestos intermedios, sin embargo, la diferenciación entre Partes Anexo I y no Anexo I 
no es tan clara. Por ejemplo, cada dólar de PBI producido en Arabia Saudita y México 
emite menos CO₂e que un dólar de PBI producido en Estados Unidos pero más que aquél 
producido en la Unión Europea, mientras que cada dólar producido en India, Corea del 
Sur, Brasil y Nigeria emite menos que aquél producido en Canadá y Australia pero más que 
en Estados Unidos y Europa. En cuanto a la Argentina, su coeficiente de kgCO2e/dólar PBI 
sólo es menor que aquél de Rusia, Malasia, Sudáfrica, China, Indonesia e Irán (Figura 5) 
(los países Anexo I están indicados en la Figura con barras de color oscuro). 
 

http://cait2.wri.org/


Figura 5 
kgCO₂e por dólar de PBI PPA 

(año 2011) 

 
Fuente: Elaboración propia en base a WRI CAIT 2.0 (http://cait2.wri.org/), Banco Mundial 
(http://datos.bancomundial.org/) y Fondo Monetario Internacional (http://www.imf.org) 

 
En una línea similar, tampoco existe una división tan marcada entre países Anexo I y no-
Anexo I en materia de emisiones per cápita. Si bien las mayores emisiones por habitante 
las registran Australia, Canadá y Estados Unidos y las menores emisiones las exhiben India, 
Nigeria y México, Arabia Saudita se ubica en la 4° posición por delante de Rusia mientras 
que Malasia, Corea del Sur y Argentina se ubican en las posiciones 6°, 7° y 8°, por delante 
de Alemania (Figura 6). 
 

Figura 6 
Emisiones de CO2e per cápita (en tn CO2e) 

(año 2011) 

 
Fuente: Elaboración propia en base a WRI CAIT 2.0 (http://cait2.wri.org/) y UNCTAD 

(http://unctadstat.unctad.org/) 
 

http://cait2.wri.org/
http://datos.bancomundial.org/
http://cait2.wri.org/
http://unctadstat.unctad.org/


La Figura 7 a continuación muestra cómo ha ido disminuyendo la participación de los 
países desarrollados (países Anexo I, especialmente Estados Unidos y Europa Occidental) 
en las emisiones absolutas globales de CO2 desde principios del siglo XX, mientras que han 
ido aumentando las emisiones de los países en desarrollo, principalmente las de China y, 
en menor medida, las de India, Brasil y México.   
 
Cabe aclarar que para analizar la evolución de la contribución histórica de los diferentes 
países a las emisiones acumuladas de GEI fue preciso recurrir a una fuente de datos 
alternativa a la base WRI CAIT 2.0, puesto que ésta no poseía, al momento del cierre de la 
presente investigación, datos disponibles sobre emisiones anuales históricas por país 
desde 1850 en adelante (la base sólo proveía información sobre emisiones acumuladas 
para el período 1850-2011 y, en lo que respecta a los datos anuales por país, sólo 
brindaba información sobre emisiones  a partir de 1990). 
  
Se consideraron entonces los registros del Carbon Dioxide Information Analysis Center 
(CDIAC) del Departamento de Energía de Estados Unidos13, el cual contiene datos sobre 
las emisiones de CO2 provenientes de la quema de combustibles fósiles y la producción de 
cemento de todos los países desde 1785 en adelante, si bien no para todos ellos hay 
disponible información desde dicho año. A pesar de las grandes incertidumbres que estos 
datos llevan implícitos, la información disponible resultó adecuada a los fines ilustrativos 
que se persiguen en la presente sección.  
 
Es preciso mencionar que la base del CDIAC reporta emisiones para agrupaciones de 
países levemente diferentes que la base del WRI. Fundamentalmente, en lugar de las 
emisiones de UE-28, el CDIAC reporta datos para “Europa Occidental”14 y en lo que 
respecta a Rusia, las emisiones históricas de este país desde principios del siglo XX deben 
ser rastreadas dentro del colectivo “Europa del Este”15. En tercer lugar, las emisiones de 
algunos países sólo están disponibles desde mediados del siglo XX. Tal es el caso de Japón 
(dato de emisiones disponible a partir de 1950), Corea del Sur (dato disponible a partir de 
1945) y Arabia Saudita (desde 1935). En lo que respecta a Alemania, no están disponibles 
las emisiones de este país entre 1947 y 1990. 

 

                                                 
13 http://cdiac.esd.ornl.gov/ 
14 En la base del CDIAC el colectivo “Europa Occidental” incluye a Andorra, Austria, Bélgica, Bosnia- 
Herzegovinia, Croacia, Dinamarca, Finlandia, Francia, Mónaco, Grecia, Islandia, Irlanda, Italia, Luxemburgo, 
Malta, Países Bajos, Noruega, Montenegro, Eslovenia, España, Suecia, Suiza, Liechtenstein, Macedonia, 
Reino Unido, ex-Yugoslavia (Montenegro y Serbia) 

 
15 En la base del CDIAC “Europa del Este” incluye, además de a la Federación Rusa, a Albania, Azerbajan, 
Armenia, Bulgaria, Latvia, Moldova y la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS). 

http://cdiac.esd.ornl.gov/


Figura 7 
Evolución de la participación por país en las emisiones globales de CO2  

(1900-2010) 
(en porcentaje) 

 
Fuente: Elaboración propia en base a CDIAC (http://cdiac.ornl.gov/) 

 
Es decir que, como resume la Figura 8,  la participación de algunos países no-Anexo I en 
las emisiones corrientes de GEI, tanto en términos absolutos como en relación a su PBI y 
per cápita, supera en la actualidad la de varios países Anexo I.  

 

http://cdiac.ornl.gov/


Figura 8 
Participación en las emisiones acumuladas de CO2 (1850-2011) y corrientes de CO2e 

(2011), emisiones de CO2e por dólar de PBI y emisiones de CO2e per cápita 

 
Fuente: Elaboración propia en base a WRI CAIT 2.0 (http://cait2.wri.org/), CDIAC (http://cdiac.ornl.gov/), 
UNCTAD (http://unctadstat.unctad.org/), Banco Mundial (http://datos.bancomundial.org/) y Fondo 
Monetario Internacional (http://www.imf.org) 

Sin embargo, el panorama sobre emisiones corrientes y per cápita en los años noventa 
para los países en desarrollo, y particularmente para los países de la región, era diferente.  
 
En primer lugar, los países en desarrollo que se encuentran al presente entre los 
principales 22 países emisores a nivel mundial tenían en 1990 emisiones 
considerablemente inferiores. Como se observa en el Cuadro 6, Malasia es quien exhibe el 
mayor aumento porcentual en sus emisiones corrientes entre 1990 y 2011: 456%, seguido 
por China con un aumento del 237%, Irán con un aumento de 198%, Arabia Saudita con un 
aumento de 166%, Corea del Sur con un aumento del 150%, India con un aumento del 
128%, Indonesia con un aumento del 91%, México del 67%, Argentina y Sudáfrica con un 
aumento cercano al 40% y Nigeria con un aumento del 27%. El caso de Brasil es particular 
pues si se consideran sus emisiones totales incluyendo CUSS (es decir, considerando las 
emisiones por cambios en el uso del suelo y deforestación), el país exhibe en el presente 
emisiones corrientes 18% inferiores a aquéllas del año 1990. Sin embargo, si se consideran 
sus emisiones excluyendo CUSS se observa un aumento en el período de 58% (de 717 
MtCO2e en 1990 a 1.131 MtCO2e). Es decir que si bien las emisiones de Brasil 
provenientes de la deforestación habrían disminuido en el período considerado, aquéllas 
generadas en el resto de los sectores productivos nacionales aumentaron (Cuadro 6 y 
Figura 9). 
 

http://cait2.wri.org/
http://cdiac.ornl.gov/
http://unctadstat.unctad.org/
http://datos.bancomundial.org/


Cuadro 6 
Emisiones de los principales países en desarrollo emisores de GEI 

(1990-2011) 

País 

Total de emisiones de 
GEI incluyendo CUSS 

(MtCO₂e)        

Total de emisiones 
de GEI incluyendo 

CUSS (MtCO₂e)            
Crecimiento 
1990-2011 

  1990 2011 (en %) 

Malasia -124 441 456 

China 3.047 10.260 237 

Irán 244 712 192 

Arabia Saudita 200 533 166 

Corea del Sur 262 656 150 

India 1.035 2.358 128 

Indonesia 1.076 2.053 91 

México 433 723 67 

Argentina 309 435 41 

Sudáfrica 331 457 38 

Nigeria 392 496 27 

Brasil 1.738 1.419 -18 

Fuente: Elaboración propia en base a WRI CAIT 2.0 (http://cait2.wri.org/)  
 
 

Figura 9 
Emisiones de los principales países en desarrollo emisores 

(1990-2011) 
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Fuente: Elaboración propia en base a WRI CAIT 2.0 (http://cait2.wri.org/)  
 
En cuanto a las emisiones per cápita, como muestra el Cuadro 7, se observan asimismo 
considerables aumentos entre 1990 y 2011 principalmente en Malasia, China, Corea del 

MtCO2e 

http://cait2.wri.org/
http://cait2.wri.org/


Sur e Irán, con aumentos del 325%, 187%, 121% y 118%, respectivamente. En el caso de 
Brasil, nuevamente, la diferencia es negativa si se consideran las emisiones incluyendo 
CUSS pero si se excluye este sector el aumento en las emisiones per cápita de esta país 
asciende al 20% (de 4,8 tn CO2e/habitante en 1990 a 5,7 tn CO2e/habitante en 2011). 
Para México y Argentina el aumento registrado en sus emisiones per cápita asciende al 
20% y 13%, respectivamente. 
 

Cuadro 7 
Emisiones per cápita de los principales países en desarrollo emisores (1990-2011) 

País 
Emisiones per cápita  

(tn CO2e) 
Emisiones per cápita  

(tn CO2e) 
Diferencia 
1990-2011 

  1990 2011 (en %) 

Malasia -6,8 15,3 325 

China 2,6 7,5 187 

Corea del Sur 6,1 13,5 121 

Irán 4,3 9,4 118 

India 1,2 1,9 62 

Arabia Saudita 12,3 19,2 56 

Indonesia 6,0 8,4 40 

México 5,0 6,1 20 

Argentina 9,5 10,7 13 

Sudáfrica 9,0 8,8 -2 

Nigeria 4,1 3,0 -26 

Brasil 11,6 7,2 -38 
Fuente: Elaboración propia en base a WRI CAIT 2.0 (http://cait2.wri.org/) y UNCTAD 

(http://unctadstat.unctad.org/) 

 
En conjunto, las emisiones de los principales 12 países en desarrollo emisores de GEI 
(China, India, Indonesia, Brasil, México, Irán, Corea del Sur, Arabia Saudita, Nigeria, 
Sudáfrica, Malasia y Argentina) en 1990 representaban el 27,1% de las emisiones totales 
globales mientras que en la actualidad (2011) sus emisiones conjuntas explican el 45,2% 
del total, lo que implica un aumento de 18,1 puntos porcentuales en 21 años (Cuadro 8). 

 

http://cait2.wri.org/


Cuadro 8 
Participación de los principales países en desarrollo emisores corrientes en las emisiones 

globales de GEI (1990-2011) 

País 
Total de emisiones de 
GEI incluyendo CUSS 

(MtCO₂e)        

Total de emisiones de 
GEI incluyendo CUSS 

(MtCO₂e)            

  1990 2011 

Malasia -124 441 

China 3.047 10.260 

Irán 244 712 

Arabia Saudita 200 533 

Corea del Sur 262 656 

India 1.035 2.358 

Indonesia 1.076 2.053 

México 433 723 

Argentina 309 435 

Sudáfrica 331 457 

Nigeria 392 496 

Brasil 1.738 1.419 

Emisiones conjuntas (principales 12 
países en desarrollo emisores 
corrientes) (MtCO₂e) 

8.943 20.544 

Emisiones globales totales (MtCO₂e) 33.021 45.450 

Participación emisiones conjuntas 12 
países en emisiones globales totales (%) 

27,1 45,2 

Fuente: Elaboración propia en base a WRI CAIT 2.0 (http://cait2.wri.org/) 
 
Es decir que la evidencia es contundente respecto de la participación creciente de varios 
países en desarrollo, incluyendo a países de la región como Brasil, México y Argentina, en 
las emisiones corrientes globales de GEI respecto de los años noventa. Por este motivo, el 
argumento esgrimido en los comienzos de las negociaciones climáticas (ej. IISD, 1997, pág. 
13) de que las emisiones corrientes y per cápita de los países en desarrollo eran bajas ha 
perdido peso. 
 
 
4.2 Incentivos provistos por instrumentos económicos: los sistemas de comercio de 
emisiones incluidos en el protocolo de Kioto 
 
E Protocolo de Kioto incluyó tres mecanismos de flexibilidad basados en el comercio de 
emisiones: el comercio de permisos de emisión para las Partes Anexo I, el MDL para los 
países en desarrollo y el Mecanismo de Implementación conjunta para los países de 
Europa del Este. En la presente Sección se analizarán los dos primeros. 

http://cait2.wri.org/


 
El sistema de comercio de permisos de emisión establecido para las Partes Anexo I asumió 
la modalidad de esquema “cap and trade” (límites máximos y comercio), donde los 
permisos son creados y asignados por reguladores nacionales en función de un objetivo 
global de mitigación. En este caso, el objetivo fijado estableció que las emisiones de GEI 
durante el primer período de compromiso (2008-2012) debían ser 5,2% inferiores a las 
emisiones de 1990.   
 
Por su parte, el MDL tomó la forma de un “sistema de créditos de reducción de 
emisiones” (“emission reduction credits”), esquema en el cual se emiten certificados una 
vez que se constata que un proyecto previamente registrado ha logrado generar una 
efectiva reducción de emisiones de GEI en comparación con una línea de base. El MDL se 
constituyó a su vez como un sistema de pagos por servicios ambientales (PSA), donde los 
países desarrollados pagan a los países en desarrollo por la provisión del servicio 
ambiental global “reducción de emisiones de GEI”. 
 
Desde un punto de vista económico, las principales consecuencias de incluir estos 
mecanismos en el Protocolo de Kioto fueron esencialmente dos: se estableció un precio 
para las emisiones de GEI y se crearon los llamados “mercados de carbono”. Estos 
mercados surgieron para canalizar contratos de compra y venta donde una parte paga a 
otra por una cantidad determinada de reducción de emisiones de GEI, ya sea en la forma 
de permisos de emisión o bien de créditos provenientes de la realización de proyectos en 
países en desarrollo (o en países de Europa del Este).  
 
Cabe mencionar que uno de los principales objetivos de la creación de estos instrumentos 
fue generar oportunidades para aprovechar fuentes de mitigación de bajo costo en estos 
países. 
 
Las expectativas en torno al rol que jugarían los mercados de carbono como incentivo 
para inducir la realización de acciones de mitigación tanto en los países desarrollados 
como en desarrollo eran altas al momento de la entrada en vigencia del Protocolo de 
Kioto en 2005. Sin embargo, en la práctica, su desempeño efectivo distó de exhibir los 
resultados que predeciría la teoría. De todos modos, y a pesar de las limitaciones que se 
describen en la presente sección, los sistemas de comercio de emisiones creados en el 
marco del Protocolo de Kioto han demostrado que la introducción de un precio a pagar 
por las emisiones de GEI puede inducir cambios de comportamiento al generar toma de 
conciencia respecto de que existe una restricción en materia de emisiones de GEI. 
 



 
4.2.1 Los “mercados de carbono” y el mercado europeo de permisos 
 
El mercado europeo de permisos (EU ETS16) ha sido el mercado de carbono más relevante 
a nivel mundial y ha determinado, en gran medida, la demanda y los precios en el resto de 
los mercados, incluido el mercado de CERs (créditos generados en el marco del MDL).  
 
El EU ETS ha constituido la pieza fundamental de la política climática de la Unión Europea. 
Su primera fase fue lanzada el 1° de enero de 2005 como una prueba piloto para ayudar a 
los estados miembros a ganar experiencia y prepararse para cumplir con sus compromisos 
de Kioto. El EU ETS se encuentra actualmente en su tercera fase (2013-2020).   
 
A priori, se esperaba que la creación de un sistema de comercio de permisos de emisión 
tuviera, para la Unión Europea, los efectos que se ilustran a continuación, siguiendo a 
Banco Mundial-IETA (2006, 2007).   
 
Durante los duros inviernos europeos aumenta por un lado la demanda de calefacción y, 
por el otro, se reduce la generación de energía proveniente de fuentes hidroeléctricas. 
Esto induce a una mayor actividad en las plantas energéticas a carbón y gas durante las 
horas de mayor consumo energético, lo que genera mayores emisiones de GEI. Si se 
otorgan permisos de emisión a la industria energética, las mayores emisiones generadas 
por la mayor demanda energética en horas pico hace que los permisos otorgados a las 
plantas generadoras resulten insuficientes y que, por lo tanto, éstas deban salir a comprar 
permisos adicionales al mercado. Este aumento en la demanda de permisos incide 
positivamente sobre su precio. De esta forma, en los casos en que la sustitución entre 
carbón y gas es técnicamente factible, las industrias compararán el spread de ambos 
recursos (es decir, la diferencia entre el precio -máximo- de la energía y el costo del 
combustible utilizado -carbón o gas-) para determinar qué tipo de plantas entrarán en 
funcionamiento en las horas de mayor consumo. Dadas las restricciones impuestas sobre 
las emisiones de GEI, este spread deberá ser corregido para contabilizar el precio de los 
permisos correspondientes a las emisiones generadas en la producción de energía (cabe 
recordar que el carbón es un combustible más emisor de GEI que el gas natural) (Banco 
Mundial-IETA, 2006, 2007).  
 
Por lo tanto, al menos en teoría, la fijación de un tope máximo de emisiones debería 
conllevar una mejora en el comportamiento ambiental general: la demanda adicional de 
permisos por parte de las empresas energéticas debería impulsar su precio a un valor tal 
que la generación a carbón debería dejar de ser rentable respecto de la generación a gas. 
Sin un precio del carbono a considerar, los altos precios del gas en Europa hacen que el 
carbón sea la única alternativa disponible para cubrir los picos de demanda energética en 
los meses de invierno. Sin embargo, con un precio del carbono en la ecuación, los 
generadores compararían el precio del gas versus el del carbón más el precio de los 

                                                 
16 European Union Emission Trading Scheme 



permisos. De esta manera, para seguir generando energía a partir de la utilización de 
carbón, las empresas deberían comprar mayor cantidad de permisos para cumplir con sus 
límites, impulsando hacia arriba su precio. Esto, a su vez, aumentaría el precio de la 
electricidad para los consumidores finales, creándoles un incentivo a ahorrar energía. 
Asimismo, los altos precios de los permisos en Europa enviarían señales de precio 
positivas a los países en desarrollo, fomentando la generación de proyectos de mitigación 
que generarían certificados (CERs) que serían comprados por la Unión Europea (Banco 
Mundial-IETA, 2006, 2007). 
 
En la práctica, sin embargo, los precios de los permisos no han alcanzado valores 
suficientemente altos como para generar estos efectos17.   
 
De acuerdo a estimaciones de Stern (2006), para lograr la estabilización de emisiones en 
500-550 ppm CO2e los precios de la tonelada de carbono deberían alcanzar valores de 
USD 360/tCO2 (283 €/tCO2) para el año 2030 y ubicarse en el rango de USD 180-900/tCO2 
(141-708 €/tCO2) hacia el año 2050, a medida que el costo social de las emisiones 
aumente y sea necesario desarrollar opciones de mitigación más costosas (Stern, 2006; 
Cap. 10). 
 
En la práctica, desde el surgimiento del EU ETS los precios de la tonelada de carbono no 
han superado los USD 40/tCO2  (32 €/tCO2) y desde la crisis financiera global desatada a 
fines de 2008 en el mundo desarrollado los precios se han mantenido en valores inferiores 
a los USD 20/tCO2 (15 €/tCO2), cayendo a valores cercanos a USD 7/tCO2 (5 €/tCO2) a partir 
de enero de 2012. 
 
En efecto, comparado con un precio promedio de USD 30/tCO2 (23 €/tCO2) durante 2008, 
los precios cayeron a 15 USD/tCO2 (12 €/tCO2) en febrero de 2009, se estabilizaron en la 
segunda mitad del 2009, pero volvieron a caer luego de los escasos resultados obtenidos 
en la Cumbre de Copenhague en diciembre de ese año (hubo una fuerte venta de 
permisos frente al panorama poco claro respecto de qué ocurriría con el sistema climático 
global luego del 2012) (Banco Mundial-IETA, 2010, 2011). Los efectos de la situación 
macroeconómica y financiera, y la consecuente volatilidad de los mercados, se vieron más 
agravados aún por la falta de señales de largo plazo derivadas de los escasos progresos 
logrados en las Cumbres de Cancún (2010), Durban (2011), Doha (2012) y Varsovia (2013), 
lo que generó un mayor nivel de conservadurismo por parte de los operadores. 
 
La recesión económica provocó una reducción en las necesidades de cumplimiento de 
metas de mitigación en los países Anexo I para 2008-2012 y, consecuentemente, redujo la 
actividad de mercado. En Europa las emisiones se redujeron en más del 10% interanual en 

                                                 
17 Además, el precio del gas natural en Europa se ha mantenido alto a causa de problemas de acceso y 
conflictos energéticos. Cabe mencionar, por ejemplo, el conflicto Rusia-Ucrania y Rusia-Bielorrusia de 2006 y 
2007, cuando Rusia quiso aumentar el precio del crudo y, en represalia, Ucrania y Bielorrusia cortaron los 
gasoductos que transportan, a través de sus territorios, el gas ruso a la Unión Europea, dejando sin 
suministro a varios estados miembro en pleno invierno. 



2008-2009 (la mayor caída desde el nacimiento del EU ETS en el 2005), fundamentalmente 
en la industria del acero y el cemento, los sectores más golpeados por la crisis. Como 
consecuencia, los precios spot y a futuro de los permisos cayeron más y más rápidamente 
que los precios de otras commodities, rompiendo así la correlación de precios 
preexistente entre el carbono y el petróleo. Además, la demanda de activos de carbono 
cayó porque las instituciones financieras e inversores privados comenzaron a 
desapalancarse y a redireccionar sus posiciones hacia activos y mercados menos 
riesgosos. Asimismo, la crisis generó cambios sustanciales en los jugadores de mercado, 
pues algunas instituciones financieras que habían sido operadores activos (como Lehman 
Brothers y Bear Stearns) colapsaron, otros importantes bancos redujeron 
significativamente su participación y unas pocas nuevas compañías se animaron a iniciar 
operaciones. Durante 2012 y 2013 las señales de exceso de oferta a largo plazo en el EU 
ETS hicieron que los precios del carbono se desplomaran aún más (Banco Mundial-IETA, 
2010, 2011, 2012, 2013)  (Figura 10). 
 

Figura 10 
Evolución del precio de los permisos en el mercado europeo (EUAs18) 

 (2008-2013) 

 
Fuente: Elaboración propia en base a SendeCO2  (http://www.sendeco2.com) 

 
Esta caída del mercado europeo impactó sobre el mercado de CERs, reduciendo 
fuertemente el incentivo a iniciar proyectos MDL en los países en desarrollo.  
 
 

                                                 
18 European Union Allowances 



4.2.2 El MDL 
 
Para América Latina y el resto de los países en desarrollo fue el MDL el mecanismo de 
mercado que actuó como principal incentivo para fomentar la mitigación, “premiando” 
con el otorgamiento de CERs pasibles de venderse en los mercados de carbono a aquellos 
proyectos que demostraran que reducían GEI por encima de lo que hubiera ocurrido en 
ausencia de los mismos.  
 
En teoría, dado que los pagos resultantes de la venta de CERs dependerían de la efectiva 
performance ambiental de los proyectos, se esperaba que los ingresos adicionales 
provenientes del mercado del MDL crearían un incentivo positivo para la continuación de 
prácticas operacionales y de buen manejo que sostendrían previsiblemente la reducción 
de emisiones en el tiempo en los países en desarrollo. 
 
En la práctica, sin embargo, el mercado de CERs se sofisticó hasta el punto de disociar su 
volumen de transacciones de la actividad real de generación de proyectos. En primer 
lugar, se creó un mercado secundario (de reventa de CERs) que en muchos momentos 
mostró mayor actividad que el mercado primario (donde el realizador de un proyecto de 
mitigación en un país en desarrollo vende directamente los certificados de reducción de 
emisiones a un comprador). Como es sabido, una fuerte actividad en un mercado 
secundario no garantiza que existan niveles similares de actividad en el mercado primario, 
en este caso, que se estén financiando efectivamente numerosos proyectos de mitigación 
en los países en desarrollo. En segundo lugar, para cubrirse frente a eventuales riesgos 
comenzó a extenderse el uso de derivados financieros, principalmente calls (opciones de 
compra). De esta forma, las plataformas de comercio, que estuvieron dominadas en un 
principio por agencias gubernamentales, bancos y empresas, fueron mostrando 
progresivamente una presencia creciente de fondos, traders de energía y empresas cada 
vez más sofisticadas que utilizaron el mercado de opciones tanto como estrategia de 
cobertura (en volúmenes y en precios) como para realizar transacciones financieras. Así, a 
medida que aumentaban la liquidez y la sofisticación, el mercado de CERs fue madurando 
hasta el punto de comportarse en los últimos años como otros mercados de opciones: el 
grueso de la actividad se ha derivado de transacciones financieras que han dependido más 
de la volatilidad y de precios relativos que del comercio de activos reales que acreditaran 
reducción de emisiones de GEI (Banco Mundial-IETA, 2012, 2013). 
 
En consonancia con la crisis y la realidad del EU ETS, la generación de proyectos de 
mitigación en los países en desarrollo, incluida América Latina, se detuvo durante los 
primeros meses de 2009, si bien retomó impulso a partir de la segunda mitad del año. El 
precio promedio de los CERs primarios cayó a 14 USD/tCO2 (11 €/tCO2) en 2009, un 
declive de 39% respecto de los 23 USD/tCO2 (18 €/tCO2) de 2008, y continuó su caída 
hasta valer, en la actualidad, menos de 50 centavos de euro (Banco Mundial-IETA, 2010, 
2011, 2013; Banco Mundial-Ecofys, 2014) (Figura 11).  
 



Figura 11 
Evolución del precio promedio de los CERs primarios 

 (2008-2013) 

 
Fuente: Elaboración propia en base a SendeCO2  (http://www.sendeco2.com) 

 
En 2010 tanto el volumen como el valor de mercado del MDL cayeron casi un 50% 
interanual, alcanzando un monto de USD 1.500 millones. El mercado primario, en especial, 
registró su valor más bajo desde la entrada en vigencia del Protocolo de Kioto en 2005, 
luego de una caída consecutiva de tres años (12% en 2008, 59% en 2009 y 46% en 2010). 
De esta manera, las transacciones de CERs primarios, que solían representar una porción 
significativa del mercado global de carbono en años previos (alcanzaron 23% en 2005 y 
19% en 2006), pasaron a representar en 2011 apenas el 1% (Banco Mundial-IETA, 2010, 
2011, 2013). 
 
El mercado primario de CERs (y, consecuentemente, la generación de proyectos de 
mitigación en los países en desarrollo) fue afectado cuando a partir de 2010 algunos 
compradores soberanos aumentaron sus compras en el mercado secundario de CERs, 
buscando sacar ventaja de la mayor velocidad de las transacciones, de los procesos 
contractuales relativamente más simples y económicos y de la mayor predictibilidad de los 
volúmenes asegurados mediante garantías de entrega. A su vez, el mercado primario fue 
afectado por la menor demanda de créditos proveniente del sector privado, 
esencialmente debido a que, como se mencionó en la sección anterior, la reducción de 
emisiones de GEI debida a la menor actividad industrial generada por la crisis en Europa 
resultó en un superávit de permisos en el EU ETS y, en consecuencia, redujo la necesidad 
de compensar emisiones mediante la compra de CERs. Adicionalmente, un gran número 
de instituciones financieras (principalmente traders no regulados financieramente y 
bancos privados) y otros intermediarios prefirieron invertir en portfolios existentes (y 
subvaluados) antes que arriesgarse a iniciar nuevos proyectos. Otros compradores dejaron 



el mercado o bien fueron adquiridos por otras empresas, lo que contribuyó a reducir aún 
más la liquidez del mercado primario de CERs (Banco Mundial-IETA, 2011). 
 
Las perspectivas futuras del MDL son altamente inciertas, pues en paralelo a la lenta 
recuperación de la crisis global se han aplicado nuevas reglas y restricciones cualitativas a 
la incorporación de créditos MDL en el mercado europeo: sólo se aceptan luego de 2012 
créditos generados por proyectos realizados en los países menos desarrollados (LDCs, por 
sus siglas en inglés) y se han restringido los tipos de proyectos que pueden resultar 
elegibles19 (Banco Mundial-IETA, 2012). 
 
Pero más allá del bajo precio de la tonelada de carbono, el MDL ha enfrentado desde su 
creación numerosas barreras a la inversión, operativas, institucionales, regulatorias, de 
normativa, de mercado y de alcance y efectividad que han limitado su impacto como 
efectivo instrumento de apalancamiento de inversiones “verdes” específicamente en 
Latinoamérica. 
 
En primer lugar, la distribución geográfica de los flujos originados en el MDL ha 
concentrado las inversiones en las naciones más ricas dentro del mundo en desarrollo, las 
denominadas “economías emergentes mayores”, relegando así a los países menos 
desarrollados. Las mayores ventas de CERs han provenido históricamente de China y, en 
menor medida, de India y Brasil, en parte debido a la dificultad de encontrar ambientes de 
negocios similares en otros países. Algunos compradores han declarado que realizar 
transacciones en el mercado latinoamericano “consume demasiado tiempo” (Banco 
Mundial-IETA, 2010; pág. 39). Esto muestra la presencia de barreras 
desproporcionadamente altas y sesgadas en contra de los países menos avanzados 
(CMNUCC, 2012). 
 
En segundo lugar, a pesar de que el MDL fue diseñado con el doble objetivo de asistir a las 
Partes Anexo I a cumplir con sus metas de Kioto y a las Partes no-Anexo I a alcanzar 
objetivos de desarrollo sostenible (CMNUCC, 2012), la cartera de proyectos MDL ha 
estado determinada fundamentalmente por su atractivo económico y su potencial de 
reducción de emisiones de GEI, con escaso foco sobre su contribución al desarrollo social y 
ambiental de los países anfitriones. De hecho, en muchos países los criterios de desarrollo 
contra los cuales se han evaluado los proyectos MDL han sido muy laxos (Schneider, 
2007).  
 
Un ejemplo de esto han sido los proyectos de destrucción de gases industriales (como el 
HFC-23 y N2O). Estos proyectos poseen un impacto casi nulo sobre el desarrollo sostenible 
local pero su costo de mitigación es muy bajo. Dado que generan sustanciales beneficios 
para las industrias que los desarrollan, este tipo de proyectos ha exhibido una 
participación considerablemente alta en el MDL en contraposición a otras iniciativas que, 

                                                 
19 Ya no se permite importar créditos provenientes de proyectos de reducción de emisiones de HFCs ni de 
proyectos de ácido adípico (N2O) (Banco Mundial-IETA, 2012). 



como los proyectos de forestación y reforestación, generan mayores impactos positivos 
sobre el desarrollo local. En América Latina, los proyectos de destrucción de gases 
industriales representaban en octubre de 2012 el 18% de los créditos MDL que se 
esperaban generar hacia fines de dicho año, mientras que los proyectos forestales 
representaban sólo el 3% (Figura 12).  
 

Figura 12 
CERs esperados en Latinoamérica en 2012 por tipo de proyecto 
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                Fuente: Elaboración propia en base al CDM UNEP RISOE Pipeline 

(http://cdmpipeline.org/) 
 
En tercer lugar, el MDL no ha logrado financiar plenamente las necesidades de inversión 
de los proyectos ni tampoco los altos costos involucrados en el proceso de registro 
internacional de los mismos, pues los pagos por los créditos usualmente ocurren una vez 
que los proyectos ya están en operación. Esta insuficiencia de fondos ha constituido una 
importante barrera para el desarrollo de iniciativas MDL en la región. Adicionalmente, el 
riesgo de desempeño y el riesgo institucional han contribuido a que los inversores 
demandasen tasas de retorno relativamente elevadas que no resultaban viables a la hora 
de facilitar el cierre financiero de los proyectos (Eguren, 2007; Ellis y Kamel, 2007).  
 
Finalmente, el MDL ha enfrentado importantes dificultades operativas, manifestadas en la 
demora para el registro de proyectos y emisión de certificados. Las regulaciones 
complejas, y a veces cambiantes, las imprecisiones regulatorias y los cuellos de botella en 
el proceso de evaluación y validación han producido impactos financieros negativos sobre 
los proyectos, pues las demoras e incertidumbres han implicado costos de transacción 
más altos y menores valores de mercado, afectando particularmente a los países menos 
desarrollados (Ellis y Kamel, 2007; Eguren, 2007).  
 
Estas circunstancias explican en gran parte por qué las inversiones movilizadas por los 
proyectos MDL no han alcanzado valores altamente significativos en la región. A nivel 
global, los proyectos MDL que estaban operacionales hasta junio de 2012 (es decir, que 
habían presentado al menos un reporte de monitoreo al Secretariado de la Convención) 
involucraron inversiones por aproximadamente USD 100 mil millones, de los cuales casi el 



70% correspondió a proyectos realizados en China (unos USD 60 mil millones) e India 
(unos USD 10 mil millones). Por su parte, las inversiones involucradas en la región de 
América Latina en proyectos operacionales rondaban en conjunto los USD 10 mil millones 
hacia la misma fecha: unos USD 7 mil millones en países de Sudamérica y unos USD 3 mil 
millones en países de América Central (CMNUCC, 2012). 
 
A efectos comparativos, los paquetes de estímulo económico “verdes” anunciados por 
Estados Unidos, Europa y algunos países asiáticos en 2008 y 2009 como respuesta a la 
crisis económica y financiera mundial que se iniciaba en aquellos años ascendieron a USD 
180 mil millones. Estos fondos, de acuerdo a los anuncios realizados, se destinarían a 
iniciativas relacionadas principalmente con el desarrollo de energías renovables y la 
implementación de medidas de eficiencia energética, en el marco de la implementación 
de programas económicos de impulso a la inversión pública y privada orientados a 
reactivar la generación de empleo. La idea que daba impulso a estas iniciativas era que los 
países que fueran capaces de avanzar en la transición hacia una economía menos 
intensiva en carbono durante la recesión económica tendrían mayores ventajas 
competitivas para promover el crecimiento a largo plazo una vez que la coyuntura 
económica descendente fuera superada. Los mayores montos comprometidos fueron de 
Estados Unidos y China, quienes anunciaron medidas “verdes” por unos USD 67 mil 
millones cada uno (Naciones Unidas, 2009; Barbier, 2010; De la Torre et al, 2009).  
 
Si bien en los hechos sólo China y Corea del Sur destinaron efectivamente una porción 
considerable de sus paquetes de estímulo a inversiones “ambientalmente amigables”20, 
estos números brindan una idea orientativa: los recursos que se consideraban necesarios 
para estimular en el corto plazo medidas en los sectores de energías renovables y de 
eficiencia energética en la Unión Europea, Estados Unidos y las principales economías 
emergentes asiáticas casi duplicaba los montos efectivamente movilizados hacia la 
totalidad del mundo en desarrollo mediante el MDL en sus 10 años de funcionamiento. Y 
en lo que respecta específicamente a América Latina, los recursos que pretendían ser 
invertidos en estos países eran 18 veces superiores a las inversiones efectivamente 
involucradas en el desarrollo de proyectos MDL en países de América del Sur y Central 
desde el año 2002. 
 
 

                                                 
20 De acuerdo a Barbier (2010), más de un tercio del paquete de reactivación chino (equivalente al 3% de su 
PBI) habría sido invertido en estímulos para los sectores de energía eólica y solar y de iluminación eficiente 
así como en trenes de alta velocidad. Por su parte, Corea del Sur habría asignado el 95% de su paquete de 
estímulo fiscal (3% de su PBI) a sectores ambientales, incluyendo los vehículos de bajas emisiones. En 
contraste, las medidas “verdes” efectivamente impulsadas por Estados Unidos representaron sólo el 0,7% 
de su PBI (12% del total del paquete de estímulo económico anunciado). En la Unión Europea, a pesar de 
que sus incentivos relacionados con el medio ambiente representaron el 50% del total de fondos destinados 
a la recuperación, esto sólo fue equivalente al 0,2% de su PBI. La magnitud de los desafíos planteados por la 
crisis desplazaron los esfuerzos orientados a abordar problemas ambientales hacia asuntos más “urgentes”, 
como el salvataje de bancos y el sostén de los sistemas financieros globales. 

 



4.2.3 Resultados en perspectiva 
 
A pesar de que la experiencia de los mercados de carbono liderados por el EU ETS y, en 
particular, del MDL, distó de las predicciones originales, han ofrecido un “experimento” 
positivo en materia de uso de instrumentos económicos para fomentar la mitigación y han 
dejado importantes enseñanzas para futuros programas de incentivos. La contribución 
más importante ha sido que los participantes, tanto del mundo desarrollado como en 
desarrollo, han vivido una experiencia de toma de decisiones en un contexto donde se ha 
introducido un precio de mercado para las emisiones de GEI. 
  
En lo que respecta específicamente al MDL, a pesar de sus limitaciones, el mecanismo ha 
sido un catalizador de inversiones bajas en emisiones en América Latina que ha logrado 
atraer financiamiento predominantemente privado y orientarlo hacia un tipo de acciones 
que los propios países receptores han considerado “sostenibles” según sus propios 
criterios nacionales. Además, ha generado aprendizaje en materia de análisis de líneas de 
base, construcción de escenarios de mitigación y desarrollo y aplicación de metodologías 
de cálculo del potencial de reducción de emisiones y costos de proyectos de mitigación. 
Este aprendizaje puede facilitar la elaboración de NAMAs, por estar los requerimientos de 
análisis técnicos de estas últimas basados en gran medida en los desarrollos anteriores del 
MDL. 
 
Asimismo, el MDL ha contribuido a aumentar la información y la toma de conciencia de la 
importancia de reducir emisiones en sectores y actividades económicas clave en los países 
desarrolladores. Esta toma de conciencia podría haber en parte facilitado que los países 
de la región aceptaran concretar acciones de mitigación ahora a escala nacional o de 
sectores enteros de la economía en una etapa nueva del régimen climático internacional, 
aprovechando las lecciones aprendidas con el MDL, al poder replicar o adaptar 
metodologías creadas por este mecanismo y/o renovar los procedimientos para la 
determinación de líneas de base y la distinción respecto de las prácticas usuales y de 
mitigación, entre otras cosas. 
 
El MDL ha producido un impacto cultural que se ha expresado, si bien a veces en escala 
limitada, en la adopción de mejores prácticas, la introducción de tecnologías más limpias y 
más cercanas a la frontera tecnológica, la difusión de la importancia de las energías 
renovables (algunas de las cuales antes del MDL ni siquiera eran demasiado conocidas), el 
reforzamiento del foco sobre la eficiencia energética y el cambio de cultura gerencial de 
muchas empresas grandes, medianas y pequeñas que, a partir del MDL, empezaron a 
pensar en cambios que permitieran reducir sus emisiones de GEI generando nuevos 
recursos por esta vía.  
 
El MDL ha impulsado también la construcción de entramados institucionales y la creación 
de redes y nuevas formas de cooperación publico-privada, ha fomentado la creación de 
capacidades de gestión en cada uno de los sectores en torno a la mitigación y ha 



involucrado a diversos ministerios y áreas de gobierno no directamente relacionadas con 
competencias ambientales específicas.  
 
Como un ejemplo de la construcción de capacidades que ha permitido el MDL puede 
mencionarse la creciente participación de Entidades Operacionales Designadas (DOEs) 
regionales en la validación de actividades de proyecto con miras a su registro y en la 
verificación de las reducciones de emisiones efectivamente producidas con objeto de 
certificarlas y solicitar la expedición de CERs. Mientras que en un principio las DOEs 
estaban mayoritariamente localizadas en países desarrollados y desde allí desplegaban sus 
actividades de validación y verificación a escala global, con el tiempo fueron creándose 
entidades en países en desarrollo, las cuales han sido acreditadas y se han desempeñado 
con alcance nacional, regional e internacional (por ejemplo, el ICONTEC en Colombia -
Colombian Institute for Technical Standards and Certification- e IBOPE y BRTUV en Brasil -
Instituto Brasileiro de Opinião Pública e Estatística Ltda y Avaliações da Qualidade S.A.21). 
 
Estos esfuerzos nacionales fueron a veces financiados con los aportes de la asistencia 
externa destinada al fortalecimiento de capacidades y de algunas instituciones financieras 
internacionales, pero en gran parte han sido solventados con recursos fiscales propios y 
con el esfuerzo sostenido en el tiempo de los responsables y de los equipos técnicos que 
han integrado las diversas autoridades nacionales designadas (Carlino, 2012).  
 
La evidencia más contundente de que ha habido aprendizaje en relación al uso de 
instrumentos económicos para fomentar la mitigación es el hecho de que, a pesar de las 
perspectivas altamente inciertas de los mercados de carbono, alrededor de 40 países y 
más de 20 jurisdicciones sub-nacionales han ido avanzando en los últimos años en el 
desarrollo de iniciativas nacionales y/o estaduales orientadas a fijar un precio para las 
emisiones de GEI. Los instrumentos considerados han sido diversos, incluyendo desde 
esquemas de comercio de permisos de emisión hasta impuestos al carbono, créditos por 
la realización de proyectos de reducción de misiones de GEI y financiamiento basado en 
resultados ambientales, entre otros. En conjunto, los instrumentos de precio en 
implementación y/o evaluación a nivel mundial cubren en la actualidad aproximadamente 
6.000 MtCO2e, lo que equivale a aproximadamente al 13% de las emisiones globales 
anuales de GEI (Banco Mundial-Ecofys, 2014). 
 
Fundamentalmente, existen al presente sistemas de comercio de emisiones en 
jurisdicciones subnacionales de Estados Unidos (California y el Regional Greenhouse Gas 
Initiative22 - RGGI) y de China (Shenzhen, Shanghai, Beijing, Guangdong, Tianjin y Hubei). Si 

                                                 
21 http://cdm.unfccc.int/DOE/list/index.html 

 
22 El RGGI es el primer programa regulatorio de los Estados Unidos que busca reducir las emisiones de CO2 
provenientes del sector energético mediante el uso de instrumentos basados en el mercado. La iniciativa, en 
vigencia desde el año 2009, constituye un esfuerzo cooperativo de los estados de Connecticut, Delaware, 
Maine, Maryland, Massachusetts, New Hampshire, New York, Rhode Island y Vermont, donde éstos venden 
la casi totalidad de permisos de emisión a través de procesos de subasta y el apoyo a iniciativas de eficiencia 

http://cdm.unfccc.int/DOE/list/index.html


bien el progreso hacia la implementación de esquemas nacionales llevará un tiempo, es 
notable que los principales emisores a nivel mundial están implementando instrumentos 
de precio para limitar sus emisiones de GEI. China posee en la actualidad el segundo 
mayor mercado de carbono del mundo (cubre 1.115 MtCO2e), luego del EU ETS. 
Adicionalmente, existen esquemas de comercio de emisiones nacionales o estaduales en 
Suiza, Canadá, Kazakhstan, Australia, Nueva Zelanda y Japón y hay esquemas bajo estudio 
en Corea, Costa Pacífico de Norteamérica, Rusia, Tailandia, Turquía, Ucrania y, en la 
región, en Brasil, Chile, Costa Rica y México. Un total de nueve nuevos mercados 
comenzaron a operar sólo en 2013 y 2014 (California, Quebec, Kazakhstan y los seis 
esquemas piloto chinos) (Banco Mundial-Ecofys, 2014) 
 
A su vez, se han implementado impuestos al carbono en Canadá (British Columbia), 
Dinamarca, Finlandia, Francia, Islandia, Irlanda, Japón, México, Noruega, Suecia, Suiza y el 
Reino Unido y está bajo estudio la imposición de un impuesto en Sudáfrica, Brasil, Chile, la 
República de Corea y Estados Unidos (Oregon). En el otro extremo, es preciso mencionar 
que en Australia el Parlamento derogó en julio de 2014 el impuesto sobre las emisiones 
que estaba vigente desde 2012, luego de dos años de enfrentamientos entre partidarios y 
opositores de la medida, alegando que el mismo constituía una carga para la industria y 
los consumidores en un país altamente dependiente de plantas de energía a carbón 
(Banco Mundial-Ecofys, 2014). 
 
Lo cierto es que existen argumentos tanto a favor como en contra del uso de instrumentos 
económicos para fomentar la mitigación, especialmente sistemas de comercio de 
permisos. Por un lado, estos sistemas -basados en la creación de “mercados de carbono”- 
pueden facilitar la transición de las economías hacia senderos de desarrollo más bajos en 
emisiones de un modo eficiente. Para ello, se debe lograr fijar un precio para la tonelada 
de carbono que refleje el valor de escasez de la atmósfera como reservorio de emisiones 
de GEI (llamado “espacio de carbono disponible”), el cual debe ser creciente debido a que 
este espacio se reduce y las emisiones globales crecen. Por otro lado, están quienes 
argumentan que estos sistemas no constituyen la solución para los dilemas sociales, éticos 
y de desarrollo que impone el cambio climático, tanto porque han sido ineficaces o, al 
menos, insuficientes en el pasado como porque no conducen, tal como están diseñados 
en el presente (con foco sobre la reducción de emisiones de GEI y no sobre el desarrollo 
sostenible) a satisfacer los principios de justicia y equidad que deben estar en la base de la 
respuesta colectiva al problema del cambio climático, el cual puede verse como una deuda 
de las sociedades que se desarrollaron primero y que, para ello, utilizaron sin costo lo que 
era patrimonio de la humanidad (Carlino, 2012). 
 
De todos modos, lo que parece cierto es que el sistema ha demostrado que una señal de 
precio del carbono que represente las expectativas del mercado acerca del nivel de 

                                                                                                                                                     
energética, energías renovables y otros programas de beneficios para el consumidor (http://www.rggi.org/). 

 



restricción de emisiones que será exigido en el futuro así como del esfuerzo relativo 
requerido para cumplirla puede tener éxito en estimular la mitigación de GEI. 
  
 
4.3 Incentivos provistos por los mecanismos de gobernanza climática global 
 
Además de la inclusión de instrumentos económicos en el Protocolo de Kioto, la 
arquitectura climática global ha generado incentivos para la participación y la mitigación 
basados en varios de los aspectos clave identificados en la literatura. 
  
En particular, han aumentado los esfuerzos y actividades orientados a la generación y la 
difusión de información sobre la existencia de co-beneficios de desarrollo asociados a la 
mitigación, la provisión del llamado “financiamiento climático” y la instauración de 
amenazas creíbles respecto de la eventual imposición de sanciones comerciales asociadas 
al contenido de carbono de los productos exportados por los países en desarrollo. 
 
Estos incentivos, agrupados bajo el término genérico “de gobernanza global” en el 
presente trabajo, son explicados a continuación.  
 
 
4.3.1 Generación y difusión de información sobre co-beneficios de desarrollo de la 
mitigación  
 
En los últimos años ha proliferado la literatura que analiza cómo la implementación de 
ciertas opciones de mitigación puede generar beneficios de desarrollo en materia 
económica, social y ambiental a nivel local (Huq y Chambwera, 2009; Urge-Vorsatz y 
Tirado Herrero, 2012; Yadoo y Cruickshank, 2012;  Austin et al, 2000; De la Torre et al, 
2009; Giacomo et al, 2011; Niggli et al, 2009; Féres, 2010; Pincén et al, 2010; Vergara et al, 
2013). 
 
Esto se ha debido en gran parte al esfuerzo deliberado de muchos organismos 
multilaterales -programas de Naciones Unidas, agencias bilaterales y bancos 
multilaterales- por generar y difundir información acerca de los “co-beneficios” asociados 
a la mitigación.  
 
Un ejemplo de ello lo constituye el impulso a la noción de “Economía Verde” concebida y 
difundida por el PNUMA desde el año 2009. Este concepto enfatiza los beneficios de 
reconfigurar las políticas públicas, los negocios y la inversión en infraestructura a fin de 
obtener mejores retornos sobre las inversiones en capital económico, natural y humano 
pero, al mismo tiempo, extraer y utilizar menor cantidad de recursos naturales, generar 
empleo, reducir las inequidades sociales y disminuir la generación de residuos sólidos y 
líquidos así como las emisiones de GEI. El concepto busca influir sobre la orientación de las 
iniciativas de política asociadas al desarrollo sostenible y la política ambiental incidiendo 
en el modo en que los tomadores de decisión conciben tanto a los problemas ambientales 



como a su relación con el sistema productivo (PNUMA, 2009, 2010, 2012; PNUMA - 
UNCTAD, 2012)23.  
 
En una línea similar, FAO ha creado y difundido el concepto de “agricultura 
climáticamente inteligente”, una noción que propende a la implementación de prácticas 
agrícolas que, al mismo tiempo, incrementan la productividad y la resiliencia al cambio 
climático de los cultivos (adaptación), reducen las emisiones de GEI y contribuyen a la 
consecución de objetivos nacionales de seguridad alimentaria y desarrollo económico y 
social (FAO, 2009, 2012a, 2012b). 
 
En este contexto, y bajo este impulso, los países en desarrollo, incluyendo a los países de 
América Latina, han ido avanzando, si bien en diferentes grados y velocidades, en la 
identificación y análisis de los beneficios de desarrollo que podrían generarse gracias a la 
implementación de acciones de mitigación en determinados sectores productivos 
nacionales. 
 
La toma de conciencia por parte de los países en desarrollo de que pueden alcanzarse 
objetivos de desarrollo nacionales mediante la implementación de acciones de mitigación 
(eventualmente financiadas y posibilitadas por países Anexo I) parece especialmente clara 
en materia agrícola. Un documento relativamente reciente de FAO (FAO, 2013) identifica 
un total de 62 NAMAs agrícolas que se estarían desarrollando a nivel mundial en 30 países 
en desarrollo y al menos 21 planes de desarrollo bajos en emisiones que estarían 
considerando la mitigación en el sector agrícola. Éste y otros documentos de este 
organismo (FAO, 2009, 2012a, 2012b) destacan que los países parecen estar priorizando el 
desarrollo de acciones de mitigación en el sector agrícola debido, por un lado, a la 
contribución de la agricultura a las emisiones de GEI presentes y futuras pero, 
especialmente, debido a las sinergias que existen entre la mitigación y el logro de ciertos 
objetivos relacionados fundamentalmente con la seguridad alimentaria, la adaptación a 
los cambios climáticos esperados, la reducción de la deforestación, la mejora en la 
eficiencia y la competitividad en materia comercial, la promoción del acceso rural a 
fuentes energéticas, la reducción  de la contaminación del agua, la restauración de tierras 
degradadas y el aumento en la eficiencia en el uso de los recursos.  
 
En la región, dos iniciativas impulsadas por Costa Rica y Brasil ilustran este punto (ver 
Boxes 30 y 31 a continuación para una descripción exhaustiva). Costa Rica ha desarrollado 
la llamada “NAMA Café”, una iniciativa que busca reducir las emisiones del sector 
cafetalero nacional pero que posee como objetivo último apuntalar objetivos de creación 
de empleo, aumento de competitividad y mejoras en los niveles de vida de la población 
campesina. Por su parte, Brasil ha elaborado el llamado “Plano ABC”, un Plan agrícola bajo 
en carbono que busca, además de reducir emisiones de GEI, incentivar la adopción de 
estrategias de adaptación a posibles escenarios futuros más cálidos y reducir la presión 
agro-ganadera sobre los bosques nativos. 

                                                 
23 Ver http://www.unep.org/greeneconomy. 



 
Ambas iniciativas muestran que la mitigación en los respectivos sectores agrícolas está 
siendo abordada con el foco puesto sobre los co-beneficios de desarrollo asociados a la 
implementación de medidas de reducción de emisiones de GEI. 
 

Box 30  
Estudio de caso I: la “NAMA Café” de Costa Rica  
 
Costa Rica ha sido el primer país en el mundo en asumir el compromiso voluntario de ser 
carbono-neutral hacia el año 2021. Esta meta se planea alcanzar, en parte, mediante la 
implementación de NAMAs en diferentes sectores productivos, incluyendo el sector 
agrícola. 
 
En este contexto, la “NAMA Café” emerge como una iniciativa voluntaria nacional 
impulsada por un marco político-institucional específico que incluye la elaboración de una 
Estrategia Nacional de Cambio Climático, un Programa de Carbono-Neutralidad y una 
Política de Estado para el Cambio Climático en Agricultura y Alimentación.  
 
El sector agrícola costarricense explica cerca del 40% de las emisiones de GEI nacionales, 
10% de las cuales provienen de la producción de café. Por este motivo, la reducción de 
emisiones relacionadas con la producción cafetalera se ha convertido en una de las líneas 
de acción estratégicas a nivel país, con el fin de mejorar la performance ambiental, 
promover la diferenciación de producto y, de esta manera, mejorar la competitividad e 
incrementar el valor agregado sectorial. 
 
A nivel interno, la “NAMA Café” ha sido concebida como un instrumento para ayudar a 
definir un nuevo modelo de desarrollo sectorial a partir del cual el sector cafetalero de 
Costa Rica pueda implementar tecnologías y prácticas bajas en carbono en concordancia 
con las especificidades de las condiciones locales. 
 
La NAMA ha sido diseñada para abordar la producción cafetalera en dos niveles: 
productores agrícolas de café e industrias procesadoras, las principales fuentes de 
emisiones sectoriales. La NAMA no considera, en esta primera etapa, acciones de 
mitigación asociadas con la provisión de insumos, el transporte, el tostado del café ni el 
consumo doméstico y/o externo. Sin embargo, se espera en el futuro poder incluir 
también a estos eslabones de la cadena productiva en las iniciativas de mitigación de GEI. 
 
Si bien a través de la NAMA se busca desarrollar incentivos públicos y de mercado para 
que los productores de café costarricenses adopten medidas que reduzcan las emisiones 
de N2O y CH4 e incrementen la captura de CO2 en sumideros, los principales objetivos 
están relacionados con las siguientes cuestiones:  
- Contribuir a mantener el nivel de empleo (hasta 150.000 puestos de trabajo durante la 

época de cosecha) y fortalecer la actividad económica sectorial, la cual explica el 9,2% 



de las exportaciones nacionales, impactando positivamente sobre los estándares de 
vida de más de 400.000 individuos; 

- Contribuir a mantener la relevancia del cultivo de café en Costa Rica, el cual constituye 
un símbolo de la identidad nacional desde 1830; 

- Generar una profunda transformación en la estructura productiva sectorial en el país a 
fin de incrementar la resiliencia de la producción de café al cambio climático y mejorar 
su estructura de precios relativos, combinando prácticas de mitigación y adaptación; 

- Generar sustanciales co-beneficios ambientales y socioeconómicos para los 
productores de café, principalmente los pequeños, incluyendo: aumento de la eco-
competitividad, ahorro de costos, diversificación de ingresos, mejoramiento del acceso 
a mercados internacionales, mejoramiento del manejo de aguas residuales, 
disminución de la demanda energética, mejoramiento de la conservación del suelo y la 
biodiversidad y aumento de la capacidad de producción.  

 
Las acciones de mitigación propuestas para el sector primario (productores agrícolas) en la 
“NAMA Café” apuntan a mejorar la tasa de adopción de prácticas sostenibles así como 
técnicas probadas de adaptación que puedan, al mismo tiempo, reducir emisiones de N2O. 
Las principales prácticas consideradas son:  
     i) Mayor eficiencia en el uso de fertilizantes nitrogenados;  
     ii) Mejoras en sumideros mediante forestación de fincas.  
 
A nivel industrial, las principales medidas de mitigación que considera la NAMA buscan 
introducir tecnologías y técnicas que permitan:  
    i) Reducir emisiones de metano provenientes del tratamiento de aguas de desecho; 
    ii) Utilizar subproductos de la producción cafetalera (biomasa) como fuente energética.   
 
A nivel nacional se está desarrollando un esquema para financiar la implementación de la 
“NAMA Café” basado en un sistema de pagos por servicios ambientales (PSA) y un Fondo 
Nacional del Café. Mediante el PSA, se prevé que si una finca cumple con ciertas 
condiciones técnicas de reforestación el productor reciba USD 70/ha durante 5 años. Por 
su parte, el Fondo Nacional del Café estará contenido dentro de un fondo multipropósito 
llamado `Fondo Nacional NAMA de Carbono´, el cual recabará recursos financieros 
provenientes de un impuesto al carbono que está bajo estudio (`Canon de Carbono´) así 
como de otras fuentes públicas, multilaterales y bilaterales. El objetivo del Fondo será 
atraer y capitalizar todos los posibles ingresos relacionados con acciones de mitigación a 
fin de estimular la transformación del sector cafetalero costarricence. Se prevé que el 
Fondo emita también créditos de reducción de carbono transables, una vez que el 
mercado de carbono doméstico (que también está bajo estudio en el país) se encuentre 
maduro. La estructura de gobernanza de este Fondo incluirá un panel 
intergubernamental, un comité multi-stakeholder y un comité técnico asesor conformado 
por miembros nacionales e internacionales. 
 
A su vez, se está buscando financiamiento internacional para fortalecimiento institucional, 
construcción de capacidades (investigación, innovación, servicios de extensión agrícola, 



adopción tecnológica), inversiones de capital (renovación de infraestructura y equipos) y 
MRV. Costa Rica ha aplicado exitosamente al fondo anglo-alemán “NAMA Facility”, del 
cual ha obtenido financiamiento por USD 10,7 millones. 
 
El Gobierno de Costa Rica está haciendo, además, un significativo esfuerzo comunicacional 
con el fin de fomentar una visión estratégica de la carbono-neutralidad dentro del sector 
cafetalero, procurando que los productores conciban a la carbono-neutralidad como un 
elemento distintivo y de competitividad y que comprendan que la revisión de los procesos 
internos puede generarles ahorros de costos productivos. 
 
Asimismo, dentro del componente de construcción de capacidades comprendido dentro 
de la NAMA Café está incluida la necesidad de movilizar a la opinión pública 
(especialmente, los medios de comunicación oficiales), generar conciencia entre los 
consumidores y modificar los contenidos del sistema educativo formal. 
 
Fuente: Costa Rica (2010, 2013); FAO (2013) 

 
 

Box 31 
Estudio de caso II: el “Plano ABC” de Brasil  
 
Durante la COP 15 realizada en Copenhague en 2009 Brasil declaró su compromiso 
voluntario de reducir sus emisiones proyectadas de GEI entre 36.1% y 38.9% para 2020 
respecto de sus escenarios business-as-usual, considerando los niveles de 2005. 
 
Este compromiso fue ratificado por la creación de la Política Nacional de Cambio Climático 
(Ley 12.187/2009), la cual encomendó al Gobierno nacional establecer Planes Sectoriales 
de Mitigación y Adaptación. Las acciones de mitigación en el sector agrícola serían 
consideradas en el marco de un plan sectorial bajo en carbono que fue posteriormente 
llamado “Plano ABC”. 
 
El “Plano ABC” ha sido desarrollado dentro del marco de trabajo general de la Política 
Agraria del Ministerio de Agricultura, la cual busca apoyar cada fase del ciclo productivo 
proveyendo guía para la planificación, financiamiento y seguros agrícolas a los 
productores.  
 
Si bien el “Plano ABC” busca fomentar y organizar acciones entre los productores agrícolas 
que les permitan adoptar tecnologías bajas en emisiones, el objetivo último del programa 
es reducir la presión sobre los recursos forestales, mejorar las condiciones 
socioeconómicas de los pequeños productores agrícolas, incrementar la productividad de 
los cultivos y adoptar estrategias preventivas de adaptación a los impactos climáticos 
esperados. 
 
Los principales objetivos declarados del programa son: 



- Incentivar la adopción de Sistemas de Producción Sustentables que reduzcan emisiones 
de GEI y, al mismo tiempo, mejoren la rentabilidad de los negocios agrícolas, 
principalmente mediante la renovación de las pasturas degradadas, la incorporación de 
sistemas integrados agro-forestales y foresto-agropecuarios, la implementación de 
prácticas de siembra directa y la forestación; 
-  Incentivar la adopción de estrategias de mitigación para sistemas productivos y 
comunidades rurales, en particular las más vulnerables;  
- Reducir la deforestación producida por el avance de la frontera agropecuaria en los 
biomas del Amazonas y Cerrado.  
 
La provisión de crédito subsidiado a los productores para facilitar la adopción de técnicas 
bajas en emisiones es sólo una de las principales medidas consideradas en el Plan, pues 
existe un entendimiento extendido de que el otorgamiento de crédito en sí mismo no 
representa un incentivo suficiente para que un productor adopte buenas prácticas 
agropecuarias. El programa considera también acciones relacionadas con la investigación, 
la educación, la asistencia técnica y los servicios de extensión agrícolas orientados a 
promover prácticas innovadoras en las áreas rurales. 
 
El Gobierno planea destinar USD 130 mil millones a la implementación del “Plano ABC” 
hasta 2020. La mayor parte de los recursos necesarios serán provistos mediante líneas de 
crédito rural del Banco de Desarrollo Brasilero (BNDES) y bancos comerciales. Esto 
posiciona al “Plano ABC” entre las principales prioridades de gasto dentro del presupuesto 
agrícola y ambiental brasilero. 
 
Fuentes: Brasil (2011); Barioni (2012); FAO (2013); Zanella y Cardoso (2011) 

 
 
4.3.2 Transferencias de fondos desde los países Anexo I a los países en desarrollo 
 
La literatura económica brinda justificación teórica sobre la necesidad de que los países en 
desarrollo mejoren la percepción de equidad de los acuerdos climáticos. En esta dirección 
han avanzado varias iniciativas que cuentan con participación de organismos 
multilaterales. Además, en el plano práctico, se ha elegido efectuar transferencias de 
fondos desde algunos países desarrollados hacia los países en desarrollo a fin de alcanzar 
simultáneamente objetivos de eficiencia y de equidad, esta última entendida como la 
maximización del bienestar social global. Como ya se mencionó, existen estudios que 
demuestran que si se implementan estrategias redistributivas conjuntamente con 
políticas de mitigación costo-efectivas (como un sistema de comercio de permisos 
negociables) pueden alcanzarse objetivos conjuntos de eficiencia económica, equidad y 
efectividad ambiental. Además, cuanto más equitativo sea percibido un acuerdo 
internacional, mayor será la probabilidad de que éste sea firmado por un gran número de 
países, especialmente países en desarrollo (Chichilnisky y Heal, 1994; Carraro, 2000; 
Meunier y Ponssard, 2012).   
 



Tanto la Convención como el Protocolo de Kioto prevén asistencia financiera para los 
países en desarrollo por parte de los países industrializados a través de canales bilaterales, 
multilaterales o regionales o bien mediante mecanismos financieros específicos.  
 
Como se mostró a lo largo del trabajo, las cuestiones relacionadas con el financiamiento 
de acciones de mitigación y adaptación en los países en desarrollo han constituido temas 
de discusión desde el inicio de las negociaciones climáticas, si bien adquirieron mayor 
énfasis a partir de su inclusión como uno de los pilares de la Hoja de Ruta de Bali acordada 
en 2007. Sin embargo, los resultados de las negociaciones en materia de financiamiento 
han sido en general poco satisfactorios desde la perspectiva de los países en desarrollo, si 
bien se observa una creciente disponibilidad de fondos en los mecanismos y organismos 
que participan en el esfuerzo internacional de mitigación. 
 
En la Cumbre de Copenhague (2009) se definieron unas cifras que por primera vez 
cuantificaban la magnitud inicial de los recursos que podrían movilizarse en el corto y 
mediano plazo hacia los países en desarrollo: USD 30 mil millones entre 2010 y 2012 y 
USD 100 mil millones adicionales hacia 2020. Si bien los números comprometidos en 
Copenhague resultaban insuficientes, constituían un punto de partida.   
 
Las necesidades incrementales de fondos para financiar acciones climáticas en países en 
desarrollo han sido estimadas por McKinsey & Company (2009), CMNUCC (2007, 2008), 
Project Catalyst (2009), Banco Mundial (2010), Oxfam International (2007) y Ecofys (2014), 
entre muchos otros, considerando severas incertidumbres y limitaciones, en USD 315-700 
mil millones anuales hacia 2030, USD 300-600 mil millones para desarrollar acciones de 
mitigación y USD 15-100 mil millones para adaptación. Cabe mencionar que IPCC (2007a), 
Parry et al (2009) y Agrawala y Fankhauser (2008), entre otros, destacan que las 
estimaciones disponibles sobre los costos globales de adaptación presentan deficiencias 
metodológicas -especialmente, una alta sensibilidad a cambios en los supuestos- y 
limitaciones en la disponibilidad de datos que sugieren que los números disponibles 
estarían subestimando las necesidades efectivas de financiamiento.  
 
En Copenhague se fue gestando, además, la creación del ya mencionado Fondo Verde del 
Clima, idea que se concretó en la Cumbre de Cancún en 2010 y se perfeccionó en Durban 
en 2011. Estos avances se fueron dando incluso con las dificultades que planteaban las 
perturbaciones financieras y las consecuentes restricciones presupuestarias que se 
cernían sobre gran parte de los países desarrollados. 
 
En Doha (2012) se reconoció la necesidad de expandir el financiamiento climático y de 
definir vías para movilizar los recursos ya comprometidos (los USD 100 mil millones 
adicionales) hacia 2020. El texto acordado en dicha Cumbre invita a los países 
desarrollados a presentar indicaciones de las vías por las cuales se definirán trayectorias 
de contribuciones para alcanzar estos montos (Decisión FCCC/CP/2012/8/Add.1). 
 



A partir de estos avances, en los últimos años se ha ido consolidando una arquitectura 
internacional de financiamiento climático altamente compleja que en la actualidad cuenta 
con fondos tanto de origen público como privado que son canalizados a través de diversos 
mecanismos e instrumentos.  
 
La relevancia que ha adquirido la problemática del financiamiento para la mitigación y la 
adaptación en los países en desarrollo queda de manifiesto en la creciente importancia 
dada por el IPCC a esta temática: en el Quinto Informe de Evaluación de este organismo se 
incluye por primera vez un capítulo sobre financiamiento climático (IPCC, 2014a; Cap. 16).  
 
Si bien no existe aún una clara definición del concepto acordada a nivel mundial, se suele 
denominar “financiamiento climático” al conjunto de los recursos financieros que se 
deben movilizar para facilitar el diseño e implementación de acciones de mitigación en los 
países en desarrollo así como para fortalecer su capacidad de adaptarse a los impactos del 
cambio climático que no podrán ser evitados. Esta noción incluye también el 
establecimiento a nivel nacional de mecanismos financieros que permitan canalizar estos 
recursos de manera eficiente, equitativa y transparente, a la vez que aseguren que los 
flujos de recursos estén en línea con las elevadas necesidades de inversión para dar una 
respuesta adecuada al cambio climático. 
 
Existen básicamente tres tipos de métricas para estimar los recursos financieros que son 
destinados a la mitigación y la adaptación a nivel global (IPCC, 2014 a, Cap. 16):  

 
i) Financiamiento climático total: incluye todos los flujos financieros cuyo efecto 

esperado consiste en reducir las emisiones netas de GEI y/o aumentar la 
resiliencia frente a los impactos proyectados del cambio climático. Este 
concepto cubre los fondos tanto privados como públicos y domésticos e 
internacionales destinados a financiar acciones de mitigación y adaptación. 
Incluye el valor total del flujo financiero y no sólo la porción asociada al 
beneficio climático (por ejemplo, incluye el costo total de inversión en una 
turbina eólica y no sólo la proporción asociada a la reducción de emisiones). 
 

ii) Inversión incremental: Se refiere al capital inicial adicional requerido para 
implementar una medida de mitigación o adaptación (en el ejemplo anterior, la 
inversión incremental se calcularía estimando la inversión necesaria para poner 
en funcionamiento una turbina eólica menos la inversión necesaria en el 
escenario de base, considerando, por ejemplo, las inversiones que demandaría 
la instalación de un generador a gas natural). Dado que el valor de la inversión 
incremental depende de una alternativa hipotética, su estimación a nivel global 
es incierta.   
 

iii) Costos operativos incrementales: Hacen referencia a la diferencia en los costos de 
operación y mantenimiento de una opción de mitigación en relación a aquéllos 
de un proyecto de referencia.  



 
Estimar el volumen total de los recursos canalizados como financiamiento climático hacia 
los países en desarrollo es complejo debido a la diversidad de fuentes e intermediarios y 
los variados mecanismos financieros utilizados. Dado que no existe al momento un 
sistema internacional integrado de estadísticas sobre financiamiento climático, las 
estimaciones deben compilarse de fuentes dispares en calidad y horizontes temporales, 
las cuales utilizan diferentes supuestos y metodologías, exhiben brechas y a veces pueden 
realizar dobles contabilizaciones. Adicionalmente, los datos disponibles suelen referirse a 
compromisos y no a desembolsos efectivos, motivo por el cual los montos reportados por 
los donantes pueden no coincidir con aquéllos efectivamente percibidos por los 
receptores en un año dado. A su vez, las modificaciones en los tipos de cambio complican 
aún más las tareas de estimación. Por estos motivos, es necesario destacar que las 
estimaciones que se presentan a continuación exhiben considerables incertidumbres. 
 
De acuerdo a Buchner et al (2012, 2013b), el financiamiento climático total global habría 
ascendido a USD 343-385 mil millones anuales en 2010-2011 y a USD 356-363 mil millones 
en 2011-2012. Estas estimaciones consideran un mix de datos de 2010, 2011 y 2012 y 
contemplan una conjunción de instrumentos financieros que incluyen aportes no 
reembolsables, créditos concesionales, créditos comerciales, inversiones de capital e 
inversiones totales en medidas de mitigación realizadas tanto en países en desarrollo 
como desarrollados. De estos montos, 95% habría correspondido a financiar acciones de 
mitigación. Las inversiones en tecnologías de generación eléctrica renovable habrían 
dominado estas inversiones. En cuanto al origen de los fondos, el financiamiento privado 
habría sido preponderante, si bien su participación habría declinado del 74% en promedio 
en 2010 y 2011 a 62% en 2012. Los créditos concesionales provistos por bancos de 
desarrollo públicos habrían jugado un rol importante en financiar proyectos domésticos 
en países como Brasil, China y Alemania. 
 
De estos totales, las estimaciones de Buchner et al. (2013a, 2013b) sugieren que los flujos 
netos de financiamiento climático hacia los países en desarrollo habrían ascendido a USD 
40-60 mil millones anuales en 2010-2012.  
 
El financiamiento climático provisto a los países en desarrollo ha incluido fuentes de 
financiación públicas, privadas y público-privadas y ha sido canalizado a través de 
instituciones bilaterales y multilaterales usualmente bajo la forma de créditos 
concesionales y aportes no reembolsables. Asimismo, existen recursos que se han 
canalizado mediante los mecanismos específicos de la Convención y los mercados de 
carbono del Protocolo de Kioto.  
 
El financiamiento público por lo general ha provenido de los presupuestos nacionales de 
los gobiernos de los países de la OCDE. Parte de esta financiación se ha realizado a través 
de la asistencia oficial para el desarrollo (ODA, por sus siglas en inglés), la cual comprende 
desembolsos de préstamos en condiciones concesionales y donaciones otorgadas por 
organismos oficiales de los miembros del Comité de Asistencia para el Desarrollo (CAD). La 



mayor parte de estos flujos se ha informado a través de las Comunicaciones Nacionales a 
la Convención y el sistema de notificación de los países acreedores de la OCDE y ha sido 
canalizado mediante una serie de instituciones bilaterales y multilaterales (Limaye and 
Zhu, 2012).  
 
Las instituciones bilaterales son creadas y dirigidas por gobiernos nacionales con el 
propósito de dar ayuda o invertir en proyectos y programas específicos en los países en 
desarrollo y mercados emergentes. Estas instituciones llevan a cabo mandatos dados por 
gobiernos nacionales, lo cuales se basan en objetivos estratégicos nacionales y suelen 
estar enfocados en áreas geográficas y tecnologías específicas. Algunas de las mayores 
instituciones que trabajan sobre una base bilateral -como JICA (Japan International 
Cooperation Agency), KfW (German Bank for Reconstruction and Development) y AfD 
(French Development Agency)- poseen grandes programas de financiamiento para la 
mitigación y trabajan en alrededor de 100 países. Otras fuentes financieras climáticas 
bilaterales importantes son NORAD (Norwegian Agency for Development Cooperation), 
DANIDA (Danish International Development Agency), SIDA (Swedish International 
Development Agency), CIDA (Canadian International Development Agency), DfID 
(Department of International Development) y AusAID (Australian Aid Agency) (Limaye y 
Zhu, 2012). 
 
Por su parte, las instituciones multilaterales incluyen a los bancos multilaterales de 
desarrollo como el Banco Mundial y el BID, agencias de las Naciones Unidas como PNUD y 
PNUMA y agencias internacionales especialmente creadas por estos bancos como el 
Fondo para el Medio Ambiente Global (GEF).  
 
Estas instituciones multilaterales han establecido una serie de fondos especiales para la 
mitigación y adaptación, como los Fondos de Inversión Climática (CIF) administrados por 
el Banco Mundial (Fondo de Tecnología Limpia y Fondo Estratégico para el Clima). Otros 
ejemplos incluyen el Carbon Finance Facility del Banco Mundial (Carbon Fund), REEEP 
(Renewable Energy and Energy Efficiency Partnership), GEEREF (Global Energy Efficiency 
and Renewable Energy Fund), SCAF (Seed Capital Assistance Facility) y el CCF (ADB Climate 
Change Fund) (Limaye y Zhu, 2012). Estos fondos se orientan tanto a financiar proyectos 
de mitigación como a financiar estudios orientados a generar información sobre costos, 
co-beneficios y potenciales de mitigación. 
 
Muchas de las fuentes de financiación pública tanto multilaterales como bilaterales tratan 
de lograr un aumento del financiamiento a través de fuentes privadas. Para lograr esto, se 
han establecido fondos público-privados que buscan cubrir déficits de financiación, 
transferir riesgos y mejorar la rentabilidad. Desde 1999 alrededor de 100 fondos de 
carbono han sido creados, con una capitalización de USD 14 mil millones. Estos fondos, 
tanto privados como público-privados, compran créditos de carbono o bien invierten de 
manera directa en proyectos de reducción de emisiones (Limaye y Zhu, 2012). 
 



Las fuentes privadas de financiamiento incluyen una amplia gama de bancos e 
instituciones financieras locales e internacionales, fondos privados, fondos de pensiones y 
otros fondos especialmente creados. Sin embargo, la información sobre la magnitud de 
montos de inversión privados que efectivamente fluyen desde países desarrollados a 
países en desarrollo es altamente incierta. Clapp et al (2012) estiman estas inversiones 
privadas en USD 37-72 mil millones anuales (basados en datos de 2009 y 2010) mientras 
que Stadelmann (2013) estima estos flujos en USD 10-37 mil millones anuales (basados en 
datos de 2008-2011). 
 
Cabe mencionar que los recursos provenientes de los mercados de carbono explicaron 
menos del 6%  de las inversiones privadas en iniciativas climáticas en 2009 y 2010 (unos 
USD 3 mil millones por año), jugando en los hechos, como ya se mencionó, un rol mucho 
más pequeño en el financiamiento climático global que el esperado en los años en que el 
Protocolo de Kioto entró en vigencia (Buchner et al, 2012).  
 
En lo que respecta al financiamiento climático movilizado bajo los canales de la 
Convención, éste ha sido reportado por las Partes Anexo I en aproximadamente USD 10 
mil millones anuales entre 2005 y 2012. Entre 2010 y 2012 este financiamiento habría 
superado este monto (IPCC, 2014a). 
 
Los aportes de las Partes a los mecanismos financieros de la Convención -GEF, SCCF 
(Special Climate Change Fund) y LDCF (Least Developed Countries Fund)- ascendieron a 
aproximadamente USD 0,6 mil millones anuales en 2005-2010. Es decir que las entidades 
operativas de estos mecanismos (mayormente orientados hacia la mitigación) manejan 
menos del 10% del financiamiento climático reportado bajo la Convención. Se espera que 
esto se modifique una vez que entre en funcionamiento el Fondo Verde del Clima (IPCC, 
2014a).   
 
Existe también el Fondo de Adaptación, el cual obtiene la mayor parte de sus fondos de la 
venta del 2% de los CERs emitidos por la realización de proyectos MDL. El dinero 
recaudado se destina a financiar actividades de adaptación en los países en desarrollo. La 
venta de CERs generó fondos por más de USD 90 millones en 2010 y por más de USD 50 
millones en 2011 (IPCC, 2014a). 
 
La arquitectura financiera climática recién descripta puede ser esquematizada de acuerdo 
a la Figura 13 a continuación. 

 



Figura 13 
La arquitectura financiera climática hoy 

 
        Fuente: Adaptado de Buchner et al (2012) 

 
 
A continuación se mencionan y describen brevemente las características de los principales 
10 fondos internacionales que se identificaron activos en la financiación de iniciativas 
climáticas en América Latina.  
 
1. NAMA Facility: Se trata de un Fondo creado conjuntamente por el Ministerio de 

Ambiente alemán (BMUB por sus siglas en inglés) y el Departamento de Energía y 
Cambio Climático del Reino Unido (DECC por sus siglas en inglés) para apoyar la 
implementación de NAMAs en países en desarrollo. La capitalización original fue de 70 
millones de euros, pero dadas las numerosas presentaciones recibidas al momento de 
realizarse el primer llamado a propuestas en 2013, se realizó un desembolso adicional 
de 50 millones de euros para financiar un segundo llamado en 201424.  

  
2. Energy and Environment Partnership (EEP): Es un programa del Ministerio de Asuntos 

Exteriores de Finlandia cuyo objetivo es ampliar el acceso a servicios energéticos 
modernos y promover las energías renovables y la eficiencia energética. El EEP ofrece 
subvenciones para el desarrollo y/o ampliación de modelos de negocio inclusivos y 
proporciona capital semilla para las fases iniciales de proyectos de energía sostenible 
con socios locales e internacionales. El EEP opera en la región andina (Perú, Ecuador, 
Colombia, Bolivia), Centroamérica (Belice, Guatemala, Honduras, El Salvador, 
Nicaragua, Costa Rica, Panamá) y la República Dominicana. El financiamiento máximo 
por proyecto es de 200.000 euros25. 

 

                                                 
24 http://www.nama-facility.org/ 
25 http://eepglobal.org/home 

http://eepglobal.org/home/


3. Norwegian Investment Fund for Developing Countries (Norfund): Las inversiones de 
este fondo tienen por objetivo promover el desarrollo de nuevos negocios y empresas 
en los sectores de energías renovables, agronegocios y pequeñas y medianas 
empresas de países en desarrollo con escaso acceso al crédito. El financiamiento es 
provisto mediante inversiones de capital y préstamos. Los países elegibles en América 
Latina son Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá26. 

 
4. Fondo de desembolso rápido para soluciones innovadoras en transporte del BID 

(InfraFund): El InfraFund brinda apoyo a asociaciones públicas, privadas y de capital 
mixto en América Latina y el Caribe para la identificación, desarrollo y preparación de 
proyectos de infraestructura sostenibles y con alta probabilidad de alcanzar 
autonomía financiera. El fondo promueve, además, la formación de sociedades 
público-privadas para provisión de infraestructura. Los proyectos pueden obtener un 
máximo de financiación de USD 1,5 millones y existe un proceso de aprobación rápido 
para proyectos de menos de USD 500.00027. 

 
5. GCCA (Global Climate Change Alliance): Es una iniciativa de la Unión Europea lanzada 

en 2007 orientada a fortalecer el diálogo y la cooperación así como la asistencia 
técnica y financiera a los países en desarrollo más vulnerables. Se focaliza sobre los 
Países Menos Desarrollados (LDCs) y los Pequeños Estados Insulares en Desarrollo 
(SIDS por sus siglas en inglés). El financiamiento total disponible es de 139,6 millones 
de euros28. 
 

6. Climate and Development Knowledge Network (CDKN): Es una iniciativa apoyada por 
los gobiernos del Reino Unido y los Países Bajos que apoya a los tomadores de 
decisión en el diseño e implementación de estrategias de desarrollo incluyendo 
consideraciones sobre cambio climático, a través de una combinación de 
investigación, servicios de asesoramiento e intercambio de conocimientos en apoyo a 
las políticas de gestión local en los sectores público, privado y no gubernamental. El 
financiamiento disponible es de £500.000 por proyecto (aproximadamente USD 
857.00), si bien la mayoría de las subvenciones son de entre £25.000 y £250.000 (USD 
42.800- 428.000)29. 
 

7. Adaptation for Smallholder Agriculture Programme (ASAP): El programa fue lanzado 
por el Fondo Internacional de Desarrollo Agrícola (FIDA), una agencia de Naciones 
Unidas orientada a impulsar el desarrollo de comunidades rurales pobres, para ayudar 
a que pequeños agricultores en países en desarrollo incorporen consideraciones 
climáticas y medioambientales en sus actividades. Se trata de un programa de 

                                                 
26 http://www.norfund.no 

 
27 http://www.iadb.org/infrafund 
28 http://www.gcca.eu/ 
29 http://www.cdkn.org 
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adaptación que ofrece financiación de múltiples donantes de aproximadamente USD 
1.000 millones anuales30. 
 

8. Fondo para el logro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) (MDG 
Achievement Fund): Es un mecanismo de cooperación internacional lanzado en 2007 
mediante un acuerdo entre el Gobierno de España y el Sistema de Naciones Unidas 
con la misión de impulsar el cumplimiento de los  ODM. El  fondo financia actividades 
de colaboración que complementan programas de Naciones Unidas orientados a 
abordar desafíos multidimensionales de desarrollo. En el campo del cambio climático, 
facilita el acceso a nuevos mecanismos de financiación y apoya actividades de 
adaptación. Específicamente, el Fondo tiene como objetivos apoyar políticas y 
programas que puedan generar un impacto significativo y medible sobre algunos de 
los ODM, financiar la experimentación y la ampliación de programas piloto exitosos, 
catalizar innovaciones en la práctica del desarrollo y adoptar mecanismos que mejoren 
la calidad de la ayuda al desarrollo. El financiamiento total disponible en este 
programa es de USD 90 millones31. 
 

9. Partnership for Market Readiness (PMR): El PMR es un fondo orientado a proveer 
asistencia financiera y técnica para la construcción de capacidades en materia de 
diseño y uso de instrumentos basados en el mercado (como esquemas de comercio de 
emisiones domésticos y mecanismos de crédito) para fomentar la reducción de 
emisiones de GEI. La asistencia se focaliza en aspectos relacionados con el manejo de 
datos, los sistemas de medición, reporte y verificación de reducción de emisiones y la 
creación de marcos políticos y regulatorios. El Fondo se financia con contribuciones de 
países participantes, entre ellos Australia, Dinamarca, Finlandia, Alemania, Japón, 
Países Bajos, Noruega, España, Suecia, Suiza, Reino Unido y Estados Unidos.     
 

10. Fondo Amazonia: Administrado por el Banco Nacional de Desarrollo de Brasil (BNDES), 
el Fondo tiene como objetivo recaudar donaciones para inversiones no reembolsables 
orientadas a prevenir, controlar y combatir la deforestación así como promover la 
conservación y el uso sostenible de los bosques en el bioma amazónico. Además, el 
Fondo Amazonia apoya el desarrollo de sistemas para monitorear y controlar la 
deforestación en otros ecosistemas brasileños y de otros países tropicales. El Fondo 
tiene una dotación de USD 1.000 millones32. 

 
El Cuadro 9 a continuación sintetiza la información recopilada.  
 

                                                 
30 http://www.ifad.org/climate/asap/ 
31 http://www.mdgfund.org/ 
32 http://www.amazonfund.gov.br/FundoAmazonia/fam/site_en/Esquerdo/Fundo/ 
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Cuadro 9 
Principales 10 fondos internacionales que canalizan financiamiento climático hacia 

América Latina 

Fondo Tipos de iniciativas que 
financia 

Donantes/administradores 

NAMA Facility NAMAs Alemania y Reino Unido 

EEP Proyectos de energía 
sostenible 

Finlandia 

Norfund Energías renovables, 
agronegocios, PyMEs 

Noruega 

Infrafund Proyectos de 
infraestructura 
sostenible 

BID 

GCCA  Proyectos en LDCs y SIDS Unión Europea 

CDKN Proyectos de desarrollo 
bajo en emisiones 

Reino Unido y Países Bajos 

ASAP Adaptación en 
agricultura 

FIDA (Naciones Unidas) 

Fondo para el logro de 
los ODM 

Adaptación - Desarrollo 
bajo en emisiones 

España- Naciones Unidas 

PMR Construcción de 
capacidades en diseño y 
uso de instrumentos de 
mercado para la 
mitigación  

Múltiples donantes 

Fondo Amazonia Conservación de bosques Múltiples donantes - 
Administra BNDES 

Fuente: Elaboración propia 
   
Es decir que existe una cantidad considerable de fondos internacionales que canalizan 
financiamiento climático desde los países desarrollados hacia los países en desarrollo, 
exhibiendo una amplia diversidad tanto en materia de objetivos como de actividades y 
sectores-meta, donantes y administradores.  
 
Si bien este financiamiento es aún insuficiente de acuerdo a las estimaciones disponibles 
sobre necesidades de fondos, constituye un importante punto de partida. 
 
 
4.3.3 Amenazas de sanciones comerciales 
 
La literatura económica destaca que la posibilidad de utilizar sanciones y castigos parece 
esencial para lograr la efectividad y sostenibilidad de largo plazo de un acuerdo climático 



(Barrett, 2003; Brekke y Johansson-Stenman, 2008; Ostrom, 1997; Ostrom et al, 1994; 
Tian et al, 2009). 
 
Si bien ni la Convención ni su Protocolo de Kioto incorporan explícitamente mecanismos 
de este tipo, en años recientes se ha ido consolidando a nivel internacional una amenaza 
creciente de imposición de sanciones comerciales asociadas al contenido de carbono de 
los productos de exportación de los países en desarrollo. 
 
Los países desarrollados, si bien aún no de manera sistemática, están discutiendo la 
introducción de condicionamientos (por ejemplo, ajustes en frontera) para el acceso de 
productos intensivos en carbono provenientes de países en desarrollo y ya han 
introducido, en algunos casos, estándares relacionados con las emisiones de carbono 
asociadas a ciertos productos. Esto está generando una ampliación en los temas de la 
agenda internacional de negociaciones comerciales (Banco Mundial, 2008; OMC/PNUMA, 
2009; Hoppstock, 2010).  
 
Esencialmente, lo que se discute crecientemente en los foros comerciales y se está 
introduciendo en las negociaciones internacionales enmarcadas en la Convención es la 
existencia de un “tablero de juego desbalanceado” en el cual compiten exportaciones 
provenientes de países con diferentes costos de producción y obligaciones climáticas. Los 
temas centrales en el debate han sido dos: la “huella de carbono” (el carbono contenido 
en los bienes transados) y la “fuga de carbono” (la posibilidad de que las industrias 
intensivas en energía y emisiones se reubiquen en países en desarrollo que no enfrentan 
requisitos de reducción de emisiones, con un consecuente efecto neutro de las 
restricciones en los países industrializados sobre las emisiones globales) (Samaniego, 
2009).  
 
Desde un punto de vista metodológico, cabe aclarar que tanto el Protocolo de Kioto como 
la Convención adoptan un enfoque de inventarios “del lado de la producción”, es decir, 
miden las emisiones de GEI generadas por la producción realizada al interior de las 
fronteras de cada país. En contraste, para estimar la huella de carbono de los países suele 
proponerse un enfoque “del lado del consumo”, el cual asigna la responsabilidad por las 
emisiones asociadas al comercio internacional al país consumidor, es decir, al país 
importador, puesto que es éste quien, en última instancia, genera la demanda (Banco 
Mundial, 2008).  
 
Según el enfoque adoptado para medir la huella de carbono de los productos, la 
responsabilidad asignada a los países desarrollados y en desarrollo por las emisiones 
asociadas al comercio internacional varía considerablemente. Con la metodología 
actualmente utilizada (enfoque del lado de la producción), diferentes estudios sugieren 
que los países industrializados son “importadores netos” de GEI (incorporados en los 
productos que consumen), mientras que los países en desarrollo, incluida América Latina, 
son “exportadores netos” de GEI (Peters y Hertwich, 2008; Davis y Caldeira, 2010).  
 



En vista de este patrón relativamente intensivo en emisiones de GEI de las exportaciones 
de los países en desarrollo, los países desarrollados han comenzado a plantear el interés 
(nuevamente, aún no de manera sistemática) de fijar medidas unilaterales de corrección 
en frontera para evitar la “fuga de carbono” hacia los países en desarrollo y, a la vez, 
limitar la pérdida de competitividad de sus industrias locales ante el imperativo de 
implementar políticas de mitigación a nivel nacional (Banco Mundial, 2008; OMC/PNUMA, 
2009).  
 
Los principales ejemplos de esta tendencia son dos. En primer lugar, en el Congreso de los 
Estados Unidos fueron debatidos en 2007-2008 y 2009-2010 dos proyectos de ley (de los 
representantes Lieberman-Warner y Bingaman-Specter y de Waxman-Markey y Kerry-
Boxer) que incluían la aplicación de medidas de ajuste en frontera a algunas importaciones 
provenientes de países que no hubieran adoptado políticas climáticas comparables a las 
de los Estados Unidos. Estos proyectos, sin embargo, no fueron aprobados (Samaniego, 
2009; Hoppstock, 2010).  
 
En segundo lugar, se ha introducido en Europa una norma sobre biocombustibles 
(Directiva Europea 2009/28/CE33) que requiere una evaluación de impactos sobre el uso 
del suelo de los productos importados y su performance en relación al balance de 
emisiones de GEI. Específicamente, la Directiva establece que los biocombustibles 
importados deben demostrar que generan un ahorro de emisiones de GEI del 35% como 
mínimo respecto del combustible fósil que reemplazan, ahorro que deberá incrementarse 
al 50% a partir del año 2017 y al 60% a partir de 2018. Esto está dando lugar al surgimiento 
de mecanismos de certificación que permitan garantizar el cumplimiento de los requisitos 
europeos (Hoppstock et al, 2009; Chidiak et al, 2010).  
 
En esta misma línea, las instituciones financieras internacionales están avanzando en el 
análisis de los elementos de riesgo de sus carteras de préstamos de largo plazo desde una 
doble perspectiva relacionada con el cambio climático. Por un lado, están poniendo el 
foco sobre los potenciales impactos que el cambio climático podría tener sobre sus 
activos. Por el otro, están evaluando crecientemente las emisiones de GEI comprometidas 
en los proyectos que financian. Esto se debe, fundamentalmente, a la evolución de los 
marcos regulatorios internacionales, las nuevas orientaciones de política, la presión 
mundial para la disminución de los subsidios a la energía fósil fundamentalmente en los 
países en desarrollo y la aparición de nuevas opciones tecnológicas en línea con la 
necesidad de transitar hacia economías más bajas en emisiones y más resilientes al 
cambio climático. En términos concretos, esto se está traduciendo en una creciente 
imposición de condicionamientos ambientales para la aprobación de líneas de crédito a 
nivel regional.  
 
Un ejemplo de esta tendencia lo constituye el cambio en las condicionalidades para el 
otorgamiento de financiamiento exigidas para proyectos de electrificación rural de 

                                                 
33 Disponible en http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=OJ:L:2009:140:0016:0062:es:PDF 
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organismo multilaterales como el BID. Hasta hace algunos años, estos organismos se 
mostraban en general proclives a financiar la instalación de pequeñas centrales térmicas 
(fundamentalmente a gas-oil) en pequeñas comunidades aisladas no interconectadas al 
sistema eléctrico nacional. Sin embargo, en la actualidad se exige que esta provisión 
descentralizada sea efectuada en base a energías renovables, debido a las mayores 
emisiones de GEI que implica la alternativa térmica.  
  
Cabe mencionar que la región de América Latina, a pesar de su baja contribución a las 
emisiones globales totales de GEI (12%), presenta una particular vulnerabilidad frente a 
las presiones internacionales relacionadas con la reducción de emisiones y la introducción 
de restricciones al comercio internacional basadas en el contenido de GEI asociado a las 
exportaciones. Esto es así, por un lado, por la tendencia creciente en las emisiones 
absolutas de la región, consistente con los patrones también crecientes en materia de 
consumo y producción de energía y las aún altas tasas de deforestación. Y por el otro, 
porque la región presenta un perfil de especialización productiva y exportadora -y, por 
ende, un patrón de desarrollo- relativamente intensivo en recursos naturales y en 
emisiones. Esto se refleja tanto en una notoria expansión y un alto peso relativo de las 
exportaciones de los sectores primarios (minería, petróleo, forestación, agricultura, 
ganadería) como de sectores industriales con un potencial de emisiones relativamente 
alto (tales como los de procesamiento de metales, productos químicos y derivados de 
petróleo) (PNUMA-Red Mercosur, 2011; CEPAL 2010). 

 
 
4.4 Las NAMAs como canalizadoras de incentivos para la mitigación  
 
El surgimiento de las NAMAs como instrumento internacional a través del cual los países 
en desarrollo canalizarían sus esfuerzos de mitigación parece haber posibilitado en gran 
medida el avance en las negociaciones climáticas hasta lograr que en 2011 (Durban) se 
acuerde que todos los países realizarán esfuerzos de reducción de emisiones de GEI 
dentro de sus posibilidades y capacidades. 
 
Ciertas características de las NAMAs podrían explicar por qué han resultado atractivas 
para gran parte de los países de la región: básicamente, porque han logrado aglutinar y 
posibilitar la canalización de los diferentes tipos de incentivos estudiados en el presente 
trabajo en un solo instrumento.  
 
Para empezar, las NAMAs han sido formuladas como acciones voluntarias de mitigación 
definidas por cada país en desarrollo de acuerdo a sus objetivos de desarrollo y sus 
capacidades, y no como compromisos cuantitativos obligatorios de reducción de 
emisiones de GEI fijados a partir de una meta de mitigación global impuesta “desde 
arriba” (como un mecanismo top-down). Es decir que se basan en un abordaje bottom-up 
de reparto del peso de la mitigación que resulta compatible con una noción de “equidad” 
que favorece a los países en desarrollo. No exhiben la rigidez de los enfoques top-down 



del tipo grandfathering (donde se asignan derechos de emisión en función de los niveles 
de emisión en un año base, como fue el caso del Protocolo de Kioto.  
 
La noción de equidad subyacente en los enfoques bottom-up de este tipo es compatible 
con la idea igualitarista de que lo “equitativo” consiste en defender los intereses de los 
menos favorecidos maximizando el uso de la atmósfera por parte de aquéllos en peor 
situación, en este caso, los países en desarrollo. En cambio, los enfoques top down del 
tipo grandfathering o Tríptico se basan en una noción de equidad compatible con las ideas 
del libertarismo y el utilitarismo, donde lo equitativo es respetar los “derechos adquiridos” 
en materia de uso de la atmósfera o bien repartir los esfuerzos de mitigación de modo tal 
de minimizar el costo total de reducción de emisiones de GEI a nivel global, por más que 
los países sobre los cuales recaiga el esfuerzo no sean los más ricos ni los principales 
emisores históricos de GEI (Blanchard et al, 2001; Elzen y Lucas, 2003; Groot, 2010; 
Winkler, 2008; Chichilnisky, 1994, 2006).  
 
Es decir que a diferencia de los enfoques top down que se proponían para repartir el peso 
de la mitigación del cambio climático incluyendo a los países en desarrollo, las NAMAs se 
definieron de modo tal de otorgar a estos últimos la libertad y flexibilidad de decidir 
cómo, dónde, cuándo y cuánto mitigar, propiciando una noción de “equidad” que los 
favorece. 
 
La flexibilidad que permiten las NAMAs para diseñar acciones de mitigación en los países 
en desarrollo es considerablemente mayor que bajo el MDL. Si bien, como ya se explicó, el 
MDL constituyó un valioso “experimento” de imposición de un precio a las emisiones de 
GEI y permitió crear conciencia en los países en desarrollo de que existe una limitación a 
las emisiones, sin embargo los costos de transacción de este mecanismo han sido altos y 
el sistema ha sido muy demandante en materia metodológica e institucional (entre otras 
cosas, ha requerido que los países desarrolladores de proyectos crearan estructuras y 
marcos institucionales totalmente nuevos para analizar y promover la realización de estos 
proyectos). En cambio, las NAMAs permiten a los países decidir y diseñar con relativa 
libertad el tipo de acción a encarar, pudiendo impulsar ya no sólo proyectos concretos de 
determinado tipo (como bajo el MDL) sino también políticas y medidas, estrategias, 
programas, acciones de capacitación y/o desarrollo de marcos regulatorios más integrales 
de acuerdo a las necesidades y prioridades nacionales. Vale decir, no obstante, que la 
flexibilidad relativa que exhiben las NAMAs se basa, en gran medida, en el aprendizaje 
logrado con el MDL y se apoya en las estructuras técnicas e institucionales construidas 
bajo este mecanismo durante sus más de 10 años de existencia. 
 
En segundo lugar, las NAMAs ponen el foco sobre el desarrollo, la prioridad política de los 
países de la región así como del resto de los países en desarrollo. En términos prácticos, la 
elaboración de NAMAs requiere de la identificación de co-beneficios económicos, sociales 
y ambientales locales que se derivarían de la implementación de las acciones de 
mitigación en cuestión. No obstante, si se aborda la elaboración de NAMAs desde una 
perspectiva estratégica, éstas abren la posibilidad de efectuar el análisis al revés, es decir, 



evaluar los impactos de reducción de emisiones que tendrían ciertas políticas, medidas, 
programas y proyectos (generalmente de impacto sectorial y/o nacional) que resultan 
clave a nivel país para alcanzar objetivos de desarrollo económico, social y ambiental 
prioritarios. En otras palabras, los países en desarrollo tienen la posibilidad de aprovechar 
el instrumento “NAMA” para articular políticas de desarrollo que posean cierto impacto 
sobre las trayectorias de emisiones de GEI solicitando fondos internacionales que 
financiarán, en última instancia, medidas y programas que resultan convenientes desde 
una perspectiva nacional.  
 
En tercer lugar, las NAMAs permiten englobar en su diseño tanto incentivos económicos 
como de gobernanza global, vinculados estos últimos con los tres elementos identificados 
como fundamentales en la literatura: información, transferencias monetarias y amenazas 
de sanciones. 
 
Por un lado, la elaboración de NAMAs requiere analizar el diseño y aplicación a nivel 
nacional de instrumentos económicos que puedan inducir la mitigación en los actores 
privados domésticos, por ejemplo sistemas de comercio de emisiones, impuestos, fondos 
no reembolsables, entre otros. Como ejemplo de esto, se vio en el estudio de caso de la 
NAMA Café de Costa Rica (Box 30) que ésta está contemplando la creación de un sistema 
de incentivos doméstico basado en un esquema de pagos por servicios ambientales (PSA), 
la imposición de un impuesto al carbono y la creación de un mercado de carbono nacional. 
 
Por otro lado, las NAMAs aglutinan incentivos de gobernanza relacionados con la 
generación de información a nivel nacional, la canalización de financiamiento climático 
internacional y la anticipación a la eventual imposición de restricciones comerciales 
basadas en el contenido de carbono de los bienes exportados. 
 
En primer lugar, en línea con lo mencionado más arriba, la elaboración de NAMAs 
requiere realizar un ejercicio de análisis y reflexión sobre prioridades de desarrollo a nivel 
país, trayectorias de emisiones y co-beneficios de desarrollo. Es decir que obligan a los 
países a analizar sinergias existentes entre mitigación y desarrollo (incluyendo la 
adaptación a los efectos esperados del cambio climático), permitiendo identificar y 
generar información nueva a nivel nacional sobre estas interrelaciones. 
 
En segundo lugar, las NAMAs se han constituido en el instrumento fundamental a través 
del cual se están canalizando en el presente los recursos del financiamiento climático 
internacional hacia los países en desarrollo. Por el momento, los modos de canalización de 
dicho financiamiento no están tan articulados como en el caso del MDL: existen al 
presente fondos dispersos de financiamiento con criterios de otorgamiento de fondos que 
dependen de cada donante, mientras que el fondeo de proyectos MDL estaba más 
rigurosamente establecido en torno a la emisión de créditos (CERs) y su comercialización 
en los mercados de carbono. Sin embargo, se espera que en el futuro el Fondo Verde del 
Clima actúe en la práctica como una “ventanilla única” que centralice y canalice la oferta y 
demanda de fondos. 



 
Finalmente, pareciera crecientemente que la elaboración de NAMAs en los países en 
desarrollo -las cuales, en muchos casos, están proporcionando las bases para la definición 
de las Contribuciones Nacionales (INDC)- se están perfilando como un elemento 
diferenciador en materia de comportamiento climático de los países ante al mundo, lo 
que, posiblemente, permitirá sortear y anticipar eventuales restricciones comerciales que 
sean impuestas en relación al contenido de carbono de los productos exportados. 
Nuevamente, el caso de la “NAMA Café” de Costa Rica ilustra este punto: como se 
mencionó en el Box 30, el Gobierno de Costa Rica está concibiendo a la carbono-
neutralidad como un elemento estratégico-comercial, distintivo y de competitividad que 
permitirá al sector privado cafetalero nacional ahorrar costos y mejorar el acceso a los 
mercados internacionales. 
 
Es decir que la elaboración de NAMAs requiere, por un lado, el ejercicio de analizar los 
impactos de desarrollo que una determinada medida de reducción de emisiones de GEI 
tendrá a nivel país o bien, a la inversa, estudiar los impactos sobre la reducción de 
emisiones de GEI que tendrá una determinada política de desarrollo. Por el otro, la 
elaboración de NAMAs aborda también la dimensión de la aplicabilidad y factibilidad de 
implementación de políticas y medidas, pues para poder registrar una NAMA en el 
Registro Internacional de NAMAs de la Convención y/o aplicar a financiamiento 
internacional se requiere efectuar una evaluación de barreras de implementación y 
explicar cómo se prevé superarlas, así como describir los arreglos institucionales e 
instrumentos financieros que se prevé diseñar, articular e implementar a nivel nacional 
para garantizar la aplicabilidad de la acción a nivel doméstico.  
 
Por lo tanto, las NAMAs constituyen, en la práctica, una herramienta para la planificación 
del desarrollo que posibilita la generación de información a nivel nacional sobre 
oportunidades de mitigación en sectores clave para el desarrollo socioeconómico y la 
sostenibilidad, la canalización de financiamiento internacional y la anticipación a 
eventuales requerimientos y sanciones comerciales basadas en criterios relacionados con 
las emisiones de GEI.  
 
De esta forma, las NAMAs aglutinan los diferentes tipos de incentivos para la mitigación 
analizados por la literatura económica: 
 
- Metas de mitigación ambiciosas pero no excesivas para lograr beneficios netos 

esperados: las NAMAs permiten articular los esfuerzos de mitigación de los países en 
desarrollo “desde abajo hacia arriba”, siendo el propio país quien selecciona las 
prioridades de mitigación de acuerdo a su agenda de desarrollo socioeconómico;  
 

- Distribución equitativa (o percibida como justa) de la carga de la mitigación (mejorable 
a través de esquemas de transferencias): las NAMAs generan una mayor percepción 
de equidad tanto por el explícito reconocimiento del “derecho al desarrollo” como por 
la posibilidad de acceder a financiamiento internacional para financiar la 



implementación de medidas de mitigación así como los estudios previos (análisis de 
opciones de mitigación, costos y barreras);  

 
- Introducción de sanciones formales o informales para quienes no participen o no 

cumplan con el acuerdo: las NAMAs posibilitan el registro de los esfuerzos de 
mitigación sectoriales y así anticiparse y evitar sanciones comerciales eventuales; 

 
- Provisión de información o apoyo para generar información a fin de fomentar la toma 

de conciencia: los organismos internacionales están realizando considerables 
esfuerzos de generación y difusión de información orientados a la construcción y 
fortalecimiento de capacidades en los países en desarrollo en torno a la elaboración 
de NAMAs y la identificación de co-beneficios de desarrollo sostenible. 

 
Las NAMAs son, en definitiva, un modo de participar en los esfuerzos de mitigación 
globales aprovechando los incentivos monetarios y para la construcción de capacidades 
provistos por la arquitectura climática global y, a la vez, proveen una oportunidad para 
pensar de manera distinta el desarrollo, ahora considerando un contexto futuro donde, 
necesariamente, deberán existir restricciones a las emisiones de GEI.  
 
Este modo de concebir a este instrumento ayuda a comprender por qué parece haber 
tenido aceptación entre los países en desarrollo de la región y del mundo y también 
podría ayudar a explicar el proceso de cambio de posición de los países de la región frente 
a la mitigación del cambio climático y su creciente participación en los esfuerzos globales 
de mitigación. 
 
 

Conclusiones 
 

El régimen climático internacional ha logrado crear y articular en los últimos 20 años un 
conjunto de incentivos para la mitigación tanto económicos como de gobernanza global 
que podrían explicar en gran medida el cambio de posición de los países latinoamericanos 
respecto de la mitigación. 
 
Estos incentivos parecen haber contribuido a vencer la resistencia de los países de la 
región al fortalecer la percepción de que existen beneficios netos por participar en los 
esfuerzos globales de mitigación.  
 
En especial, las NAMAs parecen haber jugado un importante rol en este proceso, al 
posibilitar la aglutinación y canalización de estos incentivos hacia los países en desarrollo. 
Este instrumento, además, se constituye en la práctica como una herramienta para la 
planificación del desarrollo que posibilita una inserción diferente de los países en 
desarrollo en el esquema mundial. 
 



Es decir que este trabajo aporta una mirada positiva sobre el proceso de construcción y 
desarrollo del régimen climático internacional en los últimos 20 años mostrando que, a 
pesar de las grandes complejidades involucradas en las negociaciones internacionales, se 
ha logrado crear una arquitectura global que está logrando modificar el pensamiento de 
los tomadores de decisión de los países de la región, introduciendo la idea de que existen 
crecientes restricciones a las emisiones de GEI y que pueden derivarse beneficios tanto 
económicos como comerciales, sociales y ambientales locales de la realización de acciones 
de mitigación a nivel nacional y regional. 
 

Podemos extraer al menos dos implicancias fundamentales para el diseño de políticas 
climáticas. 
 
1. El proceso de creación y consolidación de la arquitectura climática global en los últimos 

20 años ha generado resultados positivos  
 
Si se evalúan en perspectiva histórica los avances logrados en materia de creación y 
consolidación del régimen climático internacional se observa que ha habido una notable 
evolución en materia de toma de conciencia global sobre la problemática del cambio 
climático y la preparación para la acción desde los años noventa a la fecha.  
 
Por un lado, se está volviendo cada vez más evidente la existencia de interacciones entre 
el cambio climático, la degradación ambiental y la pobreza, lo que posiciona al cambio 
climático como una de las más serias amenazas para el desarrollo sostenible, debido a los 
impactos negativos que sus efectos tendrán sobre la actividad económica, los recursos 
naturales, la seguridad alimentaria, la salud humana, la infraestructura física y el medio 
ambiente en general. 
 
Por el otro, se está generando creciente conocimiento acerca de los efectos positivos que 
la implementación de ciertas opciones de mitigación en determinados sectores 
productivos podría generar a nivel económico, social y ambiental local. 
 
En este contexto, lo que esta investigación contribuye a mostrar es la importancia de 
tener una mirada dinámica sobre el proceso climático internacional, destacando la 
capacidad de la arquitectura global para impulsar procesos de transformación, 
fundamentalmente, procesos de generación de información, de aprendizaje y de cambio 
de comportamiento.  
 
2. Los enfoques basados en la definición voluntaria de acciones de mitigación con foco en 

el desarrollo sostenible (como las NAMAs y las INDC) han mostrado constituir una 
aproximación adecuada para involucrar a los países en desarrollo en el esfuerzo global 
de mitigación, si bien resultan insuficientes desde una perspectiva de efectividad 
ambiental 

 



Mientras que las discusiones sobre los esfuerzos de mitigación que encararían los países 
en desarrollo estuvieron basadas en la asunción o no de compromisos de mitigación 
similares a aquéllos de los países desarrollados, la negativa de los primeros a encarar 
esfuerzos de mitigación fue rotunda.  
 
En cambio, cuando el debate viró hacia el desarrollo de NAMAs, acciones voluntarias de 
reducción de emisiones con foco en los objetivos nacionales de desarrollo sostenible y que 
pueden contar con asistencia internacional, se abrió una nueva vía de diálogo.  
 
Lo que las NAMAs y las INDC están posibilitando es un cambio de foco: desde la 
perspectiva de los países en desarrollo, no se trata sólo de que las medidas de mitigación 
generen co-beneficios de desarrollo sino, a la inversa, que la mitigación sea un “co-
beneficio” de las políticas de desarrollo, respetando las prioridades nacionales en materia 
de alcance de la mitigación y de los sectores seleccionados (en un enfoque de 
construcción “desde abajo hacia arriba”).  
 
En síntesis, lo que se ha buscado mostrar en este documento es que lo que ha ocurrido en 
estos últimos años en materia climática en el marco del sistema multilateral de 
negociación de Naciones Unidas ha sido una transformación y no un fracaso, pues se pasó 
de la discusión de un acuerdo top-down (a la manera del Protocolo de Kioto), con escasa 
durabilidad y participación limitada, al debate sobre un acuerdo bottom-up basado en la 
presentación de Contribuciones Nacionales que, si bien más complicado, está 
involucrando una participación más amplia de países y, posiblemente, una mayor 
permanencia de los esfuerzos en el tiempo, al arraigar los objetivos de mitigación en el 
logro de metas de desarrollo nacionales prioritarias.  
 
Las NAMAs e INDC, por lo tanto, parecieran ser un eslabón clave en la cadena de acuerdos 
internacionales que puede posibilitar el logro de un acuerdo mundial de largo plazo que 
involucre, finalmente, a todos los países.  
 
Una vez alcanzada la participación universal, el siguiente desafío para la arquitectura 
climática global es lograr ampliar la escala de la mitigación para cumplir, efectivamente, 
con los objetivos de la Convención.  
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